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Suprema Corte; 



Eduardo Canevaro, en ejercicio del poder que 
me ha sustituido el Dr. Juan Balestra para repre- 
sentar á la Provincia de Corrientes, en la demanda 
que le han promovido ante V. E. los Sres. Freytas 
y Giorgio por inconstitucionalidad de sus leves de 
impuestos y devolución del importe de guías de 
hacienda, ante V. E., evacuando el traslado de 
la demanda que me ha sido conferido, respetuo- 
samente expongo: 

I 

Que el señor Gobernador de Corrientes, al en- 
cargar la defensa de los derechos de la provincia, 
en este litigio, al letrado que me patrocina, no 
sólo ha entendido dar cumplimiento á la lev pro- 
cesal, que obliga á presentarse en juicio al que 
es citado para contestar formalmente lo que contra 
ól se pide, sino también,— y son los términos pre- 
cisos de sus instrucciones,— cumplir con el deber 
de salvaguardar los intereses de los habitantes de 
la provincia, exponiendo ante V. E., en toda la 
extensión que comportan, los antecedentes y las 
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consecuencias de hecho y de derecho de este jui- 
cio, en el que van á debatirse las dos formas más 
eficaces del ejercicio que ha hecho la Provincia de 
su auto Gobierno durante los últimos diez años, á 
saber: la manera en que ha ejercido la facultad 
de crear impuestos sobre los ganados, que son su 
principal, casi su única riqueza; y la legitimidad 
con que ha dispuesto para los servicios públicos 
de los impuestos recaudados. 
La constitucionalidad de las leyes de impues- 
tos, y la obligación de devolver lo cobrado, en 
el caso de que esas leyes fueran inconstitucio- 
nales, son, en efecto, los dos asuntos capita- 
les sobre los cuales tiene que versar este juicio. 
Las cuestiones incidentales de hecho como de 
derecho, quedan así relegadas á un segundo plano, 
sin que cuadre á la solemnidad de este pleito, en 
que la Suprema Corte es Juez y una provincia 
Argentina es parte, formar articulaciones previas, 
á que daría más de un motivo la demanda, cuan- 
do las razones que las fundarían, pueden ser 
opuestas en la contestación, evitando así demoras 
para llegar cuanto antes á una sentencia, que la 
Provincia, plenamente segura de su derecho, re- 
clama para afirmar la regularidad económica de 
su presente y de su porvenir, tan seriamente per- 
turbados por las amenazas que suscitan estas si- 
tuaciones litigiosas. 

Más, desde luego, debo dejar constancia, de 
que la seriedad que la Provincia atribuye á este 
litigio, deriva del alto Juez que ha de dirimirlo 
y de la naturaleza misma de la cuestión en debate, 
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pero de ninguna nnanera del caso presentado, que, 
más que una realidad, tiene, como V. E. lo verá, 
todos los signos bizarros de una caricatura de los 
asuntos análogos que han sido resueltos. 

Nadie ignora ya, y ha sido revelado en otros 
juicios análogos, que varias personas, en quienes 
la ambición del lucro suple la conciencia del de- 
recho vulnerado, ilusionadas con generalizaciones 
falaces de algunas de las sabias decisiones de 
V. E., recorren las campañas, escudriñan los rollos 
de papeles viejos, solicitan poderes, transferencias 
y documentos para entablar á las Provincias 
pleitos de gufcis, nombre ya célebre de este género 
de cuestiones, reclamándoles la devolución del 
impuesto pagado desde largos años atrás. 

Es tal la ofuscación del interés, que los auto- 
res de estas maniobras parecen haber olvidado 
que V. E. no legisla, sino juzga; que no ha dic- 
tado en los varios juicios sentenciados, reglas 
abstractas y generales aplicables á todos los casos, 
sino sentencias que han concretado el entendi- 
miento de la ley sólo para el caso sometido; y 
procediendo, no como si vinieran á probar su 
derecho en juicio contradictorio, sino^ como si es* 
tuvieran ya en la hora de pedir la ejecución de 
una sentencia dictada, casi de una orden de pago, 
prescinden del más elemental examen de su caso 
propio^ para lanzarse sin miramientos en una es* 
pecie de aventura, que no amenaza peligros y 
promete lucros! Es todo un proceso retrospec-r 
tivo, con que se intenta hacer como si no hu- 
biesen existido decenas de ejercicios económicos, 
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bien reales y costosos He las Provincias, haciendo 
devolver las contribuciones con que fueron cos- 
teados. 

Y como las Provincias no son otra cosa, en 
definitiva, que el pueblo que en ellas vive, ni 
tienen en su capacidad jurídica otra fuente de re- 
cursos que el impuesto, resulta que para devolver 
lo que se les cobra, tendrían que repartir por 
varios años la nueva carga sobre todos sus habi- 
tantes, para enriquecer en definitiva á unos pocos 
saladeristas. Y para más, como he de demostrar 
en seguida, estos saladeristas y sus troperos, si bien 
utilizaron los servicios públicos que fueron cos- 
teados con el impuesto, no pagaron un sólo cen- 
tavo de ese mismo impuesto, que tuvieron buen 
cuidado de rebajar en el precio á los vendedores 
de ganado, es decir, á esos mismos habitantes 
de las provincias, de quienes vienen á repetirlo 
ahora, como si por haberlo abonado ya una vez 
al fisco, hubieran con! raído, sin sospecharlo si- 
quiera, la extraña obligación de tener que abonarlo 
otra vez á los saladeristasl 

El caso actual, cuya solución me consta es 
esperada para iniciar una serie de casos análogos, 
que representarían muchos millones de pesos, 
es uno de los más característicos pleitos de guías 
del género que acabo de describir en sus rasgos 
más visibles. V. E. en quien reside el más alto 
poder de juzgar ó interpretar la ley que dá norma 
á las leyes, la constitución, está llamado en este 
caso á hacer imperar la justicia y la equidad, y 
refrenar los excesos de la ambición, asegurando 
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la situación económica de las provincias dentro 
de los principios de esa Constitución, uno de 
cuyos faros interpretativos está escrito en su preám- 
bulo con esta frase inconciliable con todo propó- 
sito de arruinarlas: promover el bienestar ge- 
neral ! 



lí 
La demanda 



La ley ha exigido, con una precisión que repre- 
senta una garantía para el demandado y una cla- 
ridad necesaria para el juez, la designación que 
el demandante debe hacer en su demanda de su 
propia personería, de la cosa demandada y de 
los hechos en que se funda. 

La ley de 14 de Setiembre de 1863, al repetir 
las condiciones clásicas de la demanda, en su ar- 
tículo 57 llega hasta el detalle; «los hechos en que 
se funda la demanda dice, deben ser explicados 
claramente «en párrafos separados y numerados)). 
El propósito de que se haga una enumeración con- 
creta y uno á uno de los hechos, tiene el fin 
esencial de exigir al demandado que los confíese 
ó los niegue categóricamente, sin las evasivas á 
que se prestarían las narraciones confusas ó las 
aglomeraciones heterogoneas. (art. 86). 

Ca seyendo todas estas cosas puestas en la de- 
manda, cierto puede el demandado saber por ellas 
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en que forma deue responder, dice la ley de Par- 
tida. 

Debiendo observar, á la vez, al contestar la de- 
nnanda, las formas prescriptas para ella, he de- 
bido fijarme, en primer lugar, en la manera con 
que ha presentado sus pretensiones la contra-parle. 
Es una singular manera de demandar, Exmo Sr. 
en la que la inobservancia de las formas, res 
ponde y revela la carencia de derecho para sos- 
tener el fondo, por lo cual, principalmente, voy 
á exhibirla, desde que he resuelto no hacer una 
articulación previa de sus defectos. No podría 
en verdad, tampoco, contestar en forma la de- 
manda sin previamente aclararla , separandos nur 
mcrando y clasificando los hechos, desde que el 
actor no se ha tomado tal trabajo, acaso porque 
tras de muy fatigoso, le habría resultado entera- 
mente contraproducente. 



111 
La personería del actor 



El señor Vicente Sastre, que aparece represen- 
tando en la demanda á los señores Freitas y 
Giorgio, es apoderado sustituto del doctor don 
Benjamín Basualdo, quien á su vez lo es del 
señor don Benito Pérez, primitivo mandatario, á 
quien otorgaron poder el 7 de Octubre de 1901 
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don Manuel Freitas y don José Giorgio en la 
ciudad de Concordia, para que en nombre y re- 
presentación de los otorgantes y el de la Socie- 
dad que gira en esta plaza bajo el rubro de Frei- 
tas y Giorgio, ybrmarfa únicatnente por los dicen- 
tes, reclamen del Gobierno de la Provincia de 
Corrientes, la devolución de las cantidades de 
dinero pagadas por los otorgantes por derecho ó 
impuestos de guías, por ganados traídos de aque- 
lla provincia. (Escritura de fs. ). 

El poder del señor Sastre emana, pues, única 
y exclusivamente de los señores Manuel Freitas 
y José Giorgio y de la Sociedad Freitas y Gior- 
gio de Concordia, formada por ellos, únicamente; 
y su alcance no es otro que el de reclamar el 
dinero pagado por los otorgantes * por impuesto 
de guías En la demanda, empero, el señor Sas 
tre, con la más dudosa reppesentación, hace en- 
trar en acción varias nuevas personas, de las que 
necesito ocuparme. 

«Debo hacer presente dice, que habiendo otras 
personas introducido ganados procedentes de Cor- 
rientes, por cuenta y orden de mis mandantes, 
entre los que figuran don Vicente Leiva, don 
Juan Silveyra, don Daniel Rollano, don Juan 
Antonio Alvarado y don Inocencio Serrati, acom- 
paño bajo los números 2, 3, 4 y 5 sus declara- 
torias en instrumento público, según las cuales 
si han conducido ganados y satisfecho el importe 
de las guías correspondientes, lo han hecho con 
dinero de la Sociedad Freitas y Giorgio por de- 
pender del Establecimiento de estos señores y 
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ser los encargados de esos trabajos» (fs. ). No 
es esto, empero, lo que declaran los troperos; 
ninguno declara depender de Freitas y Giorgio ni 
ser encargados de los trabajos de estos: lo que 
declaran es que cada uno de ellos ha comprado y 
trasportado las haciendas como de su excluswa 
propiedad^ pues las guías les fueron espedidas á 
su nombre y pero que el ganado fué comprado por 
cuenta y orden de Freitas y Giorgio, quienes les 
suministraron el dinero necesario para pagar la 
compra y las guías. (Eiscrituras de Leiva, Sil- 
veyra, Roliano, fs, ). Alvarado y Serrati, á fs. 
dicen que han hecho el pago por cuenta y orden 
de Freitas y Giorgio. Las guías demuestran que 
han hecho esos pagos á nombre propio ^ como los 
otros; en los casos en que se ha hecho la compra 
por cuenta del saladero Freitas ó Freitas y Gior- 
gio, así se ha expresado en las guías. (Ver guías 
de fs. ). 

Ahora bien, si ellos pagaron á nombre pro- 
pio las guías de que aparecen como titulares, y 
de las cuales pretenden que deriva á su favor un 
derecho contra la Provincia, los actos constantes 
en las escrituras públicas de fs. son simples 
transferencias de los derechos que las guías les 
confieren, contra su pretendido deudor, la Pro- 
vincia de Corrientes, á favor de los señores 
Freitas y Giorgio; transferencia á la cual no le 
falta siquiera la entrega del título del crédito, que 
lo constituyen las guías en este caso, — que según 
los otorgantes existen ya en poder de la firma 
indicada, — para llenar todos los requisitos de la 
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cesión de créditos legislnda en el Iftiilo 4**, Libro 
11, Sec. ni del Código Civil. 

Pero es que respecto á terceros que tengan un 
interés legítimo para contestar la cesión, la pro- 
piedad del crédito no es transmisible al cesionario 
sino por la notificación del traspaso al deudor 
cedido, ó por la aceptación de la transferencia de 
parte de este, (x^rtículo 1459 del Código Civil); y 
la ley no distingue á este respecto la cesión one- 
rosa de la gratuita; ni la de derechos litigiosos 
ó no litigiosos. cíEn materia de cesión dice el 
doctor Velez, en la nota al artículo 3209, la 
notificación al deudor del crédito cedido, es laque 
hace tomar al cesionario posesión de la deuda 
respecto de terceros». Y (|ue el deudor cedido 
debe ser considerado como uno Je esos terceros, 
lo enseñan las fuentes mismas del Código: Au- 
bry y Rau § 359 bis: «Se debe considerar como 
terceros no solamente á los nuevos cesionarios, 
y al deudor cedidos etc; Zachariee tomo IV § 691; 
«el cesionario no se hace propietario del crédito 
respecto á terceros, es decir, respecto al deudor 
cedido, sino por la notificación del deudor» Se- 
govia, sobre su artículo 1461, nota 40. Machado 
sobre el artículo 1459, tomo 4^, pág. 187. No 
habiéndose hecho ninguna notificación á la Pro- 
vincia de las cesiones referidas, la propiedad de 
los créditos á que pudieran dar lugar esas guías 
no ha sido transmisible (artículo 2159 Código 
Civil) y por tanto no ha sido transmitida á los 
señores Freitas y Giorgio. 

Las escrituras de fs. han intentado realizar 
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un acto jurídico, la cesión, que no se ha opera- 
do por falta de un requisito esencial: la notifica- 
ción al deudor. Por tanto Freitas y Giorgio no 
son cesionarios de Leiva, Silveyra, RoUano, Al- 
varado y Serrati con respecto á la Provincia de 
Corrientes, y no tienen personería para ejercitar 
derechos que no han adquirido; así como tam- 
poco tienen poder para representar é esos señores 
en este pleito, porque las escrituras de fs., únicas 
presentadas, son de cesión de derechos y no de 
mandato. 

Pero, además de que los señores Freitas y Gior- 
gio no han adquirido los derechos, ni tienen la 
representación de Leiva, Silveyra, Alvarado, Ro- 
Uano y Serrati, lo que haría nulo el apodera- 
miento que hubieran constituido á su vez para 
ejercitar esos derechos, ocurre averiguar si efec- 
tivamente ellos han dado tal poder para reclanriar 
los derechos de esos señores al señor Benito Pé- 
rez á quien sustituyeron, como tengo explicado, 
Basualdo y el actual apoderado don Vicente Sastre. 

Los términos de las escrituras y la disposi- 
ción de la ley, exigen una resolución absolutamen- 
te negativa de esta cuestión. 

El poder otorgado por los señores Freitas y 
Giorgio, abunda, casi sobra en espresiones que 
limitan el apoderamiento á las personas y los actos 
y derechos exclusivamente propios de los otor- 
gantes: «para que en nombre y representación 
de los otorgantes y de la Sociedad Freitas y 
Giorgio formada únicamente por los dicentes, re- 
clamen las cantidades de dinero pagadas por los 
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otorgantes, (fs ). Este poder es de fecha 7 de 
Octubre de 1901. Las cesiones de fs. son de 
21 de Agosto, 27 de Agosto y 20 de Agosto de 
1901. Eran pues anteriores y completamente re- 
cientes, con excepción de la muy original del se- 
ñor Rollano de la que luego me ocuparé; debieron 
por tanto, recordarlas, perfectamente. 

¿Cómo no las hubieran mencionado los señores 
Freitas y Giorgio al dar el poder al señor Pérez, 
en el que solo le encargaban reclamar (das can- 
tidades pagadas por los otorgantes», si es que 
entendían apoderarlo para reclamar las cantidades 
que no habían pagado ellos, aunque hubieran si- 
do pagadas por otros por su cuenta y orden, lo 
que es bien distinto? 

¿Acaso no habían visto en sus guías que cuan- 
do se pagó á nombre de ellos, por otros, se puso 
((Saladero Freitaso como en las guías de fs. ; y 
cuando Freitas y Giorgio compraron dieron su 
propio nombre para las gufas (ver guías respec- 
tivas). 

Los señores Freitas y Giorgio visiblemente se 
referían al otorgar poder al señor Pérez, solo á 
sus actos propios. De otra suerte, evidentemente 
habrían dicho: «de las cantidades que han pagado 
los otorgantes y de las que se han pagado por 
su cuenta y orden ó de la Sociedad Freitas y 
Giorgio». Podría argüirse, acaso, que tratándose 
de una reclamación análoga, de una consecuencia 
natural,— pues si Freitas y Giorgio querían recla- 
mar lo que ellos pagaron, debían querer recla- 
mar igualmente lo cj^e se pagó por su cuenta y 
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Orden, — debe entenderse que el poder de Pérez, 
comporta la facultad para reclamar lo que paga- 
ron Leiva, Silveyra, & por cuenta y orden de Frei- 
tas y Giorgio. Tal argumentación debiera, entre- 
tanto, ser completamente desestimada, en presencia 
del artículo 1884 del C. Civil que estatuye cla- 
ramente: que el mandato especial para ciertos 
actos de una naturaleza determinada, debe limi- 
tarse á los actos para los cuales ha sido dado, y 
no puede estenderse d otros actos análogos, aunque 
estos pudieran considerarse como consecuencia 
natural de los que el mandante ha encargado 
hacer; y el comentador Machado añade en forma 
de glosa: porque tratándose de interpretar la vo- 
luntad del mandante, debemos restringirla á lo 
expresado en el instrumento mismoy Machado fs. 
5, pág. 187 (nota sobre el artículo. 1884) Aubry 
y Rau § 412 (in fine). 

Como lo expresado en el instrumento mismo, 
es reclamar lo queFreitas y Giorgio pagaron, y 
no ejercitar sus derechos de cesionarios, resulta 
evidente que no dieron poder para reclamar lo 
que pagaron otros. 

Debo aun añadir que esta interpretación, al 
parecer hostil á los intereses de los demandantes, 
es la que viene á favorecer mas su conducta, tan 
seriamente comprometida, como V. E. verá luego; 
por más que haga recaer las serias irregularida- 
des con que se ha abultado la demanda sobre 
su apoderado. 

Dejo entre tanto demostrado : 

l°~Que los señores Freitas y Giorgio no han 
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adquirido los derechos de Leiva, Silveira. Rolla- 
no, Alvarado y Serrati, y en consecuencia, no 
pueden ejercitarlos en juicio. 

2^ — Que el apoderado Sastre no tiene tampoco 
poder suficiente para representar en este juicio 
á los señores Freitas y Giorgio, en el carácter 
de cesionarios de Leiva, Silveira, Rollano, Alva- 
rado y Serrati. 

Opongo pues, en primer lugar, la excepción de 
falta de personería del demandante y de su apo- 
derado, en cuanto se refiere á los derechos que 
pretende adquiridos por las escrituras de cesión 
de fs. 



IV 
La cosa demandada 



DE QUIENES SON LAS GUÍAS PRESENTADAS 

El demandante pide que se condene á la Pro- 
vincia de Corrientes á la devolución de lo cobrado 
en virtud del impuesto de guías, cuyo importe 
asciende á la cantidad de noventa y ocho mil 
cuatrocientos treinta y seis pesos con setenta y 
un centavos, — S. E. ú O. — que resulta de las 
134 guías que acompaña y del certijicado de 
guías otorgado por las autoridades de Entre Ríos. 

Y vienen en seguida 133 guías, una menos de 
las indicadas, lo que es muy poco en presencia 
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de las muchas que luego vamos á lener que 
restar ! 

Cualquier demandante seguro, ó creído, por lo 
menos, de su derecho, se habría tomado el tra- 
bajo de presentar una cuenta, un balance, que 
resumiera ordenadamente los datos de esa resma 
de papeles, llenos de números, fechas, lugares, 
etc.; de suerte á facilitar á los jueces, ya que no 
al demandado, la verificación de sus derechos. 
Pero en nada de esto han pensado los demandan- 
tes: han agregado en montón, como quien entrega 
papel al peso, su fárrago de guías, para que otros 
saquen las cuentas, ordenen los datos, desenrie- 
den la madeja. 

Allí vienen mezcladas guías de los años 1894 
á 1901, para saltar luego á otras de 1892 á 1901 
y retrogradar otra vez al 99 y 900; se acoplan 
guías de los departamentos más separados de la 
Provincia; guías de caballos, de yeguas, de ganado 
vacuno de cria, de novillos y de bueyes, con un 
muestrario de más de mil quinientas y pico de 
marcas en forma degeroglíficos intrincados; guías 
repetidas, que se suman también, — como si tal 
cosa,— guías, en fin, que no han pagado dere- 
chos y todo viene revuelto como para convertir 
la oc exposición clara, en párrafos separados y 
numerados» de la ley. en algo así como una ju- 
gada de dominó, en que se entreveran las fichas 
para que el contrario no atine á dar con la que 
necesita 

Resuelto, empero, á cumplir con los deberes 
legales del demandado, he abordado el trabajo de 
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balancear todo este archivo empastelado, intencio- 
nal y maliciosamente— lo afirmo y lo demostraré; — 
y numerando las guías en el orden de su coloca- 
ción en los autos, he formado con sus datos esen- 
ciales el cuadro adjunto, en el que consta respecto 
á cada guía: 

a) El número de orden en que figuran en este 

expediente ; 

b) El número con que fué expedida la guía en 

el Departamento respectivo de la Provincia; 

c) El nombre de ese Departamento; 

d) El hombre de la persona que sacó la guía ; 

e) La cantidad y calidad de ganado que expresa 

la guía ; 

fj La suma pagada por guía y sellos ; 

g) La fecha en que la guía fué otorgada ; 

h) El punto de destino. 

La parte contraria podrá alabarse de haber he- 
cho difícil la averiguación de la verdad, pero se- 
guramente no ha de holgarse de haberle sido pro- 
vechoso su plan. 

He aquí el cuadro formado. 
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Fecha 

de 
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1- 
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Pttrsona 

á quien se expidió 

la guia 


Destino 
de la hacienda 


Ganado 
que expresa U gofa 


Sf ^ 


1 


o 

12: 


« 


s- 








£ 


1 


189 


Abril 80/901 


Ooya 


Inoc. Serratti 


ConcordU,E.R. 


888 noTlIlos y 18 bueyes 


1066.88 


s 


176 


Umjo 84 '901 


» 


» 


Entre Ríos 


68 novillos 


78.08 


t 


176 


> » 


» 


» 






66 » 


78.08 


4 


817 


Jan.Jul. !01 


San Roque 


» 






817 . 


108S.4S 


» 


116 


Junio 1/901 


Esquina 


» 






880 > 


1181. 40 


« 


816 


Junio 6/901 


Goya 
San Roque 


» 






1600 yaeunos de cría 


1108.60 


7 


140 


Junio 88/901 


> 






860 noTiUos 


441.— 


8 


181 


Junio 88/901 


Saladas 


» 






187 


886.68 


9 


816 


Julio 6/901 


Ooya 


* 






1600 yaeunos de cría 


1108.60 


10 


67 


Julio 8/901 


C Cuatíá 


» 






1X8 noTlUos 


166.78 


11 


96 


Junio 18/899 


San Roque 


» 






116 » 


188.— 


U 


46 


Junio 16/890 


» 


» 






1196 noTillos 


1476.10 


18 


181 


Julio 1/899 


Goya 


> 






1894 novillos y 86 bueyes 
460 novillos, est y sellos 


1678.80 


14 


88 


Julio 6/899 


C. Guailá 


» 






644.— 


16 


199 


Julio 80 889 


Goya 


» 






70 novUlos 


84.— 


16 


106 


Julio 88 899 


» 


Juan SilTsyra 






861 


818.80 


17 


878 


» » 


C Cuatiá 


» 






76 novillos, sello 


91.— 


18 


160 


Ag'tO 4/899 


Esquina 


> 


Concordia, E.R. 


846 toros y nov., 100 toros 


416.80 


19 


181 


Ag'to 7/899 


Sauce 


» 


Entre Ríos 


41 novillos, sello 


60.80 


80 


884 


S*bre 9/899 


San Luis 


Matías Saucedo 


Corrientes 


16 cabezas 


19.60 


81 


818 


S'bre 16,899 


> 


Freitas y Giorgio 


Entre Ríos 


762 


902.60 


88 


164 


8»bre 19899 


Layalle 


Inoc. Serratti 






188 vacunos y novillos 


160.60 


88 


866 


STíre 82:899 


Goya 


» 






601 novillos 


781.80 


84 


86 


» > 


C. Cuaiiá 


> 






178 > 


814.68 


86 


114 


> » 


Saladas 


Freitas y Giorgio 
Inoc. Serratti 






600 cab. vacónos de cría 


860.- 


86 


98 


üayo 11/800 


Goya 






168 novillos 


801 «8 


87 


94 


Hayo 12900 


» 


> 






948 9 


1181.60 


88 


96 


üayo 16/900 


» 


» 






996 


1197.60 


89 


16 


Mayo 17/900 


G. Cuatiá 


> 






88 > 


88.60 


80 


180 


Junio 80/900 


San Roque 


> 






468 


648.60 


81 


188 


Julio 6/900 


Goya 


» 






466 


666 — 


88 


88 


» » 


G. Cuatiá 


» 






191 » 


880.80 


88 


888 


O'bre 4/900 


Goya 


» 






660 > 


660.— 


84 


966 


K'bre 12/894 


> 


José Giorgio 






1161 cab. vacunos de cria 


846.80 


86 


174 


Julio 16/896 


» 


Félix Giorgio 






1914 » » 


674.80 


86 


174 


Julio 88/896 


» 


> 






884 novillos, 916 vac. erta 


764.80 


87 


888 


Ag'to 26;89& 


C. Cuatiá 


A. Giorgio 






167 vacunos de cria 


61.10 


88 




O'bre 6/896 


Concordia 


José Giorgio 






418 vacunos 


— 


89 


88 


Feb'ro 6/896 


Mercedes 


» 






1860 vacunos de erta 


676.- 


40 


149 


Abril 18/896 


C. Cuatiá 


Colomer y Romero 






1000 novillos 


1004.— 


41 


194 


Junio 6/896 


Mercedes 


José Giorgio 






461 


461.— 


48 


189 


Julio 18/896 


Esquina 
San Roque 


Félix t^iorgio 






878 . 


887.- 


48 


68 


Julio 17/897 


> 






166 


166.— 


44 


817 


Julio 18/896 


Goya 


J. A. AWarado 






886 . 


886.- 


46 


881 


Julio 22/896 


» 


Félix Giorgio 






772 » 


778.— 


46 


186 


Julio 27/896 


Esquina 


9 


Concordia, E.R. 


619 > 


688.- 


47 


119 


N'brc 10/896 


Sauce 


V. Leiva 


Curuzú-Cnatiá 


6 yeguas 


6.80 


48 


100 


Feb'ro 26/897 


8. Tomé 


M. Bejarano 


Entre Ríos 


1808 novillos 


1663.60 


49 


11 


Marzo 6/897 


San Roque 


M. Freitas 


9 


618 


741.60 


60 


46 


Marzo 9,897 


Goya 


9 


Concordia, E.R. 


291 


849.80 


61 


80 


Marzo 10/897 


C Cuatiá 


9 


Entre Ríos 


788 


888.60 


68 


8/n«. 


Marzo 84/897 


Mercedes 


M. Bejarano 






900 » 


— 


68 


44-81 


> > 


» 


> 






818 


— 


64 


48 


Marzo 28/897 


Esquina 


M. Freitas 






1360 


1686.— 


66 


77 


Abril 12/897 


Goya 


S. Freitas 






1818 animales 


1686.40 


66 


846 


N'bre 16 8»7 


C. Cuatiá 


José Giorgio 






871 vacunos de cría 


188.60 


67 


88 


Marzo 1/898 


La Cruz 


9 






1250 vac. cria, 86 novillos 


1076.08 


68 


61 


Marzo 8898 


Libres 


M. Freitas 






8666 vacunos de cria 


2880.86 


69 


188 


Abril 28/898 


8. Tomé 


T. Caballero Aleu 






1000 an.. 960 nov., 50 bueyes 


1886.60 


60 


184 


9 » 


> 


9 






661 novillos. 100 bueyes 


1037.60 


61 


160 


Mayo 10/898 


Goya 


Manuel Freitas 


Estado 


Oriental 


1387 vacunos 


1067.99 


68 


809 


Junio 4/898 


» 


9 






986 vacunos de cría 


758.86 


68 


67 


O'bre 10/896 


San Miguel 


F. Gallardo 


B«tre' 


Ríos 


114 cabezas de cría 


87.78 


64 


67 


» > 


» 


* 






114 » » 


87.78 


66 


198 


O'bre 16/898 


Concepcidn 


Antonio Giorgio 






666 vacunos de cría 


604.86 


66 


198 


> > 


9 


» 






» • 9 


604.86 


67 


86 


Mayo l»/<99 


Esquina 


Inoc. Serratti 






600 


868.— 
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Persona 


Destino 


Ganado 


9 B 




li 


á quien se expidió 






a a 


• 


•o 

o' 




la guia 


de la hacienda 


que expresa la guía 


s 


68 


16 


Mayo 28/899 


G. Cuatiá 


Inoc. Serratti 


Entre Ríos 


800 cabezas de cria 


668.- 


69 


89 


Marzo 22/899 


M. Caseros 


Manuel Freitas 






68 caballos 


81.60 


TO 


116 


O'bre 8/900 


Sauce 


Vicente Leiva 


1 




100 animales (28 pagados) 


86.40 


71 


100 


Julio 6/900 


Esquina 


» 






147 cab. vacunos de cria 


128.40 


7» 


144 


Ag'to 17/901 


Sauce 


» 






106 novillos 


186.66 


78 


169 


Julio 21/892 


Mercedes 


José Oiorgio 


1 




688 cab. ganado vacuno 


408.50 


74 


22 


Marzo 80/898 


Sauce 


B. M. Kella 






805 cabezas de cria 


241.60 


76 


488 


K'bre 19/894 


C. Cuatiá 


José Oiorgio 


1 




76 vacunos de cría 


28.60 


76 


162 


Feb'ro 28/896 


Ooya 


Manuel Freitas 






1001 novillos 


1251.25 


77 


166 


Julio 6/895 


* 


» 






876 » 


1218.76 


78 


161 


Junio 22/896 


» 


» 


1 




1006 


1266.25 


79 


76 


Julio 4/895 


Lavalle 


Albino Romero 






74 


92.60 


80 


189 


Junio 10/895 


Goya 


Manuel Freitas 


Concordia, E-R* 


1000 


1250.- 


81 


66 


Julio 18/895 


Sauce 


> 


Entre Rios 


848 * 


1080.- 


8S 


269 


Julio 6/896 


Mercedes 


» 


Estado Oriental 


612 animales 


640.— 


88 


169 


Julio 11/895 


Ooya 


Colomer y Romero 


Entre Rios 


671 novillos 


718.76 


Oi 


166 


Julio 6/895 


* 


Manuel Freitas 






796 > 


997.50 


85 


106 


Mayo 26/896 


Saladas 


J. P. Alvarado 






487 . 


487.- 


86 


97 


Mayo 12/896 


» 


Pedro Pusel 






98 > 


98.- 


87 


48 


Mayo 18/896 


Mburucuyá 


Eugenio Artaza 






862 nov.. 7 reses, 4 bueyes 


876.- 


88 


62 


Mayo 14/896 
Julio 2/896 


CaáCati 


> 






179 vacunos 


190.— 


89 


284 


Mercedes 


Antonio Zabala 


Estado Orientol 


60 novillos 


60.- 


90 


122 


Mayo 29/896 


Bella Vista 


Manuel Freitas 


Concordia. E.R. 


» » 


60.60 


91 


141 


O'bre 8/896 


La Cruz 


José Oiorgio 


Entre Rios 


800 yeguas 


120.- 


99 


188 


Junio 18/8% 


Goya 


Félix Oiorgio 


» 


1871 novillos 


1871.- 


98 


6 


Ag'to 7/896 


C. Cuatiá 


» 


» 


400 cabezas de cría 


208.- 


94 


812 


O'bre 8/896 


Mercedes 


José Oiorgio 


» 


12 yeguas 


9.60 


96 


48 


Feb'ro 1/896 


C. Cuatiá 


» 


» 


770 vacas de cría 


889.— 


96 


122 


Abril 27/896 


Mercedes 


» 


» 


942 novillos 


942.— 


97 


84 


Mano 28/896 


» 


Colomer y Romero 


9 


672 vacunos, 5 bueyes 


290.— 


96 


286 


Julio 6/896 


» 


Antonio Zabala 


Estado Oriental 


81 novillos 


88.60 


99 


66 


Abril 6f897 


> 


Manuel Bejarano 


Entre Rios 


688 animales 


646.60 


100 


19 


Feb'ro 251897 


Ituzaingó 


m 


* 


1900 novillos 


228.00 


101 


67 


Abril 2/897 


Bella Vista 


B. Artaza 


» 


607 


728.40 


109 


84 


Marzo 28/897 


Mercedes 


M Bejarano 


» 


1500 vacunos de cría 


760.- 


108 


71 


Marzo 29/897 


Saladas 


C. Pisarello 


» 


887 cabezas 


404.40 


104 


72 


Abril 8/897 


Goya 


M. Freitas 


» 


1027 novillos 


1282.40 


106 


42 


Abril 5/897 


Mbui^cuya 


B. Artaza 


Santa Fe 


164 animales 


185.40 


106 


19 


Marzo 22/897 


San Roque 


C. Pisarello 


Entre Rios 


84 novillos 


100.80 


107 


24 


Marzo 81/897 


9 


P. Merelo 


» 


115 * 


188.— 


108 


66 


Abril 28/897 


Concepción 
Caá Catf 


M. Freitas 


Estado Oriental 


768 . 


921.60 


109 


96 


Marzo 24/897 


J. üsed 


Entre Ríos 


78 


87.60 


110 


80 


Abril 2/897 


» 


B. Artaza 


» 


72 » 


842.40 


111 


88 


» » 


San Roque 


M. Freitas 


» 


168 » 


188.60 


Ut 


179 


S'bre 80/808 


Esquina 
S. Tomé 


» 


» 


64 


84.48 


lis 


184 


Abril 28/808 


T. Caballero 


» 


761 animales 


1087.60 


114 


846 


O'bre 8/898 


Ooya 


M. Freitas 


• 


668 novillos 


749.76 


116 


168 


Mayo 10/898 


> 


» 


> 


1058 vacunos de cría 


810.81 


116 


61 


Marzo 8/898 


Libres 


» 


» 


8666 


2880.86 


117 


178 


Mayo 14/898 


Goya 


» 


Estado Oriental 


960 » » 


789.20 


118 


162 


Mayo 10/898 


» 


k 


Entre Ríos 


1000 » • 


770.— 


119 


81 


Mayo 21/898 


Ituzaingó 


» 


Concordia, E.R. 


971 animales vacunos 


751.62 


180 


167 


Mayo 10/898 


Goya 


» 


Estado Oriental 


1887 vacunos de cría 


1067.99 


Itl 


124 


Junio 20/898 


Concepción 


» 


» 


1166 novillos 


1687.80 


122 


188 


Abril 28/898 


S. Tomé 


P. C. Aleu 


Entre Ríos 


1000 animales 


1886.50 


128 


82 


Mayo 21/898 


Ituzaingó 


M. Freitas 


Concordia, E.R. 


1013 vacunos de cría 


780.01 


124 


84 


Mayo 24/898 


> 


» 


Entre Ríos 


66 vacunos 


73.92 


126 


40 


Marzo 2/898 


Concepción 


P*. Esperoni 


San Roque 


46 animales 


68.69 


126 


88 


Mayo 21/898 


Ituzaingó 


M. Freitas 


Concordia, E.R. 


1098 animales vacunos 


864.71 


127 


68 


Junio 22/898 


San Roque 


» 


Entre Ríos 


222 novillos 


298.04 


128 


167 


O'bre 8/898 


C. Cuatiá 


» 


» 


180 


289.60 


129 


89 


Marzo 22/899 


M. Caseros 


> 


> 


68 caballos 


81.60 


180 


177 


Junio 29/899 


Goya 


Inoc. Serratti 


Estado Orlentel 


1089 vac. cría, 28 novillos 


754.90 


181 


91 


Abril 10/899 


> 


Freitas y Oiorgio 
J. Sllveyra 


Entre Ríos 


1260 vacunos de cría 


882.- 


182 


161 


O'bre 5/901 


Sauce 


* 


179 novillos 


227.54 


188 


188 


S'bre 80/901 


Esquina 


» 


» 


78 


91.98 






8 


ÜMA TOTAL 


78820.68 
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Ruego á V. E. quiera ordenar la verificación de 
la exactitud con que ese cuadro ha sido hecho, y 
me permita abordar, tomándolo como base, el 
examen de los resultados que arrojan los datos 
de ese cuadro, en cuanto ellos establecen la cosa 
demandada. 

Empecemos por las personas á quienes se otor- 
^garon las guías. 

Ellas son: 

José Giorgio — Guías íojas 34, 39, 41, 56, 57, 73, 

75,91,94,95,96 11 

Manuel Freitas — Guías fojas 49, 50, 51, 54, 56, 
61, 62, bis, 69, 76, 77, 78, 80, 81, 82, 84, 90, 
104, 108, 111, 112, 114, 115, 116, 117, 118, 119, 
120, 123, 124, 126, 127, 128, 129 35 

Freitas y Giorgio y Saladero Freitas— Guías de 

fojas 55, 131, 21, 25 4 

Vicente Leiva— Guías de fojas 41, 70, 71, 72 4 

Juan Silveira—Guías de fojas 16, 17, 18, 19, 132, 

133 6 

Juan Antonio Alvarado^-Guías de fojas 44, 85.. 2 

Inocencio Serratti— Guías de fojas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 
7, 8, 9, 10, H, 12, 13, 14, 15, 22, 23, 24, 26, 
27, 28, 30, 31, 32, 67, 68, 130 27 

Félix Giorgio— Guías de fojas 35, 36, 42, 43, 45, 

89, 46, 92, 93 8 

Antonio Giorgio— Guías de fojas 37, 65, 66 3 

Colomer y Romero— Id id 40, 83, 97 3 

Manuel Bejarano — Id id 48, 52, 53, 59, 100, 

102 6 
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Tomás Caballero Alera — Guías de fojas 59, 60, 

113, 122 4 

Falconerio Gallardo ^Guias de fojas 63, 64 2 

Baldomero Mac Keller— Guías de fojas 74 1 

Albino Romero— Id id 79 1 

Rafael Pucel— Id id 86 1 

Eugenio Artaza—\á id 87, 88, 101, 115, 110 .. . 5 

Antonio Zabala—ld id 89, 98 2 

Constantino Pi^sarello— Gulas de fojas 103, 106.. 2 

Pedro Merello— Id id 107 

Juan Used— Id id 109 

Pedro Speroni Id id 125 

Matías Saucedo— Id id 20 

I. Picazzo— Id id 33 

Sin nombre — Id id 29. — 



Total 



133 



Resulta que además de los demandantes señores 
Manuel Freilas y José Giorgio, que dieron poder 
para reclamar lo que ellos abonaron por guías ; 
además de los señores Leiva, Serrati y Al varado, 
que hicieron la cesión que conocemos, y del señor 
Rollano que hizo igual cesión y del cual no apa- 
recen guías, figuran en la lista antecedente diez y 
siete personas más, á saber: los señores Félix 
Giorgio, Antonio Giorgio, Colomer y Romero, Ma- 
nuel Bejarano, Tomás Caballero Alem, Falconerio 
Gallardo, Baldomero Mac Keller, Albino Romero, 
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Pedro Pucel, Eugenio Artaza, Antonio Zabala, 
Constantino Pizarello, Pedro Merello, Juan Used, 
Pedro Speroni, Matías Saucedo ó I. Picazzo ; el 
importe de cuyas guías suman y cobran con toda 
impavidez los señores Freitas y Giorgio, 6 sus 
apoderados, en el mejor de los casos ¿Porqué 
motivo, con qué derecho, se mezclan con esta de- 
manda las cuarenta y cuatro guías expedidas á 
nombre de estos seftores? Ellos no han dado po- 
der, no han hecho cesión, no han producido acto 
alguno que autorice á los demandantes á presen- 
tarse como sus causa-habientes Su introducción 
en este expediente es solo á título áe guías ^ como 
si con esa bandera se pudiese cubrir cualquier 
contrabando. 

Es cierto que en algunas pocas guías de los 
señores Giorgio, (que parecen hermanos de don 
José), aparece en el reverso la siguiente extraña 
leyenda: Endoso mi derecho á José Giorgio— -Con- 
cordia, Julio 30 de 1895— Félix Giorgio, (ver 
guías fs. 35 y 36). Pero como el endoso, aún 
cuando tenga todas las indicaciones del art. 626, 
Código de Comercio, que aquí faltan, no procede 
en los documentos civiles, como las guías, sino 
en las letras de cambio; y aún en estas, cuando 
la letra está vencida, no es endosable y su pro- 
piedad solo se trasmite por la cestón de derechos 
(art. 635 C. de Comercio); resulta, que los bizarros 
endosos referidos, á lo sumo podrían ser una 
tentativa de cesión de derechos. Más como esa 
cesión sería, en este caso, de una acción litigiosa, 
la de reclamar al gobierno lo pagado; y como la 
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cesión de acciones litigiosas no puede hacerse, bajo 
pena de nulidad, sino por escritura pública, — ar- 
tículo 1455 C. Civil, — resulta que ni se ha hecho 
cesión ni existe endoso legal. Por otra parte, 
los demandantes han guardado un discretísimo 
silencio sobre los tales endosos, y se han limitado 
á invocar los derechos que pudieran acordarles 
las escrituras públicas de cesión de acciones, re- 
conociendo tácitamente, que no hacían uso ni daban 
valor á los referidos endosos. 

Pasaré, pues, sobre ellos, como se pasa sobre lo 
que sencillamente no existe. 

Volviendo, entonces, á la consideración del he- 
cho de presentarse reclamando guías que de nin- 
guna manera les pertenecen, debemos señalar el 
razgo sugestivo que encierra. 

Si los demandantes hubieran obtenido cualquier 
autorización ó transferencia de estos señores, 
¿cómo, en efecto, no la hubieran hecho figurar, 
cuando han llegado hasta presentar esa declara 
ción del señor Daniel Rollano, apareciendo como 
comprador de ganados en Corrientes, cuyas guías 
declara estar en poder deFreitas y Giorgio para 
el reclamo respectivo, y al presentar las guías, 
estos no han exhibido una, ni una sola, otorgada 
á dicho Rollano? 

¿, Porqué, si hay tantas guías demás, el señor 
Rollano tiene todas de menos? 

¿Qué representa en esta demanda esa cesión de 
derechos que hace, cuando el título del derecho 
cedido no aparece en ninguna parte? Algo aná- 
logo sin duda, á la que sugieren esas cuarenta 
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y cuatro guías, cuyos propietarios ignoran segu- 
ramente que hayan sido presentadas en juicio por 
estas [personas, tan celosas para representar inte- 
reses que no les han sido confiados y tan negli- 
gentes para exhibir los derechos de quien les ha 
hecho una aparatosa cesión. 

Ya vé, V. E , como empiezan á destacarse los 
razgos sinuosos del pleito de guías. Debo aún 
hacer notar, siquiera para acabar de caracterizar 
la conducta de los demandantes, antes de prose- 
guir adelante —ya que las guías introducidas de 
contrabando no pueden ser materia de este juicio, 
en ninguna forma — que los dueños de varias de 
esas guías no son personas obscuras y solo cono- 
cidas entre el gremio en que desarrollan su acción. 
Son personas distinguidas^ algunas con figura 
ción política elevada, ()ue siguiendo una vigorosa 
tradicción correntina, emplean su tiempo disponi- 
ble en negociar en ganados y hasta en la varonil 
tarea de tropear. Así, por ejemplo, el Sr. Ma- 
nuel Bejarano, que figura entre los dueños de las 
guías presentadas, es hoy mismo Senador de la 
Provincia; el señor Caballero AIem que figura 
igualmente, es Diputado provincial; Artaza, Co- 
lomer y Romero, Pizarello y Merello, son apelli- 
dos conocidos en la Provincia. 

Si hubieran pretendido hacer reclamos, tienen 
capacidad de sobra para haber hecho producir 
debidamente sus derechos. 

Si aparecen en este juicio, en forma tan singu- 
lar, es sin duda^ debido á que se les ha hecho 
aparecer sin su consentimiento, ni su conocimien- 
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to siquiera: hay todo un abuso, una verdadera 
tentativa de usurpación, detras de esla falta de las 
formalidades legales de la demanda. 

Sé positivamente que los señores Manuel Be- 
jarano y Albino Romero, han manifestado al ex- 
Gobernador de Corrientes, Doctor Juan Esteban 
Martínez, cuya palabra hace plena fé, dondequie- 
ra que la honradez impere, que ellos se habían 
negado categóricamente á ceder sus derechos por 
las guías de haciendas á los Saladeristas que in- 
tentaban mover pleito á la provincia, porque esos 
saladeristas no tenían derecho alguno, desde que 
no habían pagado esas guías, cuyo importe les 
había sido descontado del precio de compra á los 
hacendados correntinos! Y, á pesar de eso, los 
hacen aparecer como sostenedores de su demandal 

Deploro que esta parte de la demanda sea ab- 
solutamente nula, por falla de actor, pues, de 
otra suerte, habría tenido ocasión de produ- 
cir ante V. E. la prueba más deiinnciativa de los 
procedimientos con que se ha preparado este pleito 
de guías. Entre tanto, con los datos expuestos, 
y los que expondré enseguida, V. E. podrá juzgar 
de la buena fó y de la corrección con que se trae 
á una Provincia Argentina ante los estrados del 
más alto Tribunal de la República. 
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La cosa demandada— La suma cobrada— Guías 
repetidas — Guías que no han pagado dere- 
chos—Guías con destino distinto al indicado 
por los demandantes en su esposición. 



El entrevero de los papeles y la falta de un cua- 
dro demostralivo, no sólo han tenido pop objeto 
dificultar el esclarecimiento de la verdad, sino 
también ocultar estratagemas de mala fé, con que 
se pretendía cobrar la mayor suma posible. Voy 
á entreabrir un poco el bosque enmarañado de 
las guías, para presentar á V. E. la verdad de 
estas afirmaciones. 

¿Porqué cobran los señores Freitas y Giorgio 
la suma total de $ 98.436.71? La demanda lo 
expresa: por ser la que resulta de las ciento treinta 
y cuatro guías que acompañan y del certificado 
de guías otorgado por las autoridades de la pro- 
vincia de Entre Ríos, que también adjuntan. 
Como ya nos hemos ocupado de ordenar las guías 
que vienen originales, vamos á hacer lo mismo 
con las que constan solo por las referencias del 
certificado. Formando un cuadro anólogo al ante- 
rior, obtenemos los siguientes datos : 
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El importe total de lo pagado según las gnías 
originales ascendía á $ 78.320-53, sunnando todo, 
— absolutamente todo, — como se vé en el cuadro 
respectivo; el importe pagado por las guías del 
certificado es de $ 16.644.72 centavos, como re- 
sulta del cuadro anterior. 

Suman, ambos totales, un total general de pe- 
sos 94.965 25. Existe, pues, todavía, una diferen- 
cia con la suma total de pesos 98.436-71 recla- 
mada por los demandantes, diferencia que asciende 
á pesos 3.411-46. 

Pero estos son peccata minuta. Lo que quiero 
hacer constar, es que los demandantes han su- 
mado todas, completamente todas las guías: en 
cuanto á lo que aún falta para completar su ci- 
fra, vamos á ver de que depende. Las guías ori- 
ginales de fojas 52 y 53, no aparecen con la canti- 
dad de derechos pagados, l^a explicación está en 
una nota al pié de las mismas guías, de la que 
resulta que son una repetición de las guías nú- 
mero 44 del Departamento de Ituzaingó, y nú- 
mero 31 del Departamento de Concepción. Según 
la ley de impuestos de la Provincia de Corrientes 
de 1897, á que corresponden esas guías, «la guía 
expedida al conductor de una tropa se consi- 
derará caduca tan luego como llegue esta al punto 
de su destino, saleo el caso que a aquel le con- 
cenga seguir con las mismas haciendas para otro 
puntOy que no sea el indicado por la guía, de- 
biendo en este caso hacerse la anotación cor- 
respondiente en la guía, por el Jefe Político ó 
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Juez de Paz de su respectivo destino.» Artículo 
152, pág. 91. Folleto respectivo. 

He allí la explicación cabal de lo sucedido: la 
anotación puesta al pié de la guía, está puesta 
por el alcalde (sustituto del Juez de Paz) de 
Mercedes, para donde fué la primitiva guía; cuan- 
do el señor Bejarano volvió é llevar sus novecien- 
tos novillos de Mercedes, (Provincia de Corrientes), 
á Entre Ríos, no tuvo yá que pagar guía. Por 
eso no aparece la cantidad de pesos 1080 que 
habrían importado los 900 novillos á pesos 1.20 
cada uno: pero los señores Freitas y Giorgio aña- 
den también tranquilamente esta suma para for- 
mar su total. 

La guía de fojas 62 es la misma que la guía 
que le sigue. Importa pesos 758-45, no diré co- 
brados demás: eso no es cobrar, sino cometer. 

Las guías de fojas 63 y 64 son absolutamente 
iguales, ruego 6 V. E. quiera verlo, porque pe- 
rece ¡ncreible: nombres, marcas, fechas, cantida- 
des de animales y de dinero, todo exactamente 
igual. Escusado es decir que se las ha sumado 
á los dos. 

Los demandantes se producen así sobré la mo- 
desta suma de ochenta y siete pesos con setenta 
y ocho centavos demás! 

Las guías de fojas 65 y 66, duplicadas exacta- 
mente lo mismo que las dos anteriores La guía de 
fojas 60 es la misma que la de fojas 113. No hay 
más diferencia sino que la de fojas 113 tiene el nú- 
mero 134 y la de fojas 60 no tiene número, al 
menos en las copias que me han sido entregadas* 
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En lo demás, iguales nombres de personas y lu- 
gares, números y fechas! 

No puedo dejar de llamar la atención de V. E. 
sobre la colocación estratégica de esas dos guías, 
que se repiten á 53 páginas de distancia. Es un dato 
sugestivo de la claridad intencional de la demanda ! 
La guía de fojas 99 no pagó nuevos derechos, 
por la misma razón que he dado sobre las guías 
de fojas 52 y 53. Así consta de la misma guía. 

La guía de fojas 125 espedida en Concepción, 
el 2 de Marzo de 1898, va dirigida á San Roque, 
pueblo de la Provincia de Corrientes y aparece 
entre las que Freilas y Giorgio reclaman por 
haberles impedido la libertad del comercio inter- 
provincial! 

I La guía de fojas 20 va dirigida á la ciudad 
de Corrientes ! 

Lo mismo sucede con la guía de fojas 47 
por seis yeguas, es|>edida en Sauce, para Curuzú 
Cuatiá ! ¡ Son pesos 4,80 que no han querido 
dejar de cobrar! 

La guía de fojas 70 lleva esta nota: «28 no- 
villos de invernada con derechos pagos» següñ 
guía número 16 de esta Receptoría, fecha 3 de 
Febrero del presente año (1900): El artículo de 
la ley de impuestos de 1900 á que responde esta 
referencia es el siguiente, del que quiero desde 
ya dejar constancia, para cuando trate la cues- 
tión de derecho: artículo 27. «Por las haciendas 
para invernar que se hubiere pagado impuesto 
al formarse la tropa no se pagará nuevo im- 
puesto al levantarse aquella para trasladarla á su 
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destino final, siempré que esto tuviese lugar den- 
tro del término de dos años de la expedición de 
la guía». 

Además, Iqs señores Freitas y Giorgio han di- 
cho en términos precisos en su demanda, que 
reclamaban las sumas que habían pagado por 
ahaberse visto obligados, por las exigencias de su 
negocio, á conducir ganados dé la Provincia dé 
Corrientes d la de Entre- Rios, para beneficiar- 
los en el establecimiento saladerista que poseen 
en Concordia y 6 para invernarlos á los fines de la 
industria á que se dedican.» No puede ser más 
precisa la indicación del lugar, pues aún la So- 
ciedad Freitas y Giorgio gira en la plaza de Con- 
cordia, como lo dice el poder de fs. 

Pues bien; aparecen las siguientes guías con 
destino al Estado Oriental: fojas 61, 62, 82, 89, 
98, 117, 120, 121, 130. Hasta una guía dirigi 
da á Santa Fé, la de fojas 105. y expedida para 
el señor Eugenio Arlaza, es cobrada impávida- 
mente por los señores Freitas y Giorgio. 

El campo de acción de nuestros demandantes 
se ha am[)liado, pues: cobran las guías para En- 
tre Ríos, para el Estado Oriental, para Santa Fó 
y hasta para Corrientes, Curuzú-Cuatiá y San 
Ro(|ue dentro de la misma Provincia; y ni las 
guías sin destino han dejado de reclamar! 

Cobran las guías propias, las apropiadas y las 
francamente agenas: las impagas y las pagas y 
desarrollando su acción en un espacio de 10 años 
— de 1892 á 1901 — bondadosa aunque zurda- 
mente elegido, acaso por aquel pequeño estorbo 
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del C. Civil que hace prescribir á los diez años 
las acciones personales, se contentan con reclamar 
pesos 78,320-53 que importan todas— absolutamen- 
te todas las cifras de ías guías, — más los pesos 
16.644-72 de los certificados; más los pesos 1080 
y pesos 381-60, que importan las guías fs. 52 y 53 
del señor Bejarano, que en los originales aparecen 
no habiendo pagado derechos al ser extraidas, por 
haberlo pagado ya al ser compradas. Así mismo, 
á pesar de sumarlo todo, solo alcanzamos á pesos 
96.426 85 centavos: nos faltan aún pesos 2.009-86, 
que no sabemos donde imputarlos, porque ya no 
hay más guías duplicadas, ni con cantidades pa- 
gadas, ó no pagadas, que sumar! Tenemos pues 
que declarar humildemente, que no sabemos dó 
donde sacan esa suma los señores Freitas y Gi- 
orgio. 



VI 
Las guías de los certiñcados 



sus MISTERIOS 

Llegamos ahora á la parte más sugestiva, más 
pecaminosamente sugestiva de esta singular de- 
manda. Intrigados por la cesión que había otor- 
gado el señor Rollano á favor de Freitas y Giorgio, 
cuando no aparecía ninguna guía suya; y por el 
hecho singular de que en la mención de las guías 
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que hacen los certificados de la contaduría de 
Entre-Rios, aparece invariablemente el señor Ma- 
nuel Freitas como la persona ad cuyo nombre se 
expidieron las gatas ^ según se espresa en ellas)) 
y como simples conductores personas como el 
Senador provincial señor Manuel Bejarano y el 
Diputado T. Caballero Alem, así como también 
el referido Rollano, nos dirijimos al señor Gober- 
nador de Corrientes, solicitándole hiciera verificar 
en las guías originales — que deben quedar en la 
Contaduría de la Provincia (como lo ordenan las 
leyes que acompaño) la exactitud de las enun- 
ciaciones contenidas en el certificado de la Con- 
taduría de Entre-Rios. El señor Gobernador nos 
ha remitido las guias originales que en fojas se 
acompañan, conjuntamente con una declaración del 
señor Bejarano, relativa á este asunto. Tales do- 
cumentos arrojan la mayor luz sobre los más 
que sinuosos procederes de los señores Freitas y 
Giorgio. 

Ahí tiene V. E. las guías, y puede ordenar la 
verificación de su perfecta concordancia con los 
datos del certificado de la Contaduría de Entre- 
Rios. Lo único que resulta completamente ine- 
xacto, es lo que más directamente interesa á este 
asunto, á saber, que todas las guías fueran ex- 
pedidas á nombre del señor Manuel Freitas. Con 
excepción de las dos primeras guías del certiH- 
cado, en las que, como verá V. E., no existen 
datos sobre el Departamento en que se expidieron, 
lo que imposibilita el control, todas las otras han 
sido sacadas por las siguientes personas, cuyos 
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nombres vienen á reemplazar el de Manuel Frei- 
tas, que se presenta pidiendo la devolución de 
su importe : 

Tomás Caballero Alem, Manuel Bejarano, José 
Giorgio, Juan Silveyra, Juan R. Cáceres, Juan 
Balbuena, Antonio Ojeda, Paiba y Me. Longhlin, 
Vicente Leiva, Inocencio Serrati, Luis Correa, 
Juan B. Laphits, Inocencio de Luca, Francisco 
Maidana, Leopoldo Silva, Antonio Silva, Loren- 
zo Soto, Daniel Rollano, Trajano de la Rosa y 
Federico de Coppet. 

Como vé V. E., en vez de solo los señores 
Freitas y Giorgio, tenemos nada menos que 21 
personas más! 

Debo, además, hacer constar las siguientes par- 
ticularidades que presentan estas guías. La guía 
numero 44. que aparece en el certificado con fe- 
cha 30 de Marzo de J898, debe ser la guía nú- 
mero 44, que original acompaño, y que lleva la 
fecha de 12 de Marzo de 1898. á nombre de Ge- 
naro Balbuena, con destino al consumo^ pues no 
puede haber dos guías con un mismo número, 
expedidas en el mismo Departamento, en el mis- 
mo año. La del certificado es por pesos 830-80; 
la original por pesos 50-80. 

La guía número 86 fué expedida en Sauce, 
con fecha 30 de Junio de 1898 á nombre de 
Antonino Ojeda, para el consumo; se pagaron 
por impuestos pesos 16.80. En el certificado apa- 
rece otra guía número 86 expedida también en 
Sauce con fecha 26 de Junio á nombre de Frei- 
tas, habiéndose pagado por derechos pesos 222.20. 
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La guía número 55 de Monte Cácenos es á 
nombre de Francisco Maidanft y el destino de 
los animales el abasto; la número 56 también 
para el abasto y á nombre de Leopoldo Silva; 
la número 57 á nombre de Antonio Silva para 
el abasto Mientras tanto, estas tres guías fígu- 
ran en el certificado á nombre de Freitas por 
582 animales, y en los originales que acompaño 
solo comprenden 92 animales, habiéndose pagado 
por impuestos pesos 110.70. 

Las guías números 185 y 374 no contienen 
más que 32 animales, 12 para el abasto y 20 
para ser conducidos á Monte Caseros, dentro de 
la Provincia; las mismas guías, en el certificado 
expedido en Entre- Rios, aparecen con 280 ani- 
males; y todas, invariablemente, son presentadas 
para demostrar que se ha gravado la exporta- 
ción ó el comercio interprooinciall 

La guía número 53, aparece libre de impues- 
tos^ de acuerdo con el artículo 32 de la ley y 
por las razones que más antes he expuesto. En 
el certificado se presenta la guía número 97 á 
nombre de M Freitas y como conductor al seflor 
RoUano; en el original, que acompaño, no figuran 
para nada, ni el señor Freitas ñi el señor Ro- 
Uano, solo aparece don Trajano de la Rosa, cuyo 
nombre ni siquiera han recordado los demandan- 
tes, cayendo el caso abiertamente bajo las dispo- 
siciones penales que luego recordaré. La guía 
número 87 que Freitas presenta como propia, 
haciendo figurar como conductor á Rollano, fué 
expedida á nombre de Federico de Coppet,— y 
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constituye un caso también previsto y castigado 
por el Código Penal — pues se han adulterado has- 
ta las fechas: el original es de Abril 15 de 1899 
y los certificados expedidos por las autoridades de 
Entre-Hios le dan la fecha de 30 de Junio de 1899. 

Las guías números 80 y 83 no son á nombre 
de Freitas, ni tampoco aparecen como conductores 
los señores Freitas y Giorgio. En el original, apa- 
rece la primera á nombre de Juan B. Laphits, 
y la segunda al de Inocencio de Luca. Ni una, 
ni otra contiene cantidad alguna pagada por im- 
puestos; pero en el certificado se asegura que cons- 
ta en ellas que se pagó la suma de pesos 713.12. 

Además, todavía, de estas irregularidades, de 
estos cobros de guías agenas, de haciendas arrea- 
das para el consumo dentro de la provincia, etc., 
etc , ruego á. V. E. lea la declaración del señor 
don Manuel Bejarano que acompaño, dirigida al 
señor Gobernador de Corrientes y recibida últi- 
mamente, que viene á dar la clave de toda esta 
demanda, de una manera recta, precisa y con- 
cluyente. Resulta de ese documento k( que los ga- 
nados que vendió á Freitas y Giorgio el señor 
Bejarano, no fueron comprados por cuenta y or- 
den de estos, sino con su dinero propio, siendo 
las guías á su nombre; guías que fueron entrega- 
das á los encargados de los señores Freitas y 
Giorgio, sta hacerles transferencia de nombres, 
tales como habían sido expedidas». «Que la 
entrega de esas haciendas fué hecha á esos se- 
ñores, en cumplimiento de un contrato de com- 
pra-venta, con la expresa obligación de parte del 
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señor Bejarano de hacer la entrega en deternmi- 
nados puntos de la vecina Provincia (de Entre- 
Rios) debiendo ser de cuenta del mismo señor 
Bejarano los gastos de transporte, inclusive el 
pago del impuesto de guias»; que Freitas y Gi- 
orgio tsolicitaron del señor Bejarano, les enviase 
una declaración^ hecha ante Escribano Público, 
haciendo constar que los ganados entregados á 
estos señores con guías en las que figuraba el 
nombre de Bejarano, fueron exportados por cuenta 
de ellos, y no estando el señor Bejarano conforme 
con las pretenciones manifestadas por Freitas y G¡- 
orgio, se negó al pedido, porque consideraba que 
no tenían derecho d semejante reclamo» . 

((Que los señores Colomer y Romero, recibie- 
ron igual pedido: pero ignora la contestación que 
dieron ». 

Como V. E. v<í, estos hechos, confrontados con 
el certificado expedido por la Contaduría de Entre 
Ríos, no pueden entrañar mayor gravedad. Ya 
no se trata -como expuse antes de recibir estos 
documentos — que me han llegado á última hora, 
después de tener terminada la copia de los capítu- 
los anteriores— de hacer aparecer como elementos 
de acción guías expedidas á personas que no te- 
nían siquiera noticia de la demanda : se trata de 
ejercitar acciones agenas, cuya cesión les ha 
sido expresamente denegada y de presentarse 
como dueños de guias que fueron expedidas á 
nombre de esas mismas personas que no les qui- 
sieron ceder sus derechos. El certificado de la 
Contaduría de Entre Ríos, afirmando que las guías 
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cuyos originales tiene V. E. ante los ojos, fueron 
expedidas á nombre de M. Freilas, aparece ju- 
gando un siniestro papel: del cannpo civil empe- 
zamos á divisar el terreno oscuro del derecho 
criminal. Eso ya no es meramente inexacto y 
carente de valor probatorio: eso se parece singular- 
mente al acto definido en los artículos 280 y 281 
del Código Penal: <rEI que alterara documento ver- 
dadero, variando sus cláusulas suslancialmente, 
suponiendo circunstancias falsas 6 ejecutando en 
las copias certificadas que se expidan, dichas 
alteraciones, será castigado con 3 á 6 años de 
penitenciaría (art. 281); y el (]ue á sabiendas haga 
uso de un documento ó certificado verdadero ex- 
pedido para oír a persona cuya nombre asume ó 
sustituye con el suyo, será castigado, si el docu- 
mento falso fuese presentado en juicio como 
prueba, con prissión de 1 á 3 años y multa de 
cien á mil pesos». 

Estos artículos, como se vé, son de la más 
cabal aplicobilidad. 

Hago, pues, notar, desde ya, para los efectos 
de la acción pública, al señor FVocurador General 
de la Nación, los serios indicios, la casi semi- plena 
prueba del delito de fal>:edad con que se caracte- 
riza la prueba acompañada á la demanda: y re- 
servo todos los derechos y acciones que corres- 
pondan á la Provincia, para ejercitarlos en su 
oportunidad, tanto en este juicio como en otros. 
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Vil 



Monto efectivo de la demanda 



Deducidas de la demanda las sumas que co- 
rresponden á las personas que no han dado poder 
á los señores Freí tas y Giorgio para representarlos 
en este juicio; así como las que corresponden á 
las cesiones de derechos, que no se han operado, 
resulta que los señores Freiias y Giorgio solo pue- 
den tener acción por las guías que aparecen bajo 
el nombre de D. Manuel Freitas, D. José Giorgio 
y la Sociedad Freitas y Giorgio, únicos que, por 
otra parte, han dado poder al mandatario Sastre 
para que los represente en este juicio. 

Procediendo, pues, á hacer las cuentas de las 
guías qiie verídicamente corresponden á estos se- 
ñores, resulta la siguiente planilla : 



José 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 



Giorgio 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 



Manuel Freitas 



Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 



Id 
Id 
Id 
Id 
Id 
Id 



guía fs. 


57 $ 345.30 


id 


39 


675.- 


id 


41 


» 451 — 


id 


56 < 


> 188 50 


id 


57 . 


> 1076 02 


id 


73 


> 40350 


id 


75 . 


» 23 50 


id 


91 


> 120.06 


id 


94 < 


960 


id 


95 


> 389.00 


id 


96 1 


. 942- 


id 


49 


► 741 60 


id 


50 > 


► 34920 


id 


51 < 


> 883.60 


id 


54 < 


. 1625.- 


id 


58 


> 2830.35 


id 


61 < 


> 1067.99 


id 


62 > 


> 75845 
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Manuel Freitas guia fs- 



Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


1(1 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Iii 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 


Id 



Freitas y Giorgio y Saladero Freitas 

Id Id Id Id 

Id Id Id Id 

Id Id Id Id 



ia fe 


■ 69 S 81.60 


id 


76 . 


> 1251.25 


id 


77 


1218.75 


id 


78 . 


• 1256.25 


id 


80 


. 1251 — 


id 


81 < 


. 1060.- 


id 


82 . 


. 6;o.- 


id 


84 < 


> 997 50 


id 


90 > 


60.50 


id 


104 1 


> 123240 


id 


108 ' 


> 921.60 


id 


111 1 


> 183.60 


id 


112 


8448 


id 


114 < 


749.76 


id 


115 < 


• 810 81 


id 


116 < 


> 283035 


id 


117 


789 20 


id 


118 < 


770- 


id 


11» . 


751.52 


id 


120 1 


. 1067.99 


id 


121 . 


. 1537.80 


id 


123 1 


► 78001 


id 


124 ' 


78.92 


id 


126 < 


► 864.71 


id 


127 1 


. 293 54 


id 


128 > 


> 239.60 


id 


129 > 


81.60 


id 


55 . 


1585 40 


id 


131 


. 882— 


id 


21 . 


> 902.40 


id 


25 1 


350.- 



GUÍAS DE LOS CERTIFICADOS 



Manuel Freitas.. guía 


22-N* 


de orden de los certifi 


.3$ 


32.40 


» > . . » 


262- 


» 


» » 


» 


16 . 


318 92 


José Giorgio » 


105— 


» 


» » 


• 


10 . 


729 60 


Freitas y Giorgio » 


114- 


9 


» » 


> 


24 > 


526.80 


> » » 


71- 


» 


» » 


, 


25 > 


990 — 


Freitas Giorgio y 














Compañía > 


29- 


» 


« » 

Total. 


» 


40 > 


26.40 




. $ 40.053.33 



Digitized by 



Google 



- 41 - 

La Provincia, pues, no reconoce personería á 
los demandantes sino por esta suma ; y todo lo 
que en adelante voy á decir se refiere únicamente 
á la pretendida devolución de ese valor, que es 
el único sobre el que pueden aparentar derecho 
para ejercitar las acciones deducidas. 



VIH 
Los hech os 



DEFINÍCIÓN DEL PRESENTE CASO SKGÜ.V LOS HECHOS 

De la narración que hace la demanda, resultan 
los siguientes datos que caracterizan el caso de 
hecho, sometido á la decisión de VE 

Primero : los demandantes, como saladeristixs é 
invernadores de ganoxios en La Provincia de Entre 
Ríos y han comprado ó mandado comprar hacien^ 
das en la Provincia de Corrientes. Esas hacien^ 
das eran nacidas y criadas en dicha Provincia y 
formaban parte de su riqueza. Por esas compran 
se les cobró un impuesto provincial. 

Resulta todo esto de los términos mismod de la 
demanda, en laque, por más que han tratado de 
disimular la verdad, no han dicho que los gana- 
dos fueran de su propiedad ó estuvieran de paso 
en Corrientes. El no decirlo es confesar tácita- 
mente lo contrario. 

«Se han visto, dicen, obligados, por las exigen- 
cias de sus negocios^ (no de hacendados sino de 
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saladeristas), á conducir: ganados de Corrientes á 
Entre Ríos, para beneficiarlos en el establecimiento 
saladerista, ó infernarlos á los fines de la in- 
dustria d que se dedican^). 

«Unas veces personalmente y otras por inter- 
pósitas personas, han extraído de la Provincia de 
Corrientes numerosas tropas de ganados, d las 
que se refieren los documentos que acompañan^*. 

Los documentos son : aj las cesiones de dere- 
chos de Leiva, Silveira, Alvarado, Serratti, etc., 
quienes declaran que son compradores de ganados 
por oficio y que han comprado los ganados remi- 
tidos á Freitas y Giorgio: b) Las guías, en las 
cuales infaliblemente aparecen pintadas las marcas 
de los propietarios de Corrientes que han otorgado 
los certificados de transferencia á los troperos, 
certificados con los que estos han justificado la 
legítima procedencia de los ganadoSy como reza 
la guía. Son —mal contadas y sin sacar las re- 
petidas, que son pocas, y representan siempre re- 
petición de ventas — nada menos que mil quinien- 
tas dies y ocho marcas! 

Para mejor inteligencia y comprobación de que 
todas las marcas son de los criadores corren ti nos, 
debo transcribir estos dos artículos, que no faltan 
en ninguna de las leyes de impuesto de Corrien 
tes, bajo cuyo imperio han sido expedidas las 
guías presentadas, cuya validez, derivada del cum- 
plimiento de todos los requisitos legales, reconocen 
los demandantes, desde que las presentan como 
prueba de sus derechos. Artículo ... No se es- 
pedirán guías por haciendas cuyos dueños no se 
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hubiesen munido del certificado que acredite ha- 
ber registrado la marca y señal ó señales de su 
propiedad. Artículo ... El que desee obtener guía, 
se presentará al Gefe Político ó Juez de Paz, so- 
licitándola por escrito en papel comiln, acompa- 
ñando por duplicado el certificado ó los certilica- 
dos que acrediten la propiedad. 

Además, puedo asegurar que los Sres. Freitas 
y Giorgio no tienen establecimiento ninguno en 
Corrientes, para invernar ó criar animales; no 
tienen tampoco marca registrada en el correspon- 
diente padrón de la Provincia. 

Las mil quinientas y pico de marcas pintadas 
en las guías, demuestran, pues, que las compras 
de los saladeristas demandantes so han efectuado 
á otros tantos estancieros. La única marca que 
no aparece, naturalmente, en ninguna parte, es 
la de los señores Freitas y Giorgio, ó las de sus 
pretendidos cedentes, porque no han arreado sus 
ganados propios, porque son simples compradores 
de ganados para llevar á Entre Ríos, «por las exi- 
gencias de su negocio». 

Los demandantes han pagado, pues, el impuesto 
que fijan las leyes respectivas de la Provincia de 
Corrientes, por los ganados que han comprado 
en ella. 

Segundo: El pago de ese impuesto se ha he- 
cho sin protesta^ reclamo ^ ni oposición de nin- 
guna clase de parte de quienes solicitaron las guias. 

No existe, en efecto, dato alguno, no diré que 
pruebe, sino que haga sospechar, siquiera, que 
los compradores no se sometieron sin la menor 
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observación y hasta con la mejor voluntad, al 
cumplinniento de las exigencias de la ley de im- 
puestos referida. La demanda contiene una con- 
fesión completa al respecto: «Fundadas las auto- 
ridades de Corrientes en una ley provincial de 
impuestos. . . . han establecido un verdadero derecho 
de exportación, etc. » Entra luego en la cuestión 
de derecho, — de la que aún no nos ocupamos — 
y concluye pidiendo «la devolución de lo cobrado 
en virtud del impuesto referido». 

Por más escapadiza que hayan querido hacer 
la frase los demandantes^ como no se pide «la 
devolución de lo cobrado » sino cuando lo cobrado 
ha sido pagado; y como nadie paga lo que le 
cobran, sino cuando está conforme en pagarlo; á 
menos que lo obliguen, en cuyo caso tiene que 
quedar ne'^esariamente constancia de su oposición 
ó protesta, así como de la coerción de que se le 
ha hecho objeto, pues si no hubiera existido la 
oposición á pagar, no habrían podido obligarlo, 
desde que toda coerción supone una resistencia ; 
resulta claro, como In luz meridiana, que han pa- 
gado con plena conformidad los impuestos cuya 
devolución hoy reclaman, desde que no existe pro 
testa ni reclamo de ninguna clase. 

Es recien después de una decena de años de 
estar pagando tranquila y honradamente esos de- 
rechos, no con su dinero, sino con parte del pre- 
cio de los ganados que compraban, que un buen 
día, el de la demanda, se resolvieron á jugarle 
una mala pasada á la Provincia, haciéndole de- 
clarar inconstitucionales sus leyes de impuesto; 
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¿En nombre de qué? Su escrito menciona seria- 
mente la ley y la jurisprudencia en que se ha 
inspirado. Pues es en nombre de la Constitución 
Nacional, que rije el país desde el año 1853; del 
fallo de la Suprema Corte del 14 de Agosto de 
1875, De las Carreras oersus Corrientes ; del fallo 
de 29 de Enero de 1887: El gremio de Abastece- 
dores versas Tucumárí; y hasta del fallo de 5 de 
Diciembre de 1865, Domingo Mendoza v. Provincia 
de San Luis. Se trataba, pues, de leyes y juris- 
prudencia antiguas, conocidas; las más antiguas y 
conocidas posibles, de las cuales aparecían nues- 
tros demandantes, haciéndose algo así como olvi- 
dados ó ignorantes, mientras pagaban aflo tras 
año sus guías, para despertar ahora, de golpe, 
con su formidable reclamo 1 La actitud sería de 
una estrategia original, hasta la bizarría, si fuera 
verídica: pero la mención que por allí cerca hacen 
del caso del año pasado de D. Celestino López, 
que llaman casi análogo Á este; y del caso de la 
Colonial and South America fresh Meat Compy 
y otros ü. Buenos AireSy arrojan una luz vivísima 
sobre esas generalizaciones falaces de los fallos de 
V. E., á que he atribuido las verdaderas causas del 
revivimiento de los celos constitucionales de I03 
señores Freitas y Giorgio. 

Definido nuestro caso de hecho, paso á tratar 
las (los cuestiones de derecho que de él sur jen. 
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IX 
El derecho 



FUNDAMENTOS DE LA ÍNCONSTITUCIONALIDAD DE iJiS 
LEYES DE íMPUESrOS, SE6ÜN LA DEMANDA 

Las leyes de impuesto de la Provincia de Co- 
rrientes, según las cuales se ha efectuado el cobro 
de las guías, es inconstitucional; 

La Provincia debe ser condenada á devolver lo 
pagado. 

He allí las dos afírmaciones capitales de la 
demanda, de las que voy á ocuparme, comen- 
zando por la relativa á la inconstitucionalidad de 
la ley de impuestos. 

La demanda funda la inconstitucionalidad en 
las siguientes consideraciones, que reasumiré lo 
más breve y exactamente posible. 

1'. El gobierno de Corrientes ha gravado la 
extracción de ganados de la provincia con un im- 
puesto repugnante á la Constitución Nacional, 
porque representa un derdadero derecho de expor- 
tación para los ganados que salen de su territorio, 
en busca de mercados más propicios para la venta 
6 consumo. 

2*. Con el impuesto de guías se han violado 
los artículos 9, 10 y 11 de la Constitución Nacio- 
nal. Cualquiera que sea la denominación que 
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se dé á un impuesto establecido sobre la circu- 
lación de productos dentro de la República 6 
sobre el hecho de hacer accesibles los artículos 
y productos, por su traslado y á las operaciones 
de cambio, ese impuesto es inconstitucional. 

3*. En el caso sub judice^ se ha cobrado el im- 
puesto por el tránsito inter provincial^ gravándose 
el ganado en el momento de ser exportado y por 
el hecho mismo de esa exportación, aún cuando 
se denominara el impuesto á las tientas y al con- 
sumo, pues se entendía por esta última palabra 
toda forma de utilización ^ aún cuando se saque 
la hacienda para invernar fuera de la provincia . 

4*. Porqué todas y cada una de las guías com- 
prueban que, tropas de legítima procedencia con 
destino á Entre Ríos, debían pagar el impuesto 
por el hecho mismo de la extracción, si deseaban 
obtener el pase libre. 

5*. Las provincias tienen derecho de gravar los 
artículos que en ella^ se producen ó imponer de- 
rechos á las transacciones que sobre ellos se rea- 
licen dentro de su jurisdicción, pero no pueden 
afectarlos por causa de su entrada ó salida, para 
otro estado, ni pueden imponer derechos á las 
segregaciones de su riqueza, es decir, á la pérdida 
de una parte de su fortuna, por el hecho de su 
extracción para otra provincia. 

6*. En la Jurisprudencia de la Corte, en los casos 
que se registran en el Tomo 16, pág. 296; Tomo 
31, pág. 82; Tomo 51. pág. 349; Tomo 3, pág. 
131; Tomo 21, pág. 498; Tomo 25, pág. 94; 
Tomo 30, pág. 332; y en los casos de The Coló- 
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nial and South America fresh Meat Company 
y otros V. Buenos Aires, y de D. Celestino López 
versas Corrientes. 

V. E. verá que he hecho el más fiel extractq 
de las afirmaciones y raciocinios de la demanda. 
En vez de aminorar, he tratado de agrandar sus 
argumentos y conclusiones; y, al hacerlo, no sólo 
he querido observar la lealtad elemental que se 
impone al referirse á las palabras del adversario, 
sino que he entendido servir vigorosamente á la 
causa que defiendo, pues la mayor parte de las 
afirmaciones de la contraria son la prueba más 
evidente y cabal del derecho incontestable con que 
la Provincia de Corrientes ha dictado sus leyes 
de impuestos, ajustándose íntegramente al espíritu 
de la Constitución Nacional. 

Este hecho, al parecer incongruente, de que una 
teoría relativamente exacta y sostenida por una 
parte, sea la misma que la condena, tiene una 
explicación bien sencilla, fuera de la del suicidio 
jurídico: la parte contraria no ha alterado la ley, 
sino ha ocultado ó disimulado el caso, el caso 
presente, que es el único que tenemos que estur 
diar y es el único que no ha estudiado, que ha 
esquivado en partes y en otras ha rehuido fran- 
camente. ¿Cómo, en efecto viene á decirnos, — en 
la parte, no diré en que trata, sino en que men- 
ciona más directamente el caso sub Judice,—quese 
ha gravado los ganados en el momento de ser ex- 
portados y por el hecho mismo de la exportación^ 
cuando ellos mismos han presentado esas guías reve- 
ladoras de fojas 52 y 53 que no han pagado nada por 
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salir de la provincia, porqué, en la primeva venta 
para trasportar las haciendas de Ituzaingó y Con- 
cepción á Mercedes, dentro de la provincia, ya 
habían pagado su impuesto, que resulta así á la 
oenta dentro de su jurisdicción, y no al traslado 
á cualquier lugar donde quisieran llevarlas sus 
dueños? ¿Cómo vienen á cobrarnos esas otras 
guías para haciendas vendidas y trasladadas pu- 
ramente deniro de la provincia^ como las núme- 
ros fs. 20, 47 y 125, lo que parece que debió abste- 
nerlos de afirmar, en vista de su propia prueba, 
que el impuesto fuera d la exportación, á menos 
que, después de hablar de exportación entre pro- 
vincia y provincia — aunque la Constitución Na- 
cional no permita semejante fantasía— se llegue á 
hablar de exportación entre los departamentos 
linderos de una misma provincia* entre San Luis 
y la Capital de Corrientes, entre el Sauce y Cu- 
ruzú-Cuatiá? ¡Francamente* esto es algo más que 
una licencia literarial 

Y, sin embargo, allí lo tiene escrito V. E. : 
«se ha cobrado un derecho de exportación: así 
aparece de todas y cada una de las guías que 
adjunto». Y entre esas están las de marrasl 
¿Y como, en fin, nos vienen á decir que ase ha 
cobrado un derecho por el tránsito interprovin- 
cial, bajo la denominación de impuesto de oentas 
y consumo de hacienda, entendiéndose por esta 
última palabra toda forma de utilización, aún 
cuando se saque la hacienda para invernar fuera 
de la provincia»; si bien saben ellos que por lo 
que han pagado los derechos, no los comprado- 
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res^ que son ellos, sino los vendedores, que son 
los estancieros, ha sido por existir una transac- 
ción^ ana compra-denta, sobre bienes producidos 
y radicados en Corrientes; y que es por esa tran- 
sacción, únicamente, que se les ha cobrado, en su 
caso, el impuesto? ¿O querrían negar que las ha- 
ciendas que han transportado á Entre Ríos, eran 
previamente compradas en Corrientes? ¡Pero si 
eso resulta confesado y probado de toda su de- 
manda, desús documentos, de las mil quinientas 
marcas de las guías, que exhiben otros tantos 
vendedores de los ganados que transportaron! 

Entonces, quejarse de que les han cobrado á los 
que les vendieron el ganado un impuesto, bajo la 
denominación de impuesto de venta j es proceder 
ni más ni menos, como aquel clásico descontento 
de la justicia: ¡Ah, señor Juezl estoy preso porque 
me han acumulado un delito grave, increíble! 
— Pero Vd. habrá esclarecido la verdad? — Si señor: 
pero resultó que todo era cierto! 

Los demandantes no niegan que haya existido 
la venta, ni que esa transacción haya sido el mo- 
tivo porque se les cobró el impuesto: se quejan 
de que ese impuesto se denominara de venta y 
consumo, y de que, tropas de legítima proceden- 
ciay (es decir, adquiridas por compra- venta) ^ con 
destino á Entre Ríos fó a cualquier otra parte, 
dentro ó fuera de la provincia), debieran pagar 
el impuesto por el hecho de la extracción, (de- 
bían decir: con ocasión de la guía, se extrajeran 
ó nó de la provincia; y por la única causa de la 
compraventa); se quejan de que se entendiera por 
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consumo toda forma de utilización, (naún cuando 
se saque la hacienda para intyernar fuera de la pro- 
oinciar>\ como si esa disposición importara otra cosa, 
cuando no es el dueño quien lleva la hacienda, 
que una presunción de que cuando se sacan las 
haciendas es porque ha habido una venta, pre- 
sunción que en este caso — que es el único deque 
debían ocuparse los demandantes, se convierte en 
la más palpable, clara y visible realidad I 

¿A qué, entonces, pretender complicar los casos^ 
explicarse á medias palabras, acudir á desviacio- 
nes de la verdad saltante? Tal proceder es hasta 
irrespetuoso para el alto tribunal que juzga, y 
para la provincia traída ante sus estrados. Él es 
el que establece una honda diferencia entre el 
austero, y siempre penoso ejercicio del derecho 
vulnerado ante la justicia, y estos pleitos de guias y 
aventurados como una lotería y acomodaticios 
como un cuento. 

Es mi deber plantear la cuestión en todos sus 
términos, y mirarla bajo todos sus ángulos, po- 
niéndome en condiciones de contestar la demanda 
en sus argumentos, en sus palabras y hasta en 
sus intenciones; y defender los derechos de la pro- 
vincia con toda la honradez de la verdad com- 
pleta, pues la verdad incompleta es el primer 
paso, y acaso el más peligroso hacia el error. 

A este objeto, después de haber planteado el 
ca^o según los hechos, tócame plantear el caso 
según el derecho, pues se halla en cuestión la 
constitucionalidad de las leyes de impuestos co- 
rrentinas, y sin estudiar la aplicación concreta de 
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esas leyes sobre el caso de hecho presentado, no 
estaríamos en condiciones de medir su conformi- 
dad con el cartabón fíjado por la Constitución de 
la República. 



Definición del presente caso según el derecho 



En la demanda se habla de mana ley de im- 
puestos de la provincia de Corrientes, que bajo 
una apariencia engañosa unas veces, y otras con 
toda claridad, ha establecido un derecho, etc.» No 
se trata, sin embargo, de una ley: se trata de diez 
leyes de impuestos, pues siendo las guías presen- 
tadas del año 1892 al 1901 inclusive, y siendo la 
ley de impuestos, anual, por la Constitución de 
Corrientes, es claro que las guías de cada año 
representan un caso distinto, desde que sean dis- 
tintas las leyes, como á menudo lo son. Los 
demandantes, aún aquí, han seguido el procedi- 
miento de sumar las leyes, como amontonaron las 
guías, á granel. Parece que la tentativa empren 
dida debía reunir los tres atractivos más incitan- 
tes de los lucros fáciles: sin riesgo, sin trabajo y 
cuantioso! 

Cumple á la manera como la provincia entiende 
deber presentarse ante V. E., acompañar las diez 
leyes de impuestos referidas, para que V. E. pueda 
interpretarlas no por el párrafo suelto que contie- 
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nen las guías^ sino de la única manera que se 
interpretan las leyes: tota perspecta lege. 

He aquí un resumen de sus disposiciones capi- 
tales, sobre el caso presente. 

LEY DE 1894 
Folleto respectíTOi pág. 58 y siguientes 

Como las leyes de 1892, 1893 y 1894 son abso- 
lulamente iguales, como V, E. puede hacerlo veri- 
ficar en los folletos adjuntos, tomo la última de 
éstas, es decir, la de 1894, para relacionar con 
ella las subsiguientes. 

Art. 192 — Por toda tienta de hacienda abonará 
el comprador y en la receptoría respectiva, el im- 
puesto que á continuación se determina. (Sigue 
el impuesto). 

Art. 193 — Se presume que hay venta á \oq elec" 
tos del artículo anterior, siempre que se extraiga 
hacienda de un establecimiento por otra persona 
que no sea su dueño. 

Art. 194 — Las guías deherán expedirse en el 
sello que corresponda según la escala siguiente: 
(sigue la escala de un derecho policial insignifi- 
cante, que vá de un peso, por cada cíen cabezas, 
á siete pesos por cada dos mil quinientas, y uno más 
por cada fracción de quinientas.) 

Art. 195 — El que desee obtener guía, se pre- 
sentará al jefe político ó juez de paz, solicitán- 
dola por escrito en papel común, acompañando 
por duplicado él ó los certificados que acrediten 
la propiedad. 
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En dicha solicitud se consignarán las marcas, 
nonibre del que forma la tropa, número y espe- 
cie de que ésta se compone, y su destino 

Art. 207 — Quedan exoneradas del impuesto de 
que habla el artículo 192, las haciendas traslada- 
das de un departamento á otro de la provincia, por 
sus propios dueños y sin que haya mediado venta, y 
cuya traslación sea con el objeto de mudar de 
domicilio, mejorar establecimientos existentes ó 
fundar otros de su propiedad. 

Art. 209 — La guía se expedirá (en este caso) 
mediante resolución que se dictará al pie de la 
solicitud, previa comprobación de que las hacien- 
das, de cuyo traslado se trata, no hayan sufrido 
ventay y sean destinadas al objeto expresado en el 
artículo 207. 

Art. 216 — Por las haciendas de invernada que 
se hubiese pagado el impuesto al formarse la 
tropa para trasladarla al punto de la invernada, 
no se pagará nuevo impuesto al formarse la tropa 
para trasladarla á su destino fínal. 



Del estudio de esta ley resulta: 

1^ — Que hay un impuesto á la venta de gana- 
dos, absolutamente independiente del modesto im- 
puesto de sellos con que se remunera los servi- 
cios policiales de la guía, que en sí misma es libre 
de todo impuesto por la translación, á tal punto, 
que los caballos de los conductores quedan igual- 
mente libres de todo impuesto (art. 207); y tam- 
poco existe impuesto para las haciendas de inver- 
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nada que ya lo hubieran pagado por trasladarse 
del punto de r>entay al de invernada, cuando de 
este último punto quisieran seguir á su destino 
final. (Art. 216). 

Puede existir, pues, la guía sin el impuesto á 
la venta. Recíprocamente, puede existir el im- 
puesto sin la guía. Un propietario de ganados 
que los vendiera, quedando los ganados en su pro- 
pio campo y quisiera hacer valer su venta, debe- 
ría pagar el impuesto; y no existiría, sin embargo, 
guía. El art. 192 es terminante en tal sentido. 
El impuesto es á la venta: no existiendo ésta, no 
puede existir el impuesto. 

2^. — No hay más relación entre el impuesto á 
las transacciones sobre haciendas, y el impuesto 
policial de la guía, que el ser el primero un an- 
tecedente necesario del segundo, cuando existe 
venta. 

En el momento en que cualquier persona tras- 
lada ganados, se le exije que justifique la legítima 
procedencia de esos ganados (art. 195), y si el 
origen de su derecho de propiedad es la compra- 
venta, se le impone el pago del impuesto, porque 
es esa transacción la que está gravada por la ley. 
Si es que antes ya hubiese pagado ese impuesto, se 
le expide la guía libre de derechos. Art. 216. 
Se trata, pues, de una medida de organización 
policial y fiscal, y de ninguna manera de la conver- 
sión del impuesto á las ventas, en un impuesto 
de guías. 

3^— En ninguna parte de la ley se hace la menor 
diferencia de las guías cuyo destino sea interde^ 
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partaniental ó ¡nterprovincial. Toda la ley está 
concebida, solo, para dentro de la provincia, tal 
como la ley de Abril de 1868 sobre la cual se 
pronunció V. E en el caso Resoagli v. Corrien- 
tes, (tooio 7, página 373), de que trataré más ade- 
lante- 

4**. — La ley de guías, más que una ley de im- 
puestos, es una ley policial de garantía contra el 
abigeato, como lo revelan todos sus demás artícu- 
los; y la ley de impuestos á las oerUas y se refiere 
exclusivamente al comercio interno de la Pro- 
vincia. 

5^ — En el sistema tributario de la Provincia de 
Corrientes no existe más impuesto que el de tsen- 
íasy que grave los ganados. 

LEY DE 1895 

Folleto respectivo í. 12 y siguientes 

Art. 200. Por toda véneta ó beneficio de ha- 
cienda, abonará en la receptoría respectiva, el que 
adquiera ó beneficie, el impuesto que á continua- 
ción se determina (sigue el impuesto), 

Art. 201. Exactamente igual al 193 de la ley 
anterior, solo que añade al final: saloo la prueba 
contraria. 

Art. 202. Igual al 194 anterior. 

Art. 204. » » 195 » 

Art. 214. » )) 207. Quedan exoneradas del 
impuesto de que habla el artículo 200, únicamente 
las haciendas trasladadas de un punto á otro de 
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\ñ Provincia por sus propios dueños, sin que 
haya mediado tienta ó enagenaeión. 

Art. 216. Exactamente igual al 209 anterior. 

Art. 223. Igiial al 216 anterior. 

Corresponden las mismas observaciones qué á 
la ley anterior. 

La única diferencia sustancial, es la de que el 
impuesto es á la venta 6 beneficio. 

Un propietario que se propusiera faenar sus 
animales en su propio campo, sin sacar guía, de- 
bería indudablemente pagar el impuesto. En ia 
ley de 1899 ya veremos que se le impone la obli- 
gación de sacar esa guía, pues, de olra manera, 
con faenar los ganados en el propio campo, ha- 
bría eludido nó solo la guía, sino el impuesto 
al beneficio. 



LEY DE 1896 
Folleto respectivo, página 71 

Art. 195. Igual al 200 del anterior. 

Art. 196. » )) 201 » » 

Art. 197. )) » 202, añadiendo: No podrá 
eludirse la obligación de sacar guía alegando que la 
í^erUa 6 beneficio sea en el mismo departamento 
6 que los animales compmdos no hayan sido tras- 
portados fuera de él. 

Art. 199. Igual al 204>nterior. 

Art. 209. )) » 214 » 

Art. 211. » j> 216 » 

Art. 218. )) » 223. » 
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La única diferencia, la del artículo 202, viene á 
confirmar la aserción de que el impuesto es á la 
tienta 6 beneficio, y á impedir sea burlado, so 
pretexto deque no se debe sacar guía para tras- 
ladar las haciendas dentro del mismo departa- 
mento. Fíjese V. E. que ese agregado figura en 
el artículo que se refíere únicamente ó la guía y 
no en el del impuesto. Como la traslación de lo 
comprado es el signo más demostrativo de que 
ha habido una transacción, exije que se saque 
la gufa en todos los casos; eso es sin duda ase- 
gurar el control, pero no es confundir la guía con 
el impuesto. En efecto, si no ha habido compra* 
venta, habrá guía pero no impuesto, (arts. 209 
y 218). 

LEY DE 1897 

Folleto respectivo, pag. 45 

Art 85. Igual al 195 anterior. 

» 86. » » 196 » 

» 87. )) » 197 » 

B 184. » » 199 » (folio 84). 

» 89. » » 209 )) ( )) 47). 

» 135. » » 211 » ( » 87). 

» 90. » » 218 » ( » 47) aña- 
diendo: «Siempre que esto, ( es decir, el nuevo 
traslado de la hacienda) tuviere lugar dentro del 
término de dos años de la expedición de la guía ». 
Es, como se vé, un plazo amplio el que se fija 
para declarar reintegrada nuevamente, en la ri- 
queza general, la hacienda vendida. 
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LEY DE 1898 



Folleto respeetíTo, f. 11 



Art. 197. Igual al 85 anterior. 
)) 198. » » 86 » 



y> 


199. 


» 


)) 87 


» 
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201. 


» 


» 124 


» 


(foja 84) 


)) 


211. 


» 


» 89 


» 




)) 


213. 


» 


» 135 


» 


(foja 87) 


;) 


220. 


» 


)) 90 

LEY DE 


)) 

1899 


(foja 47) 



Folleto respectivo, página 44 

Art. I"*. Igual al 197 anterior. 

Suprimido el equivalente del art. 198 anterior. 

Art. 2°. Igual al 199 anterior, añadiendo: No 
podrá eludirse la obligación de sacar guía ale- 
gando que la venta ó benefício sea en el misnio 
Departamento, y aún en el mismo campo, oque 
los animales comprados no hayan sido transpor- 
tados fuera de él. 

Art. 4^ -Igual al 201. 

Art. 13— Igual al 211. 

Art. 14 — La traslación de hacienda en los casos 
determinados en el artículo anterior, se hará en 
virtud de solicitud presentada por el interesado 
en un sello de 70 centavos, dirigida al Jefe Polí- 
tico 6 Juez de Paz respectivo, quienes ordenarán 
la expedición de la guía, como dispone el art. G"", 
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siempre que hubieran llenado los requisitos esta- 
blecidos en los artículos 4** y 5°, con la sola dife- 
rencia de que el certificado ó certificados, en vez 
de ser de venta, establecerá que es de simple 
traslado y y que no ha mediado lyenta ni enage- 
nación. 

Art. 22— Igual al 220 anterior. 

Esta ley de 1899 tiene un nuevo artículo muy 
relacionado con este caso y que, en tal concepto 
debe señalarse: 

Art. 9° — Las guías á trasladarse fuera de la 
Provincia, serán extendidas en tres ejemplares, 
uno de ellos en el sello correspondiente, á los efec- 
tos de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 6°, 
(remitirlo á la Dirección de Rentas, tal cual como 
las guías que sólo circulan en la provincia) y los 
otros dos en papel común, que serán entregados 
al conductor de la tropa, con la obligación de en- 
tregar uno de ellos á cualquiera de las autorida- 
des del último punto de la provincia, quien veri- 
ficará la exactitud de la guía, en cuanto á marcas, 
cantidad y especie de ganados conducidos. 

El artículo contiene otras cláusulas más, de mera 
reglamentación policial. 

La modificación que esta ley introduce en su 
art. 2** ya ha sido explicada á propósito de la ley 
de 1895. 

La del artículo 14 es la prueba más conclu- 
yente de que el simple traslado es absolutamente 
libre de derechos; y el nuevo artículo 9^ demues* 
tra que la extracción de ganados vendidos en la 
provincia, para fuera de ella, sólo es recargada 
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sobre los derechos que se pagan por las transac- 
ciones, —que nada tiene que ver con el traslado, 
— no con un impuesto, sino con un trámite: el 
de recojer dos guías en papel común en la Re- 
ceptoría, una de las cuales debe ser entregada por 
el conductor de la tropa á las autoridades del úl- 
timo punto de la provincia. 



Ley de 1900 

Folleto respectíTo, página 12 y siguientes 

Art. 1*" — Por toda venta, beneficio ó tropa de 
hacienda que se forme para invernada^ se abo- 
nará en la Receptoría respectiva, por el adqui- 
rente, beneficiador, ó dueño de la incernada^ el 
impuesto que á continuación se determina. 

Lo subrayado es lo nuevo, y con la severa sin-j 
ceridad que me sirve de norma en este trabajo, 
debo declarar que el cobro del impuesto, en el 
caso en que el mismo propietario sea el que forme 
la tropa, con su propia hacienda^ sin transacción 
alguna para adquirir dicha hacienda, y con el fin 
de llevarla fuera de la provincia á otro estableci- 
miento suyOy ha sido declarado inconstitucional 
por la decisión de la Suprema Corte de 3 de 
Agosto de 1901. 

Más, á la vez, debo observar que en el caso del 
señor López, cuyas guías eran de 1892 á 1899, 
oomo lo he yecificado en el expediente respectivo, 
no se discutió esta ley ni la siguieate. 
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Art. 2^ — Igual al art. 2^ de la ley anterior. 

JO 4^ — )) )) 4^ )) » 

)) 12— » )) 9^ )) ú 

» 18 — j) » 13 » )) 

)) 19 — » D 14 » )) 

» 27— » » 22 » » 



Ley de 1901 

Folleto respecÜTO, página 53 

Art. V — Por todo aprovechamiento de ganados, 
ya se trate de venta, beneficio para consumo, 
tropa para invernar fuera de la provincia^ ú otra 
cualquiera forma de utilización, con propósito de 
lucro, se pagará en la Receptoría del departa- 
mento en que se halle la hacienda, por el adqui- 
rente, beneficiador ó dueño, el impuesto que á con- 
tinuación se determina, etc. 

Art. 2" — Todo movimiento de ganado deberá 
hacerse bajo guía, y esta se expedirá según la 
escala siguiente, etc. Igual á las leyes anteriores. 

Art. 3° — Igual al último párrafo del artículo 
segundo de la ley anterior,— variando la termina- 
ción en estos términos: ó que los animales deban 
ser transportados por sus propios dueños 

Art. 4° — Ninguna tropa de ganado podrá salir 
fuera del departamento en que hubiere sido for- 
mada, sin muñirse previamente de la guía co- 
rrespondiente. 

Art. 5** — Cuando el ganado deba quedar en el 
mismo departamento, deberá sacarse la guía antes 
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de introducirse en el campo de su destino; y en 
el caso de que deba quedar en el mismo campo, 
deberá sacarse la guía dentro de los cinco días 
de realizada la operación de venta. 
Art. 6*^ — Igual al 4'' de la ley anterior. 
» 16— » 12 » )) 

» 23— )) 18 » » 

» 24— » 19 » » 

» 32— » 27 » » 

Esta ley añade en su art. 1° Tropa para tn- 
oernar fuera de la provincia. El sentido recto 
de esta cláusula no puede ser otro que éste: el 
que compre tropa para invernar fuera de la pro- 
vincia, como lo revela el sentido de toda la ley, y 
las leyes anteriores. Dentro de una interpretación 
restringida y concreta de los términos de esta ley, 
viniendo este caso, en la enumeración, después de 
la venta y benejicio, resulta que sólo comprende- 
ría el caso en que el mismo propietario declarara 
que lleva sus animales á invernar fuera de la 
provincia, pues si no fuera el mismo propietario 
quien los condujera, habría necesariamente venta 
ú otra transacción, para la adquisición de los 
ganados por otra persona. Es de advertir aún, 
que dentro de esta ley, si el propietario declarara 
que lleva á invernar de uno á otro departamento 
de la misma provincia, pagaría el impuesto exac- 
tamente lo mismo que si llevara á otra provincia. 
(Art. 4^ combinado con el final del 3*j. 

Se comprende fácilmente el motivo de esta mo- 
dificación de las leyes anteriores, que presumían la 
existencia de venta sólo cuando las haciendas eran 
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extraídas por otro que au dueño: con hacelr apa- 
recer al mismo dueño extrayendo las haciendas, 
se ocultaba la venta y se eludía el impuesto. La 
nueva ley amplía la presunción: toda trofHi hace 
presumir una venta, y debe pagar el impuesto. 

Se trata, pues, nada más que de medidas re- 
glamentarias, de carácter interno, y no de una 
modificación sustancial de la ley, cuando no hay 
venta, ni beneficio, ni forma de utilización con 
propósito de lucro, como dice la ley. Así el simple 
traslado de las haciendas^ es absolutamente libre 
de derechos, como lo resuelven los artículos 16, 
23 y 32 de la misma ley. 

El impuesto ó las ¿ropas formadas para in- 
vernar fuera de la promncia^ de esta ley de 1901, 
aún cuando los animales deban ser trasportados por 
sus mismos dueños, no es un impuesto á la ex* 
tracción sino á una transacción que la ley pre- 
sume en esos casos. No se puede conciliar, en 
efecto, de otra suerte el impuesto á la tropa para 
invernar trasportada por su propio dueño, con la 
liberación categórica de derechos al traslado de 
haciendas por el mismo dueño cuando no haya 
mediado venta, ni enagenación, establecido también 
categóricamente por la misma ley. 

Como el propietario es el único que puede de- 
clarar el fin con que forma y trasporta la tropa, 
si declara que la tropa es para invernar, ó se pone; 
voluntariamente en los términos de la ley y re- 
conoce que ha habido una venta, ó acepta el pago 
anticipado del impuesto de. venta, con lo cual su 
tropa queda ya libre de impuesto para cuacnlo 
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sea vendida; porque, como hemos visto «para 
las haciendas para invernar que se hubiese pa- 
gado impuesto al formar la tropa para trasladarla 
al punto de la invernada, no se pagará nuevo 
impuesto al trasladarla á su destino fínaU. Pero 
cuando el propietario no quiera someterse al im 
puesto sobre las ventas y se acoja á la libera- 
ción de derechos para el traslado, que estable- 
ce la misma ley, sin declarar el objeto con que 
el mismo trasporta la tropa, que se debe resol- 
ver? La ley establece indudablemente una pre- 
sunción de que ha existido una venta cuando la 
hacienda es sacada del campo, del departamento 
ó de la provincia (arts. 1, 3, 4 y 5); presunción 
necesaria, puesto que, como antes lo he obser- 
vado, sino existiera, con simular los propietarios 
que ellos trasportan sus tropas, evitarían pagar 
el impuesto á las ventas. Pero las presunciones 
de tal clase, están sujetas á la prueba contraria; 
y presentándose el caso en que un propietario 
destruya la presunción, solicitando guía para tras- 
ladar sus propios ganados de un establecimiento 
suyo, en un departamento, á otro igualmente suyo 
en otro departamento, ó de un establecimiento en 
Corrientes á otro igualmente suyo en Entre-Rios, 
sin mediar transación alguna, ¿cuál sería la solu- 
ción dentro de los artículos 1, 3, 4 y 5 de una 
parte y el 32 de la otra, de la ley de 1901? Pa- 
rece evidente, sobre todo para el último caso, en 
que el traslado se hiciera á otra provincia — caso 
que no está previsto en la ley que examino — 
pues el artículo 23 solo exonera: tías haciendas 
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trasladadas de un punto á otro de la provincia 
por sus propios dueños» y el 1** solo grava «las 
tropas para ineernar fuera de la provincia», de 
suerte que ninguno prevée el caso de las tropas 
de simple traslado para fuera de la provincia, — 
parece evidente, digo, que tal caso solo podría ser 
juzgado por la Constitución Nacional, que todos 
los tribunales ó autoridades de la República tie- 
nen el deber de aplicar en primer término: y, se- 
gún la Constitución, evidentemente no se podría 
gravar con impuestos el simple traslado de ha- 
ciendas de una provincia ó otra, cuando ese tras- 
lado no estuviere gravado de la misma manera 
dentro de la provincia misma. 

El caso en que un propietario lleve una tropa 
confesada ó probadamente para vender, beneficiar 
ó invernar para la venta, á otra provincia, lo tra- 
taré más adelante. 

Debo hacer notar, también, desde ya, una 
diferencia de esta ley con la anterior y sobre todo 
con las anteriores (es decir las de 1899 para atrás), 
en cuanto se refiere al caso Celestino López v. 
Corrientes^ Fallado por la Suprema Corte. 

El considerando central de aquella resolución 
es el siguiente: «Las haciendas de López han 
sido gravadas al ser exportadas fuera de la Pro- 
vincia y por causa de esa misma exportación. 
La verdad de esta conclusión se hace aun más 
evidente, observándose que López no hubiera te- 
nido el deber de pagar el impuesto, si la trasla- 
ción de los ganados originariamente suyos, se 
hubiera operado exclusivamente dentro de la 
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Provincia, ó de uno á otro de sus departamentos, 
porque la ley traida ó juicio dispone que que- 
dan exoneradas del impuesto las haciendas tras- 
ladadas de un departamento á otro, por sus pro- 
pios dueños, sin que haya mediado venta, etc». 

Parece evidente que por la ley de 1901 art. 3**, la 
tropa para üeníay trasportada por su propio duefío, 
hubiera estado absolutamente en las mismas con- 
diciones, ya fuera llevada de un departamento de la 
provincia & otro departamento de la misma pro- 
vincia, 6 á otra provincia. Parece también que 
el razonamiento de la Suprema Corte era exacto 
para las leyes anteriores, á las que únicamente 
se refirió el caso resuelto. 

Aunque el caso actual no tiene ninguna rela- 
ción con las leyes y casos que motivan este exa- 
men, pues aquí se trata de haciendas compradas 
en Corrientes, y gravadas con el impuesto esta- 
blecido por razón de la venta, el que era uni- 
forme para las haciendas trasladadas dentro y 
fuera de la provincia, he querido estudiar estos 
antecedentes para señalar los caracteres con que 
sucesivamente ha ido modificándose la ley de im- 
puestos de Corrientes con el objeto, no de alte- 
rar el comercio interprovincial, sino para evitar 
los fraudes y hacer efectivo el impuesto, salvan- 
do las extra tagemas del interés particular, siem- 
pre en acecho para burlar la ley. 

Volveré nuevamente, más adelante, sobre el caso 
López o. Corrientes. 

Entre tanto, resumo los caracteres propios del 
caso legal sometido ante V. E. para que resuel- 
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va sobre sa constitucionalidad 6 inconstituciona- 
lidad, á saber: 

1** — Las diez leyes de impuestos de la pro- 
vincia de Corrientes, de 1892 á 1901 inclusive, 
establecen un impuesto ó la venta, beneficio 
aprovechamiento, ó cualquier forma de utilización 
con propósito de lucro, de los ganados nacidos 
y criados en la provincia, con marcas registradas 
en ella. (Ley de 1894 artículo 202 f. 30. El mis^ 
mo artículo existe uniformemente en todas las de- 
más, como luego se indicará). 

2^. — Las mismas leyes establecen, por separado 
un pequeño derecho policial de guía, distinto del 
impuesto, con el cual no tiene otra relación que 
la de aprovecharse el otorgamiento de la guía, in- 
dispensable al comprador que quiere trasladar lo 
comprado, para exigirle el impuesto á la venta, 
que tiene que ser revelada para justificar la le- 
gítima propiedad del que saca la guía. Así como 
no se otorga una escritura pública sin que se jus- 
tifique el pago de la contribución territorial del 
inmueble, así no se expide una guía, sin que se 
exhiban los certificados de la compra-venta: pero 
ni la escritura es la contribución directa, ni la 
guía es el impuesto á las ventas. 

3^ — En los casos en que no hay venta, benefi- 
cio del ganado ó utilización con propósito de lu- 
cro; ó en que ya se hubiere pagado el impuesto 
por estas causas, el traslado es absolutamente li- 
bre, ya sea de un departamento á otro, ya de la 
provincia á otra provincia. 

4*.— En el caso de haciendas que atravesaran la 
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provincia, provenientes de otra provincia 6 terri- 
torio nacional, no existiría guía, pues la guía es 
tan solo para las haciendas propias de la provin- 
cia, con marcas registradas. Ley de 1894 art. 202* 
Ley de 1895 art. 209. Ley de 1896 art. 209. 
Ley de 1897 art. 129. Ley de 1898 art. 206, 
Ley de 1899 art. 8^ (f. 27). Ley de 1900 art. 6^ 
(f. 13). Ley de 1901 art. 7*> (f.' 54). 

S"*— Las modificaciones que sucesivamente ha ido 
sufriendo la ley de impuestos, han sido tendientes, 
no á modificar su esencia, sino á asegurar el con- 
trol y evitar el fraude. Así, desde la primitiva 
regla de que ase presumía la venta siempre que 
se extrajera hacienda de un establecimiento por 
otra persona que no fuera su dueño, salvo la 
prueba contraria», se ha llegado, sucesivamente, á 
la regla absoluta de que la venta de las hacien- 
das, aun cuando sean transportadas por su dueño 
para ocultar la venta y eludir el impuesto, debe 
cumplir con el requisito de sacar guía, es decir: 
de denunciar la operación á la autoridad . Ley de 
1901 (f. 54 arts.- 3, 4 y 5). Pero en el caso de 
que no medie una operación lucrativa, continúa 
libre el traslado de las haciendas. Ibid arts. 23, 
24 y 32. 



Definido el caso de hecho: compras que los sa- 
laderistas Freitas y Giorgio han hecho en Corrien- 
tes, de ganados originarios de la Provincia; defi- 
nido el caso de derecho: leyes que gravan con un 
impuesto la venta de esos ganados, tócame apre- 
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ciar las afírmaciones jurfdicas de la demanda y 
8U8 aplicaciones, algo m \s que antojadizas, abso- 
lutamente erróneas, al caso de hecho que pende 
ante V. E., para demostrar con la jurisprudencia 
propia y extraña, y con la doctrina, que el impuesto 
cobrado por las haciendas que compraron para 
su saladero los señores Freitas y Giorgio, ha sido 
establecido por la Provincia de Corrientes dentro 
de la autonomía que le acuerda la Constitución 
Nacional y sin violar ninguna de las reglas gene- 
rales que establece la misma Constitución para 
limitar el auto gobierno de las provincias. 



XI 
Jurisprudencia Nacional 



Casos propuestos y resoluciones díctadas por la 
Suprema Corte sobre cada caso, que forman 
LA Jurisprudencia Nacional. 

Examinaré, ahora, los fallos de la Suprema 
Corte en los casos en que se ha puesto en cuestión 
la constitucionalidad de las leyes de impuestos de 
las provincias, para deducir la jurisprudencia rei- 
nante en el pafs. A este objeto señalaré con exacti- 
tud cada caso, para dar su verdadero sentido á la 
sentencia: pues^ comprobar doctrinas citando fallos, 
sin apreciar el caso concreto que los motivó, es 
como pretender comprobar la exactitud de un re- 
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síduo sin conocer el dividendo y el divisor que 
lo produjeran. Debo anticipar que no sé que haya 
una cuestión^ referente ú materia tan compleja 
como estas que con toda propiedad han sido lla- 
madas de derecho federal, que haya sido más 
iluminada, desde los varios puntos de vista que 
se han presentado, por el Alto Tribunal de la Na- 
ción. Sus interpretaciones son categóricas, doctri- 
narias—en ocasiones hasta docentes— de suerte que 
permiten establecer reglas definitivas de aplicación 
á los casos análogos. 

Casi habría juzgado un pleonasmo, argüir con 
un análisis detenido de la jurisprudencia nacio- 
nal, si la demanda no hubiera hecho de ella el 
último y el más engestado de sus argumentos; y 
después de citar todos los casos antiguos, no en 
su materia, ciertamente^ sino tan solo en la foja 
y tomo que ocupan, no hubiera llegado hasta nom- 
brar, con aquella ceguera dañosa que infligen los 
dioses, — el caso de López y el verdaderamente 
clásico de la Colonial and South A mérica etc. tersas 
Buenos Aires, en el que parece que V. E. hu- 
biera querido hablar coram populo^ para que oye- 
ran, de una vez, los que tenían oídos, y vieran 
los que tenían ojos. 

Haré, pues, á mi vez, no la cita, sino el exa- 
men honrado y franco de la jurisprudencia nacio- 
nal, refiriéndome á todos los casos citados por el 
contrario, aunque muchos sean impertinentes — 
precisamemente para demostrar que lo son— y á 
los que no ha citado, pero que son capitales para 
resolver esta cuestión. 
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Casos de exportación y tránsito 

Oaso A. 

Domingo Mendoza y Hno, versas Provincia de San Luis 
(Fallo de 5 de Diciembre de 1865, t. 3, pág. 131) 

El caso lo constituye una ley de 7 de Julio de 
1862 de la Provincia de San Luis, cuyo art. 7^ dice: 
Los productos de la Provincia que se extraigan 
al exterior de ella, pagarán los siguientes dere- 
choá municipales: (signe el impuesto). Los de- 
mandantes reclamaban la declaratoria de incons- 
titucionalidad y devolución de lo pagado— lo que 
habían hecho sin protesta. La Corte— la Gran 
Corte de aquellos días— grande, no porque sus 
miembros tuvieran más saber ó experiencia que 
los posteriores — casi podría asegurarse que tenían 
menos— sino porque siempre es el más gran- 
de el antepasado que abrió la primer brecha é 
hizo la primer jornada, poniendo en ejercicio ins- 
tituciones que eran una novedad no solo para no- 
sotros, sino para el mundo entero, —la gran Corte 
de aquellos días, decía, dictó una resolución sus- 
cinta, que es la piedra angular de toda la juris- 
prudencia que ha venido desenvolviendo como un 
sistema orgánico, hasta nuestros días. Se estable- 
ció en ella, limitando esta referencia á lo más 
esencial: 
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1^.— Que por las disposiciones de los arts. 33 
y 104 de la (Constitución Nacional, los actos de 
las legislaturas de una provincia no pueden ser 
invalidados sino en tres casos, á saber: cuando la 
Constitución concede al Congreso un poder exclu- 
sivo; ó cuando el ejercicio de idénticos poderes ha 
sido expresamente prohibido á las provincias; ó 
cuando hay una directa y absoluta incompatibili- 
dad en el ejercicio de esos poderes por estas últimas: 
que, fuera de estos casos, es incuestionable que las 
provincias retienen una autoridad concurrente con 
el Congreso (considerando 2^). 

2^. — Que el artículo citado de la Ley de San Luis 
importaba crear aduarins interiores, y habiéndose 
confiado al Gobierno Federal el poder de establecer 
aduanas y derechos de importación y exporíccción, 
y siendo en el interior de la República libre la 
circulación de efectos de producción nacional, la 
lev en cuestión era inconstitucional. (Conside- 
randos 3"*. y 4**) 

Por ahora no me ocupo de lo que dispone la 
sentencia, negando la devolución de lo pagado, 
pues lo haré más adelante 

Entre tanto, observo que la ley de San Luis 
es un caso completo de creación de aduanas in- 
teriores para cobrar un impuesto por atravesar sus 
fronteras — por los productos que se extraigan fuera 
de ella — como dice la ley invalidada. 
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Oaso B. 



Federico de las Carreras versas la Provincia 
de CofTtentes 

(Fallado el 14 de Agosto de Í875-T. 16, P. 296) 

El caso lo constituye el artículo 44 de la Ley 
de Contribución Directa de la Provincia de Co- 
rrientes de 1872, estableciendo un impuesto á los 
frutos del país que marchen de uno áotro pueblo. 
Aplicando esa Ley, la Municipalidad de Lavalle 
exigió al Gerente del Saladero del Rincón de Soto 
el pago del impuesto por frutos del país extraídos 
por la oía fluvial. Este, rechazó el pago por in- 
constitucional, y apeló al Gobierno de la Provincia 
que se declaró incompetente en el reclamo. 

La Corte declara: 

1®.— Que el impuesto citado no es aplicable, 
según su tenor literal^ á la extracción de frutos 
del país para el extrangero ó para otros puertos 
de la Ftepública, sino solamente á los que se con- 
ducen de un Departamento á otro de la Provincia, 
que marchen de pueblo á pueblo, como dice el 
art. 23 de la misma ley. 

2^.— Que en caso opuesto, ese impuesto sería 
contrario á las prescripciones de la Constitución 
Nacional, en cuanto confiere exclusivamente al 
Gobierno Federal la facultad de imponer los de- 
rechos de importación y exportación, y prohibe 
á las provincias establecer aduana? interiores. En 
consecuencia^ ordena la devolución de lo pagado. 
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Fué este también, el primer caso en que la 
Suprema Corte declaró que aún cuando el im- 
puesto había sido cobrado por una Municipalidad, 
era responsable el Gobierno de la Provincia, pues 
se había cobrado en virtud de una ley de la Pro- 
vincia, que determinaba se hiciera el cobro de 
impuestos administrativamente; y en virtud de una 
resolución del Gobierno. 

Se trata pues, en este caso, de un derecho de 
exportación típico, cobrado en el acto del embar- 
que, fuera de la misma ley provincial que nada 
establecía al respecto, y pagado previa protesta. 



Oaso O. 

Felipe Lope:: versas Provincia de Entre Ríos 
(Fallado el 11 de Ootnbre de 1879— T. 21, P. 4d8) 

El caso lo constituye una ley de 3 de Marzo 
de 1877, de la Provincia de Entre Ríos, por la que 
se grava con cuatro reales por cabeza los ga- 
nados procedentes de la Provincia de Corrientes 
y con destino á la de Santa Fé. 

El demandante López, inició su acción contra 
la Provincia ante sus Tribunales, y luego ante la 
Corte, inmediatamente de cobrado el impuesto: 
así se induce de que la ley que motivó el juicio 
es de Marzo de 1877 y el fallo de 14 de Setiembre 
de 1879. 

La Suprema Corte declara que aquella ley, en 
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cuanto impone derechos al ganado vacuno proce 
dente de una provincia con destino á otra, es in- 
constitucional y nula por tanto, mandando devoJ- 
ver lo pagado, porque el artículo 11 de la Cons- 
titución prohibe terminantemente imponer á los 
ganados que pasan por una provincia, con destino 
á otra, los derechos llamados de tránsito. 

Es este, pues, un caso literal de los derechos 
de tránsito, prohibidos por el art. 11 de la Cons- 
titución. 



Casos de gravamen á la libre circulación de los 
productos y al consumo 

Oaso D. 

Don Ramón An^oategui versas el Gefe de la Oficina 

de Hacienda de Salta 

(Pallado el 11 de Febrero de 4871— T. 10, P. 74). 

Caso: el artículo 2® de la Ley de impuestos de 
1866 de la Provincia de Salta, que decía: Las 
casas donde se consignen ó expendan por mayor 
y de primera manOy licores^ pagarán 4 reales 
por barril de vino y un peso por el de aguar- 
diente. 

Atacada la ley de inconstitucional por el señor 
Anzoategui, — que había introducido 255 cargas de 
aguardiente de su hacienda en Jujuy, — por cuanto 
imponía derechos á la circulación libre de los pro 
ductos de la Provincia de Jujuy que se introducía 
á Salta para su venta, el Juez Federal de Salta 
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falló declarando inconstitucional el impuesto, fun- 
dándose en la jurisprudencia americana y espe- 
cialmente en el voto clásico de Marshall en el caso 
Brown v. State of Maryland (Curtís Report. 
T 7, p. 262), según el cual: «Cuando el im 
portador disponiendo de la cosa importada, la ha 
incorporado y mezclado con la masa de la pro- 
piedad del país, ella ha perdido, quizá, su ca- 
rácter distintivo de importación, pasando á que- 
dar sugeta al poder de imponer derechos del 
Estado: pero, mientras permanece siendo propie- 
dad del importador en su almacén, en la forma 
originaria de envase en que ha sido importada, un 
derecho sobre ella es demasiado claramente un 
derecho sobre importaciones, para que pueda es- 
capar á la prohibición de la Constitución. Es con- 
veniente añadir que los principios sostenidos en 
este caso, son aplicables igualmente á las impor- 
taciones de un Estado hermano ». 

Fué esta la primera aplicación judicial de la 
célebre doctrina americana, en los tribunales ar- 
gentinos 

Llevado este fallo á la Suprema Corte, esta 
pronunció un fallo de apariencia modesta, pero 
que encierra en sí toda la vasta doctrina con que 
el justice Miller fundaba tres años antes (1868) 
la sentencia de la Corte Americana en el caso 
Woodrufft^. ParhatUy que reformó ó completó la 
sentada en el caso de Brown o. Maryland. 
Reports, Wallace VIIL p. 123 y sig. 

La Corte declara constitucional la Ley saltefia, 
fundándose : 
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1*. — En que la ley grava en general con el im- 
puesto las casas donde se consignan ó expenden 
licores por mayor y de primera mano^ sin dis- 
tinción alguna por el lugar de su fabricación; 
gravándose por igual con el impuesto las casas de 
comercio y de fabricación industrial de la Pro- 
vincia, y los productos de procedencia extraña, 

2®.— Que de la igualdad en el impuesto, se de- 
duce lógicamente que lo que se grava es el con- 
sumo local y no la introducción, el tránsito y la 
circulación de las mercaderías. 

3®.— Que una provincia no puede tratar con 
mayor favor los productos extrangeros ó de otra 
provincia que los propios, exonerando á aquellos 
del impuesto con que grava los propios; porque 
de tal suerte aniquilaría su industria^ mejorando 
la condición de la extraña; ó se vería en el caso 
imprescindible de eximir también de impuestos 
á sus productos^ para que pudieran competir con 
los extrafiosy eon lo cual aniquilaría sus rentas y 
pondría en peligro hasta su existencia. 

Este argumento revela que la Corte tuvo á la 
vista el voto de Miller, pues recuerda su argu- 
mentación: It is oboious that if articles brought 
from one state into another, are exempt from 
ta^ation, the grossest injustice musí preoail, and 
equality of public burdens in all our lar ge ci- 
tiesy is imposible, (loe, cit. p- 137). 

Este fallo establece la teoría de que la igualdad 
del impuesto al consumo, para el producto local 
y para el producto importado de una provincia ó 
nación extrangera, ya incorporado á la riqueza de 
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la provincta, (debemos añadir, para cortípletar la 
teoría, que de otra suerte sería contradictoria), es 
un signo característico de su constitucionalidad. 
Aplicada la regla á las transacciones que dan por 
resultado la extracción de productos, resulta que 
la igualdad de derechos para la transacción que 
extrae un artículo radicado ó que forma parte de 
la riqueza propia de un punto á otro de la pro- 
vincia, con la transacción que lo extrae para otra 
provincia ó para el extrangero, es un síntoma 
inequívoco de constitucionalidad; y que los argu- 
mentos ilevantables del fallo, aplicados á la ruina 
que sobrevendría al Estado que diera preferencia 
á las traslaciones fuera de la provincia, sobre las 
que se efectuaran dentro de su territorio, son de 
igual exactitud, y producirían el perecimiento 
económico de los Estados, que perturbando con 
impuestos la circulación interior, favorecieran^ 
por la exoneración de ellos, la exportación ex- 
terior. 

Oaso £3. 

José Bencí v. Abrakam Medina 
(Fallado el 2 de Octubre de 1883 — t/26, p. 94) 

El caso lo constituye una ley de la Provincia 
de Tucumán, en la parte que prescribe que «toda 
carga de vino, en barriles ó en botellas, de las 
que se fabrican en la República, que se consigne 
ó tienda para el consumo público, pagará un 
impuesto por cada docena de botellas de las que 
vengan en cajones, art. Q"", 
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Argüida la inconstitucionalidad por Don José 
Benci y Cia., que habían introducido, procedente de 
San Juan, una partida de bordalesas de vino, 
por la que les habían hecho pagar 3 $ por cada 
casco, en virtud de dicha ley, el Juez de Sección 
de Tucumán declaró la inconstitucionalidad de la 
ley, estableciendo: 

1^. — Que no se trataba en este caso de un im- 
puesto al consumo^ porque la citada ley de Tucu 
man establecía otro impuesto para las casas al 
menudeo^ que eran las de verdadero consumo; de 
suerte que el artículo 9**, antes citado, en cuanto 
imponía un derecho al barril de vino traído de 
San Juan, elaborado en San Juan, y consignado 
ó vendido en Tucumán, en la misma condición y 
envase en que viniera, creaba clara ó intergiversa- 
blemente un impuesto á la circulación: que acep- 
tar que eso fuera un impuesto al consumo, exis- 
tiendo otro impuesto al menudeo, sería admitir 
que el barril habría pagado como barril y luego 
volvería á pagar el impuesto en sus divisiones y 
subdivisiones para la venta al menudeo. 

2''. —Que el caso anteriormente citado (Anzoa- 
tegui V. Ge/e Oficina Salta) no era análogo al 
presente, puesto que en la ley saltefla de aquel 
caso no existía un impuesto al menudeo, sino un 
impuesto al consumo en general. 

La Corte confirmó este diestro fallo, declarando 
que la ley de Tucumán importaba un impuesto 
sobre artículos de producción nacional, por el hecho 
de introducirse de una provincia á otra, y estando 
aún bajo el mismo envase y acondicionamiento 
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en que habían sido introducidos y sin que se ha- 
yan incorporado al capital de la provincia. 

Por este fallo, cuya diferencia en el caso y ana- 
logía en la doctrina, con el anterior, es bien per- 
ceptible, se establece que la desigualdad entre los 
derechos al consumo, para los artículos de pro- 
ducción local ó riqueza incorporada y para los 
artículos introducidos de afuera^ es un signo 
característico de inconstitucionalidad . En el caso 
examinado, se vé> en efecto, que los artículos in- 
corporados á la riqueza común, solo tenían que 
pagar el impuesto al menudeo, y los de producción 
extraña consignados ó vendidos, tenían que pagar 
el impuesto á la circulación, más el impuesto al 
menudeo. 

Oaso F*. 

Ooejero Hno. ü. Tiseira y Piróla. 
(Fallado el 26 de Agosto de 1886-T. 30, P. 332). 

El caso lo constituye una ordenanza de la Mu- 
nicipalidad de la ciudad de Salta, que dice: cLos 
azúcares que se expendan de primera mano, pa- 
garán uno y medio real por cada arroba». 

El Juez de Sección plantea la ardua cuestión 
de esta manera : EU impuesto creado por tal or- 
denanza es general y comprende todos los azúca- 
res elaborados ó introducidos; la cuestión, en- 
tonces, queda planteada en esta forma: ¿el impuesto 
es al consumo ó á la circulación? Observando 
que el impuesto se hace efectivo por arrobas^ y 
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en manos del productor, y no al menudeo y en 
las casas donde se expendiese, resuelve que es á 
la circulación. 

Examinando el caso de Benci y Gia. o. Tucu- 
mán, lo encuentra análoga á este; y respecto al 
caso de Anzoategui (T. 10, causa XII), hace no- 
tar que la ley saltana gravaba en ese caso, con 
un impuesto cada barril de vino y cada barril de 
aguardiente, pero en las casas donde se expen- 
diese. « Y era claro, añade, que vendiéndose el 
artículo en la casa en que se despachaba, el im- 
puesto recaía sobre el consumo y no sobre la cir- 
culación. La Corte dando esta interpretación, y 
declarando que se trataba de consumo, ha guardado 
armonía con el fallo en el caso de Anzoategui, 
con el cual tenía una aparente contradicción». 

La Corte declaró que en los términos del ar- 
tículo de la ordenanza en cuestión: «pagarán uno 
y medio real por arroba, los azúcares que se ex- 
pendan de primera mano», tal impuesto grava el 
primer expendio ó la primera venta que llegue á 
hacerse de azúcares en el Municipio de Salta, re- 
cayendo el impuesto sin distinción, tanto sobre los 
azúcares de producción ó fabricación nacional, 
como sobre los que hubiesen sido despachados en 
las aduanas exteriores; que, por tanto, resultaba 
gravada la circulación de los azúcares inmediata- 
mente de producidos». 

No puedo menos que pedir disculpa á la Suprema 
Corte, en mérito de la exigencia que me han im- 
puesto los demandantes con sus citas— que más 
parecen divagaciones, — de alejarme tanto, como Jo 
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estoy, de nuestro sencillo caso y de la jurispru- 
dencia que le es verdaderannente pertinente. 

¿Qué tienen que ver, en efecto, con el impuesto 
á las ventas, establecido por una provincia sobre los 
ganados nacidos y criados en su territorio, los 
impuestos creados en varias provincias para los 
vinos, aguardientes y azúcares introducidos en 
ellas de Jujuy, Tucumán ó San Juan? Siquiera 
fuera esta materia tan clara y susceptible de ge- 
neralizaciones, que reflejara su luz propia sobre los 
otros casos del derecho federal; pero es justamente 
la más abstrusa, la más sutil, la más flexible y 
cambiante de todas. Fué ella la que, en el caso 
citado de Brown v. Maryland ( Peters 1,pdg 267)^ 
tuvo la rara virtud de hacer brotar de la pluma 
grave y sabia del Presidente de la Corte Ameri- 
cana Marshall, esta bella figura literaria, que en- 
cierra la definición cabal de su enorme dificultad 
jurídica: nThe power and the restricíion on it, 
though quite distinguishable when they do not 
approach each other^ may yet, like the inieroen- 
ing colors between white and hlacky approach 
so nearly, as to perplex the understandmg ^ as 
colors perplex the visión, in marking the distinct- 
ion between theml» El poder (de establecer im- 
puestos) y la restricción de ese mismo poder, aun- 
que completamente distinguibles cuando ño se 
acercan, pueden, sin embargo, como los colores in- 
termediarios entre el blanco y el negro, acercarse 
tanto, como para perturbar el entendimiento, tal 
como los colores perturban la visión al marcar la 
distinción entre ellos!) 
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La parte contraria ha querido llevarnos á los 
colores intermedios; salgamos de ellos, para bus- 
car la luz clara que es la que debe alumbrar esta 
cuestión^ mucho más fácil que aquellas otras. 
Y en prueba de ello, voy á entrar en el estudio 
de varios casos, en los que V. E. ha resuelto 
cuestiones verdaderamente análogas á la sub judioe, 
6 ha fijado reglas directamente aplicables á nues- 
tro caso. 

Unos han sido citados, otros omitidos por la 
demanda. 



Oaso O. 

Luis Resoagli v. Provincia de Corrientes 
T. ?•, pág. 373.— No citado por la demanda 

Caso: La legislatura de Corrientes sancionó eñ 
25 de Abril de 1868, una ley ordenando que las 
tropas de ganados que se formasen para venderse, 
debían abonar un derecho por las guías, y que 
las. cabezas no comprendidas en estas, caerían en 
comiso. 

Kesoagli introdujo una tropa, sin guía, que le 
fué embargada. El colector de hacienda la de- 
claró en comiso. El Gobernador de Corrientes, 
Dr. Guastavino, confirmó la sentencia. Resoagli 
interpuso recurso ante la Suprema Corte, de esa 
sentencia, y fue entonces — que yo sepa— la primera 
vez que esta definió las facultades legislativas y 
por ende impositivas de lasprovinoias, en un fallo 
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que resuelve in terminis nuestro caso, en cuanto á 
la legitimidad del impuesto de guías. 

He aquí las más pertinentes conclusiones de la 
Corte, que por su aplicación transcribo íntegras. 

1"*.— Que la Constitución Federal de la Repúbli- 
ca, se adoptó para su gobierno como Nación^ no 
para el gobierno particular de las promncias^ las 
cunles tienen derecho á regirse por sus institu- 
ciones propias (art. 105); es decir, conservan su 
soberanía absoluta, en todo lo relativo á los po- 
deres no delegados á la Nación (104). 

2^. — Que de esto se deduce, que á ellas corres- 
ponde exclusivamente darse leyes y ordenanzas 
de impuestos locales^ de policía, de higiene y en 
general, todo lo que juzguen conducente á su 
bienestar, sin más limitación que las del art. 108. 

5"*. — Que el recurso interpuesto tiene por objeto 
la revocación de una pena que ha sido impuesta 
al Sr. Resoagli, aplicándole una ley local que 
prohibe la introducción de ganado sin guía, para 
el consumo de la población. 

6^. — Que ya se considere esa ley como de im- 
puestoSy que es la denomina^ción que se le dáy ya 
como de policía^ que es el carácter que prevalece 
en ella, pues tiene por principal objeto, allí, eomo 
en las otras provincias, en que la guía es obliga- 
íoriay prevenir el abigeato en la campaña, el caso 
es de naturaleza criminal, regido por las leyes y 
sujeto á la jurisdicción de las provincias. 

8^ — Que no es exacto que por esta ley se haya 
creado un derecho de exportación, atribuido por 
la Constitución General, al Gobierno Nacional; 
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pues, á más de ser la guía, como se ha observado, 
una medida de policía que puede gravarse con 
un impuesto para costear los gastos que ocasiona 
á la Administración y el ganado no es en las pro- 
vincias un objeto de exportación, sino de con- 
sumo, aunque no esté prohibida su venta para 
conducirlo á las Repúblicas vecinas. 

Después de estas consideraciones, que fundan 
el concepto fundamental de que la jurisdicción 
nacional es incompetente para juzgar de las leyes 
provinciales, y de los actos y procedimientos de 
los funcionarios encargados de su cumplimiento, 
á menos que una disposición constitucional ex- 
presamente autorice el conocimiento, ó se trate 
de una violación de los preceptos de este Código, 
la Suprema Corte se declaró incompetente. 

He allí definidos: la guía como servicio policial 
contra el abigeato: el sello, ó cualquier derecho ra- 
sonable con que se la grave, como retribución de ese 
servicio; y la libertad de la exportación coexis- 
tiendo con el derecho á establecer la guía como 
medida policial. 

Nuestro caso no es empero solamente este: 
es otro mucho más claro: el de imponer á la venta 
y heneficio del ganado criado en la Provincia! 

Oaso H. 

Francisco Arias v. Gobierno de Entre Ríos 
T. 20, pág. 304«— No citado por la demanda 

Caso: Francisco Arias dueño del Saladero Con- 
cepción, en Entre Ríos, dice de inconstituciona- 
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lidad de la siguiente ley de Entre Ríos: «Los cueros 
secos y salados pagarán por derecho de marchamo y 
15 cts. ftes. c/uno, sin perjuicio de lo que. corres- 
ponde $ las Municipalidades». El recurso de in- 
constituQÍonalidad se funda en que esa ley pro- 
vincial, establece un derecho de tránsito, prohibido 
por la Constitución Nacional, y derechos de ex- 
portación y que solo puede establecer el Congreso, 
desde que el derecho de marchamo recae sobre 
la extracción de productos naturales ó fabriles, que 
sirven para el cambio con productos extranjeros. 
(Resultando de la Sentencia de la Suprema Corte, 
f. 308). 

El Procurador General, Dr. Costa, expidió, con 
tal motivo, una breve pero concluyen te vista: 
«Ese impuesto á los cueros, dice, no reúne nin- 
guno de los requisitos que constituyen y carac* 
terizan los derechos de exportación. No es im- 
puesto á los cueros que se exportan, ni con. 
motivo á ocasión de su exportación. Grava igual- 
mente á los cueros que se exportan, yá los que 
se consumen dentro de la misma provincia. Es 
simplemente un impuesto interno^ un impuesto 
localy como el de guías 6 el de saladero>y. 

La Suprema Corte resuelve : que no existe en 
la ley reclamada derecho de exportación ni de 
tránsito, puesto que la ley no grava los productos 
á la salida para el extrangero, ni al pasar á 
otra prooinciay sino indístintamente á todos los 
cueros existentes en la provincia. Que la circuns- 
tancia de que un impuesto provincial grave artícu- 
\qs de producción del país y 6 nacionalizados^ que. 



Digitized by 



Google 



— 8» — 



puedan exportarse^ 6 estén destinados d la ex 
portación^ no constituye el impuesto de exporta- 
ción que solo el Congreso puede establecer, y que, 
como se ha expuesto, es el que se cobra á la sa- 
lida de las mercaderías para el extbrior. 



Oaso I 

Los abastecedores de Tucumán, c. la Municipalidad de 

dicha ciudad 

T. 31, pág 82 (citado por la demanda) 

Caso: Una ley de Tucumán sobre impuestos al 
consumo de animales, fue argüida de inconstitu- 
cionalidad ante la Suprema Corte, por el recurso 
del inc. 2^ del art- 14 de la ley de 14 Septiembre 
de 1863, sobre jurisdicción y competencia: se decía 
que era una ley sentencia, una ley ex-post factOy 
una ley de efecto retroactivo. 

Como se vé, el caso es absolutamente ajeno á 
la discusión sobre la facultad de imponer. 

Sin embargo la Corte declaró: que el impuesto 
sobre los animales que se consumen en el muni- 
cipio de una provincia, no es de los prohibidos 
por los arts. 10 y 11 de la Constitución, ni de 
los que la misma reserva al Congreso por el art. 
67, sino de los que cada provincia tiene la facul- 
tad de establecer, según el art. 104. 

Que reducida la cuestión á saber cuál de los po- 
deres públicos provinciales puede ejercer dicha 
facultad, tal cuestión debe ser exclusivamente re- 
gida por las constituciones locales, pero nunca 
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por la Constitución Nacional, que nada prescribe 
ni determina sobre las atribuciones de los poderes 
públicos provinciales. 



Oaso J. 

Miguel Elorga v. Solano Peña 
Tomo 10, pág. 86 

El caso y los fundamentos de la sentencia de 
la Suprema Corte, están comprendidos en este 
terminante dictamen del Procurador de la Nación, 
Dr. Tejedor, de conformidad con el cual— y sin 
otra consideración — resolvió la Corte, confirmando, 
con cosías, la sentencia recurrida. 

La ley de Santa Fe de 1864, decía el Procu- 
rador, establecía: No es permitida la extracción 
de los animales fuera de los departamentos de la 
provincia^ sin sacar las guías correspondientes, 
sea para el comercio público. . . ó para beneficiar- 
los, ó con cualquier otro objeto: arts. 77 y 78. 

Según otro artículo: no se permite la extracción 
fuera de la provincia de cueros y cerdas, sin 
el marchamo y guías correspondientes. .. Art. 115. 

Nada hay de aduanero en este impuesto: nada 
que mole la Constitución Nacional, la cual solo 
se refiere á los derechos de tránsito sobre «los 
artículos de producción ó fabricación nacional ó 
extranjera, así como á los ganados de toda especie 
que pasen de una provincia á otra». 

No 8é que se pueda definir mejor ni más con- 
cretamente nuestro caso, en cuanto se refiere á 



Digitized by 



Google 



— go- 
la guía. La ley santafecina transcripta, parece el 
modelo de que se copiaron las leyes correntinas 
que examinamos. 

Entre tanto no hemos llegado á un caso en que 
se grave la transacción sobre productos de la pro- 
vincia, como en la ley correntina. 

Ese caso es el siguiente, uno de los que ha 
tenido más resonancia y más luminosa solución. 

Oaso K. 

Pío Chiodi o. Santa Fé 
Tomo 51, pág. 353 

Caso: La ley de 27 de Noviembre de 1891 de 
Santa Fé, cuyo art. 1** dice: Toda transacción so- 
bre trigo y lino que se efectúe en la provincia, 
pagará por una sola vez un impuesto de 10 cen- 
tavos por cada 100 kilos de trigo y diez centavos 
por cada 100 kilos de lino». El art. 1* del de- 
creto reglamentario de 30 de Enero de 1892 es- 
tablece: que deberá satisfacer el impuesto estable- 
cido, todo el que compre, ó hubiere comprado trigo 
y lino en la Provincia, desde la promulgación de 
la citada ley. 

Póngase novillos, bueyes, ganados de cría, etc., 
y es exactamente el impuesto á las ventas de 
Corrientes. 

La demanda de inconstitucionalidad se fundaba 
en los arts. 9, 10 y 11 de la Constitución Nacio- 
nal 1 Ni más ni menos que la nuestra. 

El dictamen del Procurador General, Dr. Kier, 
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es verdaderamente luminoso No puede deducirse, 
dice, más allá del sentido propio de los arts. 9, 
10 y 11 de la Constitución, que solo prohibió laía 
aduanas provinciales y el impuesto al tránsito ó 
simple pasaje de productos. La ley de Sianta Fé 
que grava las transacciones que se realicen dentro 
de la jurisdicción sobre productos ya existentes 
en ellaj sea que por esas transacciones queden 
para el consumo 6 salgan en cualquier oportu- 
nidad, no se refiere á la circulación de los ce- 
reales que de otra provincia atraviesen el territorio 
de Santa Fe, no afecta los productos á su entrada 
ó salida con destino á otro Estado ó territorio: 
por tanto no se contraría á la libertad de la cir- 
culación ó tránsito. 

«Limitada la aplicación del impuesto a/ ca^o cí^ 
venta de cereales, con prescindencia de su circu- 
lación, creo ese impuesto tnn legítimo como el 
que afecta las transacciones sobre bienes raíces ó 
sobre cualesquiera muebles ó semovientes dentro 
de la jurisdicción proüincial.» 

La Suprema Corte abordando el cnso desde el 
más alto punto de vista, estableció: que él se di- 
rigía á averiguar hasta donde alcanza la facul- 
tad de imponer que las provincias argentinas 
tienen, cuando se trata de artículos producidos 
dentro de su propio territorio. 

E interpretando el artículo 9® de la Constitución, 
estableció que él contiene la declaración absoluta 
de que para la Constitución no hay aduanas que 
no sean nacionales; de suerte que los puertos de 
la República, como las fronteras mediterráneas 
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internacionales, no pueden abrirse al comercio 
de importación exterior ó á las exportaciones, 
sino por medio de las autoridades federales. Cual- 
quier impuesto establecido por las provincias sería 
inconstitucional. 

Interpretando el artículo 10, dijo: «Que es solo 
una consecuencia del anterior; y después de recor- 
dar que la palabra circulación había tenido dife- 
rentes interpretaciones en la jurisprudencia, con- 
cluyó que la legislación actual de la Nación y de 
las provincias, ha venido á fijar definitivamente 
el propósito jurídico con que fué incluido en nues- 
tra ley fundamental, á saber: prohibir no solo las 
aduanas provinciales, sino también las aduanas 
interiores; prohibir no solo á las provincias, sino 
también á la Nación, tener aduanas interiores. 

(( Pero esta libertad de circulación territorial, 
añade, — no es en manera alguna la libertad 
que forma la base del comercio y que tiene 
por fines las transacciones, actos y contratos, 
con el objeto de adquirir y trasmitir las co- 
sas sujetas al comercio de los hombres. Si otro 
fuese el alcance del artículo 10 de la Constitución, 
si la circulación por él declarada libre fuese la 
circulación económica, entonces no habría mo- 
mento en que mercadería ó producto alguno, in- 
corporado á la riqueza del país, fuese pasible de 
impuesto, y solo quedarían como materias impo- 
nibles el hombre y el inmueble: la capitación 
y la Contribución Territorial». 

Respecto al artículo 11, dijo: «Que la circulación 
de que habla la Constitución, referente tan solo al 
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libre transporte de ciertos productos y artículos 
en ei interior de la República» es completamente 
diferente del tránsito interprovincial que regla- 
menta el artículo 11. Su único alcance es supri- 
mir, á los efectos comerciales del tránsito, las 
fronteras y las jurisdicciones interprovinciaieSi 
convirtiendo á todo el país en una unidad territo^ 
rial^ sobre la cual pueden transitar libremente^ 
toda clase de artículos, sin poder ser gravados por 
impuesto alguno, al pasar por las diferentes pro- 
vincias que atraviesan, hasta llegar á su destino)). 

Aplicando esos principios, estudia luego la Corte 
6i la ley de Santa Fé ha violado alguna de las 
limitaciones establecidas por la Constitución á la 
facultad de crear impuestos, reconocida política 
y económicamente como esencial en todo Estado^ 
para los fines de la existencia y conseroación del 
Gobierno. 

Las provincias «tienen indisputablemente el 
derecho para gravar con impuestos todas las co- 
sas que, incorporadas á la propiedad común de 
sus habitantes, forman parta de su riqueza ge- 
neral )k 

«Del hecho de haber declarado la Constitución la 
libre circulación de los productos, no puede de- 
ducirse que tales efectos puedan escapar á los 
impuestos provinciales, cuando pertenecieron des- 
de su origen, 6 se incorporaron después á la ri- 
queza local, formando parte de la propiedad en- 
tregada d las transacciones del comercio. Así 
lo han entendido la legislación déla Nación y de 
las diferentes provincias, creando por sus leyes de 
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impuestos derechos sobre efectos de producción 
ó fabricación nacional. 

«En el caso de Santa Fé, no se han gravado los 
granos por el hecho de ser importados á Santa Fé 
ó exportados de ella, ni tampoco por la circuns- 
tancia de atravesar su territorio en tránsito paré 
otra provincia. El impuesto se ha aplicado al 
acto directo de la venta del cereal^ gravando 
las transacciones sobre granos producidos en 
Santa Fé, y las grava, nó al ser exportado el ar- 
tículo, siné en el momento mismo en que la tran- 
sacción se celebra j como un acto de comercio 
interno, sujeto á los impuestos que las provincias 
están facultadas para crear ^ dentro de su propia 
capacidad política^ artículos 104 y 107 de la Cons- 
titución. 

La ley fué declarada por tanto, constitucional. 



Aquí debiera terminar este estudio sobre la 
jurisprudencia, como termina un juicio cuando se 
dicta la sentencia definitiva. 

El caso de Santa Fé al determinar en mérito 
de fundamentos que nadie y menos la parte con- 
traria — ha sido osado á contestar, que las transac- 
ciones sobre productos nativos de una provincia 
ó incorporados á su riqueza, eran materia impo- 
nible para las leyes provinciales, ha terminado este 
género de cuestiones para todo litigante capaz de 
tener la serenidad de no incurrir en temeridades. 
Pero como á mi parte no le ha sido dado el de- 
recho de elegir su adversario, ni menos el de exi- 
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girle que limitara su discusión á lo discutible, 
tengo la necesidad de seguir aún á los demandan- 
tes en el estudio de los casos con que, según 
ellos: «V. E. ha consagrado, dos veces más, los 
verdaderos principios constitucionales relativos al 
objeto de esta demanda » — lo que, dicho sea de 
paso, es la extricta verdad 1 Solo que he conce- 
bido serias dudas de que, quienes tal afírman, ha- 
yan leído siquiera los fallos á que hacen referencia; 
presunción que se hace más formal aún, por el 
hecho de no estar todavía publicados en la colec- 
ción de fallos— á tal punto ellos contradicen las 
pretensiones que intentan tomarlos por argumento 
en su favor! No solo voy á estudiar los dos fa- 
llos más que cita la demanda, sino aún otros más, 
en algunos de los cuales la Provincia de Corrientes 
fué condenada. La parte contraria, sin duda, no 
los conocía, y debería agradecerme este valioso 
contingente que aporto á sus citas, si con el me 
propusiera otra cosa que servir á una enemiga 
nata de sus pretensiones: á la verdad jurídica. 

Siendo la verdad una, se la puede hacer más 
visible cotejándola con las diversas tormafe de 
error; — se llega á la certidumbre, en efecto, lo mis- 
mo demostrando directamente que un enunciado es 
cierto, como demostrando que cualquier enunciado 
que se le oponga es fafóo. 

Los fallos que voy á examinar son el de D. Pe- 
dro C. López V. Corrientes, el de O'Connor, Su- 
buru y Escalada v. Corrientes, el de O'Connor 
V. Entre Ríos y el de «The Colonial and South 
América fresh meat» y otros v. Buenos Aires. 
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Oaso Lj. 



López o. Corrientes 
(Extractado del expediente original) 

Caso: El representante del señor López expuso: 
que las exigencias del negocio de su mandante^ 
te obligan á trasladar, de los dos establecimientos 
de campo de su propiedad que tiene en Corrien- 
tes, á otro también de su propiedad, situado en 
£ntre Ríos, las haciendas que tiene en los pri- 
meros para ponerlas en condiciones de más fácil 
enagenación; que para veriñcar esa traslación 
tiene que pagar un impuesto repugnante á la 
Constitución Nacional, contenido en la ley de la 
43[)ateria, según el cual: «por toda venta ó beneñ^ 
cío de hacienda abonará en la Receptoría respeo- 
,tiva el que adquiera ó beneñcie^ el impuesto que 
•ella determina > presumiéndose^^ según la misma, 
que hay venta siempre que se extraiga hacienda 
dé un establecimiento por otra persona que no 
sea el dueño, y salvo la prueba contraria*. (Re- 
sultando l^ del fallo de 3 de Agosto de 1001). 

A sií demanda acompañaba el Sr. López 2 
guías de 1892; 4 guíasdel año 1895; 2 de 1896; 
2 de 1898; 1 de 1897; y 2 de 1899^ análogas á 
las de estos autos. — (Foja 2 á 13 del expediente 
original). 

Desde luego debo de hacer notar, antes de pa- 
ear adelante, la verdadera incongruencia que re- 
sulta entre el cobro q:ue se había hecho al Sr. Ló- 
pez^ y los términos de la ley en que se fundaba 
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ei cobro. Si la ley era á la venta 6 beneficio, 
¿cómo se cobraba al Sr. López que ni compraba, 
ni vendía ni beneficiaba^ sino simplemente trasla- 
daba? ¿Si la venta se presumía siempre que se 
extrajera hacienda por otra persona que el dueñOy 
cómo había de dejar de entenderse que cuando 
la extrajera el mismo dueño, como en el caso del 
Sr. López, la ley no presumía que hubiera 
venta ? 

¿Por qué se le cobraba entonces al Sr. López, 
dentro de los términos de la ley correntiña ? ¿ Por 
qué esa ley era inconstitucional ? Nó, desde que se 
le cobraba fuera de la ley. Se le cobraba de he- 
cho y por eso el caso estaba regido únicamente 
por la Constitución Nacional, que declara libre el 
tránsito interprovincial de haciendas. 

Creo que, si en vez de acudir á la Suprema 
Corte — cuya jurisdicción era incuestionable —el Se- 
ñor López hubiera acudido á los Tribunales de 
Corrientes, que también eran competentes, por re- 
petición de pago indebido^ hubieran tenido que 
declarar, stricto jure, que las leyes de impuestos 
en virtud de las cuales se había cobrado, no le 
gislaban el caso de un propietario que trasladaba 
su propia hacienda de un establecimiento suyo 
dentro de la provincia, á otro igualmente suyo 
en la provincia vecina, y que, por tanto, el caso 
estaba exclusivamente regido por la Constitu- 
ción Nacional, que es siempre la primera ley que 
todo tribunal de Justicia Argentina debe aplicar. 
Ahí tiene V. E. las leyes de impuestos de 1892 
á 1899, y puede verificar la absoluta verdad de 
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estas afirmaciones. Pero tengo una comprobación 
más breve y más clara: la opinión de la Corte que falló 
el caso. Aquella sentencia, en efecto, no declaró in- 
constitucional la ley y como siempre la ha decla- 
rado en casos análogos; no se refirió siquiera á la 
ley, sino con una discreción insinuante, á la «m- 
terpretación dada por el Gobierno de la provincia 
d la ley de impuestos^» ^ por lo cual solo declaró 
inconstitucional el hecho, «el impuesto cobrado al 
Sr. López»— son sus términos textuales. 

Incuestionablemente las haciendas del Sr. Ló- 
pez, nacidas y criadas en la provincia, al amparo 
de sus instituciones y autoridades, eran materia 
plenamente imponible por la legislatura provincial, 
en todos los momentos y por todas las causas 
que juzgare convenientes: menos por una: por la 
sola causa de la extracción. Esto mismo era lo 
que se había sostenido en la magistral vista del 
Procurador Kier en el caso de Santa Fó: «No po- 
dría imponerse á los productos que salgan de 
Santa Fé, en busca de mercados nacionales ó 
extranjeros, cuando fueran enviados directamente 
por sus propietarios, sin mediar el contrato de 
compra venta, sobre el que la ley impone. 

La Corte, en consecuencia, falló el caso, decla- 
rando inconstitucional el cobro, en nombre de las 
siguientes consideraciones que voy á transcribir 
in extenso — pues la demanda ha tomado por mo- 
delo, hasta el punto de plagiar sus palabras, el caso 
de López, — para demostrar que cada una de las 
proposiciones de la Corte, por argumento a con- 
irariQ sensUy sirve para resolver también en sen- 
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tido contrario el caso de Freitas y Giorgio, por 
ser este directamente la inversa del caso de Ló- 
pez, como va á verse: 

1**.— «Que era un hecho fuera de controversia 
que López había llevado ganados de establecimien- 
tos sayos en Corrientes, á otros suyos en Entre 
Ríos, por cuyo hecho pagó el impuesto; habiendo 
reconocido la provincia, que los pagó por esa tras- 
lación fuera de ella» : 

(1**. — Es un hecho fuera de controversia que 
Freitas y Giorgio no han transportado á Entre 
Ríos un solo animal de algún establecimiento 
suyo en Corrientes, pues no lo tienen; han pa- 
gado en consecuencia el impuesto, no por la 
traslación, sino por la transacción mediante Isrcual 
adquirieron los ganados que transportaron, según 
lo confiesan tácitamente en su demanda y lo prue- 
ban plenamente sus documentos). 

2^— «Que con tales antecedentes no puede haber 
duda de que los ganados de López han sido gra- 
vados al ser exportados, y por causa de esa misma 
exportación . La verdad de esa conclusión se hace 
aun más evidente, observándose que López no hu- 
biera tenido que pagar lo que se le cobró, si la 
traslación de los ganados suyos desde su origen, 
se hubiera operado dentro de la provincia, de uno 
á otro de sus departamentos, porque la ley traída 
á juicio dispone «que quedan exoneradas del im- 
puesto, las haciendas trasladadas de un departa- 
mento á otro por sus propios dueños, sin que 
haya mediado venta»: 

(2'' Que con tales antecedentes no puede haber 
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duda de que los ganados comprados por Freitas 
y Giorgio han sido gravados al ser comprados 
y por causa, no del traslado á Entre Ríos, sino 
de esa misma compra. La verdad de esa con- 
clusión se hace aun más evidente, observándose 
que Freitas y Giorgio habrían tenido. que pagar 
el mismo impuesto, si la traslación de los gana- 
dos la hubiesen hecho, como en varios casos suce- 
dió, tan solo dentro de la provincia ó de uno á 
otro de sus departamentos, porque las leyes de 
impuestos traídas á juicio gravan por igual toda 
oenta de ganado, sin distinción del destino para 
donde se solicita la guía). 

3°. — «Que la diferencia apuntada en el caso de 
López, estando á la interpretación dada por el 
Gobierno á la ley de impuestos, según que la 
traslación se haga para dentro ó fuera de la pro- 
vincia, revela que el impuesto, cuando de lamerá 
traslación se trata, está destinado tan solo á actos 
de exportación para fuera de la provincia, sea con 
destino á otra ó al extranjero»: 

(3**.— Qí¿e la igualdad apuntada^ estando a los 
términos precisos de la ley de impuestos, ya que 
la traslación se haga para fuera ó dentro de la 
provincia, revela que el impuesto, cuando de la 
venta sólo se trata, grava á toda compra-venta 
con absoluta prescindencia del traslado de las 
haciendas, ya sea que lo comprado quede en el 
mismo departamento, se lleve d otro, salga de la 
provincia ó vaya al extranjero). 

4°. -Que resulta así una verdad incontestable 
que la Provincia de Corrientes ha cobrado y el 
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Sr. López ha pagado el impuesto en cuestión, por 
ganados de su propiedad^ extraídos de esa provin- 
cia al ser exportados y por razón de esa expor- 
taciófiy pudiéndose todavía agregar que ese im- 
puesto se le ha hecho abonar sin que hubiera pre- 
cedido operación alguna de compra para la adqui- 
sición, por López, de dichos ganados»: 

f4^. — Que resulla así una verdad incontestable 
que la Provincia de Corrientes ha cobrado, y que 
los Sres. Freitas y Giorgio han pagado el im- 
puesto en cuestión, por ganados nacidos y criados 
en la provincia, de propiedad de sus habitantes, 
en el momento de comprarlos y por razón de esa 
compra, en mérito de la cual les otorgaron los 
vendedores los certificados con que comprobaron 
la propiedad, para acogerse á la protección poli- 
cial de la guía, que les fué expedida para trans- 
portar lo que habían adquirido legítimamente, desde 
el sitio de la compra, hasta donde lo tuvieran á 
bien, dentro ó fuera de la provinci^í) 

5°. — «Que los arts. 9 y 10 de la Constitución 
Nacional en cuanto prohiben toda otra aduana 
que la Nacional, y declaran libre de derechos la 
circulación de productos en el interior de la Re- 
pública; y el 108 que prohibe á las provincias es- 
tablecer aduanas provinciales, son contrarios al 
gravamen impuesto á los ganados de López por 
causa de su extracción, con destino á la Provincia 
de Entre Rios. 

Que así lo tiene establecido la jurisprudencia 
de la Corte en casos análogos, como el de Mendo- 
za hermanos v. la Provincia de San Luis y Fran- 
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cisco de las Carreras v. la Provincia de Corrientes, así 
como la sentencia del caso Chiodi y otros v. Santa 
Fé, en la que se hace constar por el mérito que 
tiene para la rCsSolución, que: «la ley de Santa Fó 
no afecta con el impuesto que crea (á los cérea-, 
les producidos en su provincia) actos de importa- 
ción, de circulación ó de tránsito de cereales» ; «que 
no grava los granos por el hecho de ser importados á 
Santa Fé ó exportados de ella», es decir, todo 
lo contrario de lo que sucede en el presente caso, 
en que se trata de un impuesto cobrado y pagado, 
con motivo y por el hecho de la exportación de 
ganados de la Provincia de Corrientes para la de 
Entre Ríos». 

(5^— Que los arts. 9, 10, 11 y 108 de la Cons- 
titución Nacional^ se refieren todos á gravámenes 
sobre la libre circulación de los productos, y, por 
consiguiente, no son aplicables al caso en que el 
impuesto recae sobre un acto de comercio interno y 
celebrado dentro de la jurisdicción de una pro- 
vincia, con absoluta prescindencia de su circula- 
ción interprovincial ó exterior; que así lo tiene 
resuelto la Corte que ha declarado inconstitucio- 
nal la ley de San Luis en el caso de Mendoza, 
porque esa imponía literalmente á «los artículos 
que se extrajeran fuera de ella»; y la aplicación 
de hecho de la ley de contribución directa de Co- 
rrientes (no la ley misma, que no legislaba el caso) 
porque gravaba la extracción por la vía fluvial 
de los frutos del país; y á la vez, en el caso con- 
trario, en que el impuesto recaía sobre las tran- 
sacciones en productos propios de una provincia. 
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como en el caso Ghiodi v. Santa Fe, ha declarado 
que tal ley «no gravaba los actos de importación, 
exportación, ni tránsito; que no grava los granos 
por el hecho de ser importados á Santa Fé ó ex- 
portados de ella», es decir exactamente lo mismo 
que en el presente caso, en que se trata de un 
impuesto cobrado y pagado con motivo y por el 
hecho de la transacción sobre ganados, con abso- 
luta prescindencia de la exportación ó traslado 
de esos productos) . 



Después de esto, creo que V, E. ha de convenir 
en que la hipótesis más benigna que he podido 
atribuir á los demandantes, es la de que no hu- 
bieran leído la sentencia en el caso de López. 



Caso M. 



O^connor, Suburu, Escalada y otros v. Corrientes 
(Fallado el 6 de Julio de 1901— Extractado del Expediente original) 

Caso — Para hacer más perceptible la diferencia 
entre la ley de impuestos de Corrientes de 1882, 
sobre la cual versó este juicio, y la que nos ocupa, 
voy á poner en columnas paralelas las disposicio- 
nes correlativas de una y otra. 
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Ley de 1882. 



Según las constancias de 
autos, 

Art. 114 — Las tropas 
de ganados que se for- 
men* para venta, trasla- 
ción 6 consumo, abo- 
narán, en la Receptoría 
respectiva, el impuesto 
que á continuación se 
determina. 



Leyes DE 1892 Á 1900. 

Según los folletos y guias 
presentados. 

Ley de ventas y con- 
sumo de haciendas — Vot 
toda tenia ó beneficia- 
miento de hacienda, abo- 
nará en la Receptoría 
respectiva, el que ad- 
quiera ó beneficie. 



Como se vé, se trata de dos casos completa- 
mente diversos. La ley de 1882, limitándonos al 
caso O'connor, grava el traslado de las tropas, ya 
se opere ese traslado por motivo de venta ó con- 
sumo, ó por cualquier otro motivo, pues no dis- 
tingue. Las leyes últimas gravan la oenta 6 el 
consumo, ya se trasladen ó no las haciendas. 

Presentándose los saladeristas de Entre Ríos á 
exponer que las haciendas que habían trasladado 
habían sufrido el impuesto, por ese traslado^ y 
guardando el más absoluto silencio la provincia, 
pues el juicio se siguió en rebeldía, (auto de 18 de 
Abril de 1886), ¿qué podía y debía resolver la 
Corte en presencia de aquella ley, y en presencia 
de tal ca^Oy pues como lo tiene declarado en in- 
numerables ocasiones ella no resuelve cuestiones 
teóricas, resuelve el caso sub-Judice, según lo ale- 
gado y probado? ¿Podía resolver que se trataba 
de un gravamen á la compra que habían hecho 
los saladeristas, ó de un acto de comercio interno? 
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Paréceme difícil qne ningún práctico pudiera 
sostener tal resolución, en presencia de lo pres- 
cripto por la ley 3, título 10, partida 3', que no 
procede juzgar de lo que no ha sido materia de la 
litis-contestación; y por el art. 185 de la ley de 14 
de Septiennbre de 1863: «declarado en rebeldía el 
demandado, el actor obtemlrá lo que pidiere, si 
fuere justo» Los demandantes habían expuesto, 
en su demanda, que se les había cobrado el im- 
puesto por trasladar sus haciendas de Entre Ríos 
á Corrientes — y el traslado resultaba piobado. La 
ley en virtud de la cual se cobraba el impuesto, 
decía, en efecto: «por las tropas de ganndo que se 
formen para la venta, traslación, 6 consumo»; 
los actos de los demandantes cabían, pues, per- 
fectamente, dentro de esa ley, imf)ortando bien 
poco que la traslación hubieni sido antecedida de 
una compra-venta, pues la ley, interpretada lite- 
ralmente, no grava las oentas de haciendas para 
formar tropas y sino las tropas qu(i s« formen para 
venta, traslación 6 consamoy sin distinguir si se 
vende antes ó despulís de hecha la tropa, y permi- 
tiendo que se entienda que la venta será después. 

El impuesto, tal como lo presentaban los de- 
mandantes, era en el acto de la exportación y por 
causa de esa misma exportación: no en el mo- 
mento de la venta, ni por causa de esa venta. 

Sin duda alguna, la provincia habría podido de- 
mostrar que la interpretación constante y práctica 
de esa ley, era un impuesto á las ventas de sus 
haciendas propias, y que las haciendas traspor- 
tadas habían sido objeto de una transacción in- 
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terna; pero es que no lo demostró, no alegó nada, 
se calló, incurrió en rebeldía y en consecuencia, 
la Corte cumplió sencillamente con la ley, dando 
al demandante lo que pedía, que dentro de los 
términos visibles de la ley, parecía justo. 

Así el Procurador General de la Nación hizo 
notar expresamente que «no era este el impuesto 
de guías, ni tampoco un impuesto de corrales, de 
abasto ó consumo». Que él se referia á las tropas 
formadas para «la traslación 6 consumo por causa 
de venta» (y no «á las ventas dentro de la jurisdic- 
ción de la provincia, sobre productos ya existentes 
en ella, sea que por esas transacciones queden para 
el consumo ó salgan en cualquier oportunidad»; — 
Fallos t. 51 , pág. 353 — como en el caso de Chiodí 
ü Santa Fé y en el actual) de modo que, con- 
«creta ndo su prescripción al caso sub-fudicey de los 
«saladeristas que compran haciendas en la provin- 
«cia de Corrientes para exportarlas á Entre Ríos, 
«el Uruguay, ú otro punto, el impuesto grava la 
«exportación de ganados en pié. Y que este es el 
«objeto primordial de la ley, lo confirman las 
«excepciones que espresamente refiere más ade- 
alante, art 116, donde exceptúa del impuesto la 
«traslación de hacienda de un departamento á otro 
«de la provincia y el trasportado para el consumo 
«de los municipios. Si se exceptúa las traslacio- 
«nes al interior de la provincia y el consumo de 
«sus poblaciones, el impuesto afecta expresamente 
«la exportación de ganados, sea con dirección á 
«los estados federales, sea hacia el exterior de la 
«República». 
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Gomo ya lo hemos visto, estas desigualdades 
entre la circulación interna y la circulación inter- 
provincial y exterior, no existen en ninguna de las 
leyes de 1892 á 1901; según estas leyes, como 
no es la circulación ó traslado, sino la íransac- 
cióriy la compra-venta y lo que se grava, es indi- 
ferente el destino que se dé á las haciendas para 
dentro ó fuera de la provincia. Esta igualdad 
en el gravánnen sobre las haciendas conapradas 
para ser trasladadas ó beneficiadas dentro de la 
misnna provincia, con el gravánnen para las que 
han de ser llevadas fuera de ella, es el razgo 
característico, la piedra de toque de la constitucio- 
nalidad de toda ley de impuestos, pues, como he- 
mos de verlo mas adelante, el génesis do las dis- 
posiciones constitucionales que restringen el poder 
impositivo de las provincias, re.^ideenel principio 
de la igualdad de los estados federales y la con- 
siguiente supresión, no sólo en las provincias, sino 
aún en la nación, de toda facultad para crear dife- 
rencias económicas entre los habitantes de un es- 
tado y los de otro. 

Una prueba más de la antítesis de las leyes 
de 1892 adelante, con la de 1882 del caso O'Gon- 
nor, Suburu etc.: el mismo sabio magistrado, cu- 
yas palabras sobre la ley de 1882 acabo de 
transcribir, opinó, en el caso de Lópe^ o. Cor- 
rientes ^ en pro de la constitucional idad de las le- 
yes de impuestos de 1892 á 1899 que compren- 
dían las gilfas presentadas por López— lo que 
demuestra que esas leyes son completamente di- 
versas de las del caso O'Connor, Suburu etc. 
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«Él impuesto de guías, dijo, en la vista del 
caso de López, para la extracción de ganados, 
ha sido establecido en la Provincia y aceptado 
por el nf)isnno recurrente. Ese impuesto recaído 
sobre ganados producidos en los establecimientos 
radicados en la Provincia y sujetos á su jurisdic- 
ción, es no solo un derecho atributivo de esa 
jurisdicción, que no limita disposición alguna del 
Código fundamental, sino también un beneficio 
para los criadores. Si los ganados impuestos se 
consumen dentro de los límites de la provincia 
ó se llevan para su consumo á los estableciniien- 
tos saladeristas y esta distinción no afecta princi- 
pio alguno de orden constitucional». 

«Lo único que la Constitución prohibe son los 
derechos Hamados de tránsito, esto es, el paso de 
productos no incorporados d la riqueza proüin- 
ciah). 

tCuando se trata de productos naturales, nací 
dos y criados en la jurisdicción provincial, que 
se extraen de su jurisdicción para el consumo en 
ella, ó en los saladeros limítrofes, el caso difiere 
sustancialmente del prohibido en los términos res- 
trictivos de la (Constitución. Ruego á V. E. se 
sirva declarar que no existe la inconstitucionali- 
dad denunciada contra la ley de la Provincia de 
Corrientes, que ha establecido el derecho de guías 
para la extracci^m de los ganados producidos y 
criados en los establecimientos rurales sujetos á 
su jurisdicción». 

Es cierto que el fallo de la Corte, en este caso, 
no fué favorable á la Provincia: pero también es 
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cierto que no fué contrario 6 la vista dd señor 
Procurador, La ley, en efecto, en cuanto esta- 
blecía el impuesto, no fué declarada inconstitu- 
cional, lo que tácitamente implicaba declarar su 
constitucionalidad: el caso del señor López, como 
lo he demostrado, no estaba regido por sus pres- 
cripciones: se declaró solo repugnante á la Cons- 
titución el cobro que se le había hecho, en virtud 
de t/a interpretación dada por el Gobierno de 
Corrientes á la ley de impuestos; interpretación 
que, cobrando derechos al dueño que llevaba sus 
haciendas é otra provincia, cuando, según la ley 
de impuestos, las haciendas trasladadas de un 
departamento á otro de la Provincia por sus due- 
ños, sin mediar venta, quedaban exoneradas de 
impuestos», revelaba que el impuesto, en el caso 
del señor López, tenía por origen exclusivamente 
una desigualdad, de la que era única causa el 
acto de la exportación y no el impuesto uniforme 
sobre (da extracción de las haciendas de su ju- 
risdicción, para el consumo en ella ó en los sa- 
laderos limítrofes», caso de igualdad, que era el 
propuesto y resuelto como perfecta ní>ente cons- 
titucional por el señor Procurador. Tal caso es 
recien, verídicamente, el que tenemos nosotros, 
simplificado todavía, hasta la evidencia, por el 
hecho de haberse impuesto la centa del ganado 
producido en la Provincia, como acto de comercio 
interno, sin consideración alguna á su traslado 
ó extracción. 
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Volviendo, aún, al caso de O'Connor, Suburu 
y Elscalada, dejaré constancia de que estos ha- 
bían protestado antes de pagar; y de que la sen- 
tencia de la Corte se funda en las siguientes 
consideraciones, que confirman las teorías que 
sostengo, y hacen notar la calidad del juicio en 
rebeldía: 

1* — En el texto expreso de la ley de impues- 
tos de 1882 y en la comprobación, con las guías, 
del traslado efectuado á Entre Rios de las tro- 
pas de animales que allí (en Corrientes) forma- 
ron. (La Suprema Corte no pudo hablar, ni ha- 
bló de que hubieran comprado ó nó las haciendas: 
eso, ante el texto de la ley y el hecho del tras- 
lado invocado como fundamento de la demanda, 
sin contradicción, por el demandante, habría sido 
exceder la atribución judicial de fallar secundum 
allegata et probata). 

2" — En que «tanto la disposición legal, como 
el hecho del traslado producido, (únicos extremos 
sobre que podía fallar la Corte) revelan de una 
manera clara que los ganados han sido grava- 
dos al ser exportados, y por causa misma de 
esa exportación. 

S''— Que la verdad de esta interpretación se evi- 
dencia por el hecho de que está exceptuada de 
impuestos por la ley del 82, la traslación de un 
departamento á otro Así, una tropa de 2000 
cabezas pagaría 1500 $ por salir de la provincia, 
y 7 $ por ir de un departamento á otro. 

4**— Que la diferencia apuntada, revela que se 
ha gravado la mera traslación^ cuando se realiza 
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para fuera de provincia, con lo que se grava él 
hecho de la exportación, á diferencia del caso de 
O'Connor v. Entre-Rios. en que se hizo constar, 
que á los ganados introducidos de fuera de la 
provincia, se los gravaba diferencial mente, no con 
el fin de gravar la importación, sino con el de 
reducir el impuesto en relacitm á esos ganados, 
en el interés de la industria gravada». 

En consecuencia, se declaró inconstitucional la 
ley y se mandó devolver lo pagado bajo pro- 
testa. 



Al final de la sentencia se loe un voto en di- 
sidencia del doctor Torrent, en el que palpita toda 
la verdad sincera de los hechos, iluminada por 
el espíritu patricio de aquél eminente ciudadano. 

((No es cierto dice, que los derechos abonados 
en las receptorías por los encargados de los sa- 
laderistas, procedan de la supuesta exportaci(')n 
que acusan, sino de la transacción áe compra que 
efectuaron; derechos que se estaban adeudando en 
el momento de sacar las guías, y que tomaron 
ellos á su cargo pagar. 

«Es una demanda injusta y temeraria, que se 
encamina á conseguir la devolución de dineros 
percibidos por la provincia en virtud de una ley 
que estaba en sus facultades dictar, cuyo reem- 
bolso, si fuere ordenado, permitiría á los deudo- 
res consumar la defraudación, siendo imposible 
á la parte perjudicada el recobrarlo, trastornán- 
dole todo su sistema tributario y rentístico, y 
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dejándola envuelta en un profundo desorden finan- 
ciero, de que no podría salir en mucho tiempo». 
Pero después de leer ese brillante voto, uno se 
pregunta: Y ¿quien alegó en el juicio los hechos 
que lo fundan? Cuando Ja parte interesada calla, 
¿puede acaso el juez sustituirla, para poner de su 
ciencia propia, lo que ella no alegó? Con la sere- 
na franqueza que se me impone al examinar los 
fallos de la Suprema Corte, ante ella misma, opi- 
no que, si el fallo del Dr. Torrent fué el fallo en 
teoría y conciencia, el fallo de la Corte fué el 
fallo en derecho y sobre el expediente; y después 
de él, sus autores—que pesaron mucho, segura- 
mente, los datos fídedignos y las honradas razo- 
nes y los peligros graves que les demostró el 
ilustre correntino— pudieron repetir las austeras 
palabras de Marshall, ante la gran espectativa 
que provocó en Kstados Unidos el juicio por in- 
constitucionalidad del privilegio de navegación acor- 
dada por la legislatura de Nueva York á Fu I ton 
y Livingston : The judges musí exerciae, in the 
examinatioa on the subject^ that understanding 
which promdence has bestowed apon therriy with 
that independence which the people ofthe United 
States expect from this department of the go- 
cernmení ! 

Oaso N. 

0*connor, Suburu y Laurencena v. Entre Rios 
Extractado del expediente original 

Caso: Fué tachado de inconstitucional un im- 
puesto provincial, que establecía cincuenta centavos 
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por ciada animal vacuno introdacfdo en los sala- 
deros ó graserias, cuya procedencia sea directa- 
mente de fuera de la provincia. 

La Suprema Corte declara constitucional el im- 
puesto: 

V Porque no grava el trán-ito, desde que no 
afecta ganados que pasen á otra provincia ó al 
exterior, atravesando el territorio de aquella. 

2" Porque el gravamen no recae sobre la im- 
portación sino sobre su faena ó elaboración en 
establecimientos saladeriles, de tal suerte que sin 
ella, el impuesto no existe. 

3*^ En que la provincia grava su propia indus- 
tria, cuando ya los ganados se incorporan á su 
riqueza, de suerte que el impuesto recae sobre 
las transformaciones de la materia prima impor- 
tada, en otros artículos de comercio que son de 
producción de Entre RioSy y no déla importación 
del extranjero ó de otra provincia. 

4'' Que la diferencia de la tasa del impuesto 
respecto del ganado de la localidad y el del im- 
portado, es en favor del saladero. 



A este respecto, argüía el Dr Torren t en el 
voto en disidencia citado, con estas ilevantables 
razones: Sería contradictorio con la verdadera doc- 
trina constitucional, admitir que Kntre Ríos pue- 
de gravar con impuestos de entrada, expresamen 
te designados, (por cada animal vacuno cuya 
procedencia sea directamente de fuera de la pro- 
vincia. Ley entrerrianaj los ganados que le lle- 
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guen de Comentes, solo porque ellos van desti- 
nados á formar parte de su riqueza; y se desco- 
nozca á ésta, la facultad de imponer cualquier 
gravamen en el acto de formarse las tropas que 
pertenecen á su riqueza originaria, y se hallan 
todavía en su suelo, solo porque pueden ser des- 
tinados á una extracción para cualquier parte ! 



The Colonial &. South América & v. Provincia de 
Buenos Aires 

No publicado ^Del expediente original 

Este es el leading case de nuestra jurispru- 
dencia. 

Varios exportadores de ganado en Buenos Aires, 
que habían pagado, bajo proi esta, el impuesto de 
guías de dicha Provincia, reclaman la devolución 
por ser inconstitucional la 4ey que dice: «Las 
guías de ganado á que se refiere el Código Rural, 
se extenderán en papel sellado con arreglo á la 
siguiente tarifa. Sigue la tarifa. 

aLos Juzgados de Paz continuarán otorgando en 
el papel sellado que la ley determine, guías para 
la extrax^ción que quiera hacerse, precisamente 
de sus respectivos partidos, de todas clases de ga- 
nados». Sostienen que este impuesto es contrario 
al art. 10 de la Constitución Nacional, en cuan- 
to impide la circulación territorial de artículos de 
producción nacional. 
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La Suprema Corte resume toda la jurispru- 
dencia constitucional, en las siguientes conclusio- 
nes, que despojo de su sólida argumentación, para 
entresacar solo sus aforismos: 

1** El art 10 de la Constitución debe entenderse 
que prohibe á la Nación crear aduanas que no 
sean exteriores y á las provincias crear impuestos 
con motivo de la intioducción ó extracción de 
efectos locales, dé ó para otras provincias ó te- 
rritorios. Ese art'^culo no prohibe los impuestos que 
graven la circulación dentro de cada provincia 
ó los valores que cQnstituyen su riqueza pública. 

2** El comercio cuya reglamentación incumbe 
al congreso, es el exterior é interprovincial (¡nc. 12 
art. 67). La facultad de reglar el comercio local 
— en cuanto no está regido por el Código de Co- 
mercio—es de las provincias y puede ser fuente 
legítima de impuestos, cualquiera que sea la for- 
ma que las provincias adopten discrecionalmente 
á tal fin, en uso conveniente ó perjudicial de su 
soberanía. 

3® Para los fines de la Constitución, es riqueza 
pública imponible en cada provincia lo que no 
está de tránsito^ ó recien importado, 6 es de la Na- 
ción, ó pertenece á empresas creadas por leyes 
nacionales. 

4° No es admisible cualquier distinción que 
quiera hacerse en la clase de esa riqueza, desde 
el punto de vista de sus formas de producción, 
distribución y consumo, pues estos fenómenos eco- 
nómicos, únicamente deben ser examinados para 
el objeto de determinar el momento en que los 
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valores importados á una provincia se incorporan 
á los de producción local. 

5"* La jurisprudencia nacional, como la de los 
Estados Unidos, ha declarado válidos los impues- 
tos locales al comercio exclusivamente interno. 

En consecuencia, no se hizo lugar á la deman- 
da con la única excepción de tres casos, en que 
lo cobrado, había sido únicamente con motivo del 
embarque de frutos del país en los vapores He- 
iiades Meath y otros con destino á Liverpool 
para ser exportaxios. 



Me excuso de hacer aplicaciones prolijas de la 
doctrina de este fallo á nuestro caso, porque to- 
dos y cada uno de sus considerandos parecen cal- 
culados para resolverlo en favor de la Provincia. 
Así resulla que Corrientes ha podido gravar den- 
tro de su circulación económica, los actos realiza- 
dos, sobre sus ganados propios, sin que sea ad- 
misible cualquier distinción que quiera hacerse 
sobre el destino, distribución ó consumo de esos 
ganados, dentro ó fuera de la provincia, cuando 
el impuesto solo gravaba el acto de comercio in 
terno. 
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XIÍ 



Nuestro caso ante la doctrina 

EL AUTO GOBIERNO PROVINCIAL 

Después de la jurisprudencia que es la vida 
práctica de la ley, examinemos la doctrina que 
es el principio vital que la ha guiado. Así como 
en los seres á quienes anima una misma vida, 
hay unos perfectamente conformados y otros de- 
formes, raquíticos y monstruosos, así en la juris- 
prudencia, inspirada por una misma ley, hay casos 
deficientes, mal formados y mal desarrollados — 
vale decir, mal entablados y mal defendidos por 
sus autores, que son los litigantes y no los jueces 
-en los cuales la aplicación correcta de la misma 
ley produce resultados aparentemente contradic- 
torios con aquellos obtenidos en los casos sanos 
y libres de error y abandono. 

Por eso la jurisprudencia sola no basta: el stare 
decisis no concluye, sobre todo si se versan en 
el pleito importantes principios constitucionaJeSi 
«en cuyo caso, dice Cooley, en el estudio acaso 
más completo y de tendencias más uniformistas 
de la jurisprudencia que se haya hecho, respecto 
á la interpretación de las leyes políticas, «en cuyo 
caso una decisión judicial no tiene nunca tal fuer- 
za de absoluta finalización (conclasweness) áe la 
doctrina, respecto á otras partes, como sé admite 
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que la posee respecto á las partes que han in- 
tervenido en el litigio. Cooley^s constitucional 
Limitations p. 60 Edición de 1883. 

He demostrado que nuestro caso ha sido re- 
suelto in terminis en el caso de Chiodi o. Santa 
Fe; y en el de The Colonial ^ South América 
V. Buenos Aires , y por implicancia, en todos los 
otros. Pero quiero concederle á la parte contra- 
ria los derechos de la discusión del caso propues- 
to, ante la doctrina, y hasta quiero admitir que 
ella pudiera aspirar á transformar la jurispru- 
dencia en que ha intentado apoyarse. 

Para abordar este estudio necesitamos mirar la 
construcción constitucional desde más lejos y de 
más arriba, para que aparezcan las líneas de 
conjunto, y no nos espongamos á confundir al- 
gún secundario tabique divisorio, que baste y so- 
bre para delimitar estas cuestiones, con las arca- 
das maestras del edificio, bajo las cuales querría 
colocarles la ampulosidad legal del interés pri- 
vado. 

El concepto de una ley inconstitucional j es, en 
si mismo, un concepto contradictorio en todo país 
que, como la Inglaterra, invista á su parlamento 
con los poderes legislativos y constituyentes á la vez. 

Lo que se llama en Inglaterra estatutos cons- 
titucionales, dice Bryce, en su admirable Ameri 
can Commonoealth, tales como la Magna Carta, 
el Bill of RightSy el Act oj Settlement, el Act 
of Union with Scotland and Ireland^ son simple- 
mente leyes ordinarias que pueden ser derogadas 
en cualquier momento, exactamente del mismo 
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modo que se puede derogar el acta que estableció 
un camino real ó disminuir los impuestos al ta- 
baco». ¿Qué ley dictada por el parlamento podría 
ser inconstitucional en Inglaterra, donde no hay 
constitución, donde el parlamento es una perpe* 
tua convención? 

Pero desde el día en que la corriente de la his- 
toria, ayudada por una generación de hombres ex- 
traordinarios, creó en los Estados Unidos un sis- 
tema de gobierno, que entre el poder directo y 
absoluto del pueblo gobernando en la plaza pú- 
. blica, como en Atenas, y las facultades ilimitadas 
de los representantes del pueblo, como en Ingla- 
terra, estableció una forma de vida política interme- 
dia, que participaba de ambas^ exigiendo un ins- 
trumento escrito llamado Constitución,, originado 
en el pueblo y reformable por él, pero destinado, 
mientras no fuera alterado, á marcar la extensión 
de los poderes de cada departamento de gobier- 
no, de los que no podía ser privado por el pue- 
blo mismo ni por sus representantes, á la vez 
que establecía la extensión de los derechos de los 
individuos y de las colectividades orgánicas que 
constituían la Nación, ese día pudieron existir 
leyes inconstitucionales ^ usándose en esta frase la 
palabra constitución en sentido restrictivo, es de- 
cir, según expone Colley, «como implicando que 
el instrumento escrito, establecido por el pueblo 
de los Estados Unidos, es la regla absoluta de 
acción y decisión, con respecto á todos los puntos 
previstos por él, y en oposición al cual, todo acto, 
de cualquier departamento de gobierno, ó aun 
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del mismo pueblo, sería completamente nulo». 
Constituíional Limttaüons, p. 3. 

Como el conflicto que tenemos á estudio, se pre- 
tende quees entre la Constitución y el poder de crear 
impuestos de una provincia, establezcamos, en 
primer lugar, qué es la Nación y qué son las 
provincias, desde el punto de vista constitucio- 
nal. Las provincias, detinidas dentro de los tór 
minos de la Constitución, son los centros de so- 
beranía local que conservan todo el poder no de- 
legado por la Constitución, para formar el Gobier 
no Nacional (art. 104). La Nación es la suma 
de poderes delegados por las provincias para for- 
mar un gobierno común* De aquí se sigue, que 
el poder de la Nación es expreso^ limitado^ ex- 
cepcional ,y supremo — por cuanto se refiere á la 
colectividad nacional; — y que el poder reservado 
por las provincias en todo cuanto no han delegado, 
es absoluto y abarca toda función comprendida 
en el concepto del Rstado. 

Esta teoría, que fluye de los términos precisos 
de la Constitución, ha sido desarrollada por la 
Suprema Corte en varias decenas de causas, que 
en mérito á la brevedad no citaré, refiriéndome 
únicamente al Manual de la Constitución del Sr. 
Joaquín González, pág. 703 y sig., en el que esr 
tan todas citadas, á la vez que las decisiones y 
autoridades norteamericanas, según el plan de ese 
libro, el más científico y fidedigno que conozca 
escrito sobre nuestra constitución, por cuanto no 
ha avanzado una palabra, sin basarla en una auto- 
ridad inconmovible. 
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La Suprema Corte ha resuelto, de perfecto acuer 
do con la regla que dejo sentada y con la juris- 
prudencia y la doctrina norteannericanas, que los 
actos legislativos de una provincia no pueden ser 
invalidados sino en estos tres casos: 

1**. — Cuando la Constitución conceda al Con- 
greso, en términos expresos^ un poder exclusivo. 

2°. — Cuando el ejercicio de idénticos poderes ha 
sido prohibido á las provincias. 

3*^.^-Cuando hay una directa y absoluta incom-, 
patibilidad en su ejercicio por las provincias. 
Tonno 3®. pág 131 y sig. 

Todo lo que no sea concesión exclusiva al Con- 
greso; prohibición expresa á las provincias; ó di- 
recta y absoluta incompatibilidad, entra en el po- 
der ilimitado, absoluto, de las provincias, de go- 
bernarse por sí mismas. ÍArts. 33 y 104 de la 
Constitución). 

«La (Constitución federal de la República se 
adoptó para su gobierno como Nación, no para 
el gobierno particular de las provincias, las cua- 
les, según la declaración del art. 105, tienen de- 
recho á regirse por sus propias constituciones y 
elegir por sí mismas sus gobernadores, legisla 
dores y demás empleados; es decir* que conser- 
van su soberanía absoluta en todo lo relativo á 
los poderes no delegados á la Nación, como lo 
reconoce el art. 104 de la Constitución.» (Fallos 
tomo 7, pág. 386; tomo 9, pág. 277). 

«Jamás se ha discutido, en todo cuanto conozco 
— dice Redfield— que las legislaturas america- 
nas tienen el mismo ilimitado poder respecto á la 
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legislación, que reside en el Parlamento británi- 
co, excepto cuando están restringidas por sus 
constituciones escritas. Eso debe considerarse 
— pienso — que es un principio fundamental de la 
organización política de los Estados Americanos. 
No podemos comprender como, en principio, pue- 
da ser de otra manera. El pueblo debe, natu- 
ralmente, poseer todos los poderes legislativos 
originales. El los ha confiado (commitíed) de 
la más general é ilimitada manera á las varias 
legislaturas de los Estados, salvando únicamente 
aquellas restricciones impuestas por la Constitu- 
ción de los Estados unidos, ó del Estado particu- 
lar en cuestión. Cooley^ LimitaíionSy p. 107 y nota 
2*, en que cita toda la jurisprudencia amerioena 
al respecto. 

De la ¡limitación de los poderes de la provincia 
y de la enumeración y carácter excepcional de los 
de la Nación, derivan aun estas reglas conocidas 
de la jurisprudencia americana, para los casos 
de conflicto entre la esfera de acción de las le- 
yes nacionales y provinciales: «Si hubiera una 
razonable duda en cuanto á la constitucionalidad 
de un estatuto, debe resolverse la duda en favor 
del estatuto: {1/ there be a reasonahle doubt as 
to the coastitationality of a statate^ they will 
salve that doubt in favoiir of the statute). Cuan- 
do la interpretación de un estatuto es dudosa, 'se 
debe adoptar una interpretación que armonice 
con la Constitución y lo habilite para que tenga 
efecto: {^here the construction of a statute, is 
doubtful they will adopt such construction as 
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teill harmonice with íhe constitution^ and enable 
it to take effect). 

La presunción es en favor del acto legislativo 
y to4o el peso de la prueba recae sobre el que 
niega su constitucionalidad: {It has been truly 
said, that the presumption ís 'n favour of every 
legislatioe act, and that the- whole barden of 
proqf lies on him who dentes iís constitationaltty. 
Mar^hall, en el caso Broten v. Maryland. Whea- 
tom 12 pág 263. 

Como V. E. tiene declarada en varios fallos la 
autoridad supletoria de los fallos de la Suprema 
Corte Americana, estas reglas están incorporadas, 
en rigor, á nuestra jurisprudencia Nacional. 

Ahora, viniendo al caso de la ley de impuestos 
dictada por la legislatura de Corrientes, sobre los 
ganados que forman su riqueza propia, que es el 
caso de inconstitucionalidad propuesto, la primer 
pregunta que tenemos que proponernos es esta : 
¿Ha podido gravar la Provincia esos ganados? 

La doctrina, la Constitución, los autores, la 
jurisprudencia propia y americana, están contes- 
tes en una respuesta absolutamente afirmativa 

La Suprema Corte ha resuelto no sólo «que 
como punto departida en todas estas cuestiones se 
debe reconocer el derecho que, indisputablemente, 
tienen las provincias para gravar con impuestos 
todas las cosas, que incorporadas á la propiedad 
común de sus habitantes, forman parte de su rique- 
za común», sino también que la Justicia Nacional 
no puede entender, siquiera, en las reclamaciones 
de los particulares por cobro de impuestos en las 
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provincias: «Cuando se trata de innpuestos pro- 
vinciales, dice en el tonno 22, pág. i 07, su re- 
caudación, de carácter esencialmente administrati- 
vo, no puede entorpecerse por la Justicia Nacional; 
y ella sería paralizada por ésta, y privados desús 
rentas los gobiernos de provincia, si entrase á 
conocer en juicio ordinario de las demandas, que, 
so pretesto de ser inconstitucionales dichos im- 
puestos, se llevasen ante ella, por los que preten 
den exonerarse de su pago». «Mientras la ley 
no sea declarada inconstitucional, en juicio con- 
tencioso ante la Suprema Corte, por demanda 
contra la Provincia que la aplicó en el caso ocu- 
rrente, no puede la justicia federal estorbar la 
percepción del impuesto». (Tomo 17, pág. 135). 
La doctrina, por otra parte, tiene definido como 
el atributo primordial del auto Gobierno provin- 
cial, el de levantar impuestos. Y así Desty, en 
su obra, clásica en la materia, On Taxations, ha 
definido la extensión del poder impositivo de las 
provincias en estos términos: «Sobre la base 
de las restricciones constitucionales, pueden esta- 
blecer impuestos y determinar los medios de dis 
tribuirlos, en el modo y alcance que les parezca 
mejor; y en el ejercicio de su poder soberano, 
pueden adoptar cualquiera, ó todos los medios 
conducentes á crear renta, y sus decisiones so 
bre lo que sea propio, justo y político, así como 
respecto á la materia imponible, y á la naturale- 
za y cantidad del impuesto, deben ser finales y 
concluientes. Sus "poderes son discrecionule$, y 
el interés, sabiduría y justicia del cuerpo legis- 
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lativo y sus relaciones con sus electores, ofrecen 
la íinica seguridad contra los abusos de esepod<T 
discrecional». 

Si la provincia de Corrientes ha gravado, pues, los 
ganados que constituyen su riqueza propia, con el 
más pleno y perfecto derecho, y si ese derecho sólo 
está limitado por las restricciones de la Constitución 
Nacional, es el caso de averiguar si ese gravannen 
puede entrar en alguno de los casos genéricamente 
enumerados por la Supremo Corte, como limita- 
ción de las facultades provinciales. Corresponde, 
entonces, preguntarnos: ¿ha invadido la provincia 
al gravar sus ganados alguna facultad exclusiva 
del Congreso? ¿Ha violado una cláusula de la Cons 
titución que le prohiba crear tales impuestos? 
¿Existe incompatibilidad entre el ejercicio de esa 
facultad por la provincia, con algún poder confe- 
rido á la Nación? Basta plantear tales cuestiones 
para resolverlas. Ya no sería error, sino bizarría, 
el sostener que en alguna parte la Constitución 
haya atribuido al Congreso la facultad exclusiva 
de gravar los ganados de las provincias argenti- 
nas. Evidentemente, el Congreso puede en ca- 
sos de verdadera excepción, ejercer facultades 
concurrentes con las provincias; pero desde el 
punto de vista que examinamos la cuestión, eso no 
es pertinente, y lo que revsulta indubitable es que 
la facultad ejercida por la provincia de (^orrientes, 
imponiendo á sus ganados, es constitucionalmente 
ilimitada y completa, pues no ha sido atribuida 
con carácter de exclusiva al Congreso, ni le está 
prohibida por la Constitución, ni es incompatible 
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coQ e[ ejercicio de otros poderes nacionales. Que- 
da, entonces, dentro de la amplitud del poder go- 
bernante conservado por las provincias al delegar 
una parte de su soberanía para formar el Gobierno 
Nacional (art. 104). 

Establecida de una manera categórica, absoluta, 
la cuestión de la facultad con que la provincia 
ba gravado sus ganados, tenemos, desde luego, 
fíjada la mejor regla de interpretación de sus le 
yes: la presunción de que ellas son constitu- 
cionales, como que son un ejercicio legítimo ó 
indispensable de su soberanía. No se concibe 
una provincia — es decir un gobierno — sin rentas: 
suprimirle sus rentas, es suprimir la provincia; 
suprimir las provincias, es suprimir la Constitu- 
ción federal. Y no se puede aceptar que la 
Constitución pueda ser interpretada jamás en un 
sentido que produzca su propia destrucción. 

Y la verdad de esta afirmación adquiere una 
positiva realidad, si se fija, por un instante, la aten- 
ción sobre las condiciones económicas actuales 
del Estado Argentino, que está exponiendo sus 
derechos ante V. E. Su principal renta es el 
impuesto á sus ganados, que son su principal 
riqueza: carece del desarrollo industrial que pro- 
duce nuevas fuentes de imposición. Desconocerle 
ó mermarle esos derechos, no es hacerlo más ó 
menos rico, es desconocerle ó mermarle lo indis- 
pensable para su vida propia, para su sobera- 
nía, pues se le negarían los medios de hacerla 
efectiva. 
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XÍII 
Las limitaciones constitucionales 



La libre CÍRCUl.ACIÓN DE LOS ARTÍCULOS IMPOR- 
TADOS Y DE LOS DE PRODUCCIÓN Ó FABRICACIÓN 
NACIONAL. 

Entonces tenemos, pues, que dejar de lado toda 
discusión sobre la facultad con que la provincia 
de Corrientes ha gravado sus ganados, en el or- 
den interno, para contraernos á estudiar las rela- 
ciones que ese gravamen pueda establecer con las 
otras provincias ó naciones extrañas. Por el sis- 
tema de la Constitución, en efecto, la República 
es, según la frase de Lieber, una unión pero nó 
una unidad : un solo pueblo, que forma una na- 
ción compuesta de todas las provincias; y todas 
las provincias que constituyen la Nación. A efec- 
to de dar eficacia al poder de conjunto y armo- 
nía á las partes que lo formaban, era necesario re- 
tirar de las provincias cierta clase de facultades, 
no porque no fueran tan capaces de ejercerlas 
como la Nación, — pues el criterio de una igual 
aptitud para el Gobierno propio en la Nación 
y en las provincias, domina el espíritu de toda 
la carta fundamental,— sino porqué si las ejer- 
citaban en bien propio— como era natural que 
las ejercitaran— tenían que dañar necesariamen- 
te los intereses de las otras provincias y tras- 
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tornar la unidad nacional; y si las ejercitaban en 
favor de las otras provincias, ejercerían funciones 
nacionales, que estando la Nación creada ya, no 
había razón para que fueran desempeñadas por 
las provincias. Los poderes nacionales, — decía el 
informe de la Comisión redactora del Proyecto de 
Constitución, en la convención de 1853 — se forman 
de aquella porción de soberanía que de manera 
alguna podrían emplear bien las provincias con- 
federadas, si parcialmente se la reservasen. (Sesión 
del 18 de Abril de 1853). 

Algunas facultades, por fin, habrían sido contra- 
rias á los fines mismos de la existencia nacional, 
y por eso fueron prohibidas en absoluto por la 
Constitución, tanto á las provincias como A la 
misma Nación. 

Refiriéndonos ahora principalmente á nuestro 
asunto, de tal género de propósitos nacieron las 
disposiciones contenidas en los arts. 9, 10 y 11: 67 
inc. 1^ y 12 y art. 108 de la Constitución Nacional, 
cuyo sentido recto voy á exponer, en cuanto se 
refieren al caso subjudice. 

El art. 9 establece que «en todo el territorio de 
la Nación no habrá más aduanas que la naciona- 
les, con las tarifas que fijará el Congreso». Como 
se vé, esla es una prohibición absoluta de crear 
aduanas interiores: ella comprende lo mismo á 
las provincias, que á la Nación. 

Concuerda y se completa este artículo con el 
siguiente art. 10, en cuanto éste declara que ores 
libre de derechos la circulación de los efectos de 
producción ó fabricación nacional, así como la 
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de los géneros y mercaderías de todas clases, 
despachadas en ias aduanas exteriores: con el 
art. 67 inc. 1"*, en cuanto atribuye al Congreso 
la facultad de «legislar sobre aduanas exteriores y 
establecer derechos de importación y exportación»; 
con el 108, en cuanto prohibe á las provincias 
«establecer aduanas provinciales»; y con el inc. 12 
del art. 67, en cuanto encarga al Congreso de 
«reglar el comercio marítimo y terrestre con las 
naciones extrangeras, y de las provincias entre sí». 

Esta serie de disposiciones^ suprimen toda adua- 
na que no sea la nacional ^ que, á la vez, sólo 
puede ser exterior; y nacionalizan el impuesto adua- 
nero, equiparando el artículo que ha pagado so 
derecho en la aduana exterior, al artículo nació-- 
nal, para librarlo de derechos en su circulación 
por el interior de la República. 

Este conjunto de reglas no forman un sis- 
tema arbitrariamente ideado: tienen un signifi- 
cado histórico, sin el cual, y libradas á la mera 
exégesis literal, sería muy difícil acertar con el 
sentido real que les corresponde como principios 
de gobierno. 

Alberdi ha expuesto, con su significación teórica 
y práctica, en varios luminosos capítulos de su 
Derecho público provincial argentino, la índole de 
estas disposiciones y el estado del país al dic- 
tarlas. «Corresponde por su naturaleza, decía, al 
Gobierno Nacional, el poder de establecer aduanas 
y crear derechos de importación y exportación. 
Los derechos de aduana son por su naturaleza 
nacionales. No hay aduanas interiores, como 
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vulgarmente se dice: ia aduana es esencialmente 
exterior y existe á las puertas por donde se reci- 
be al extranjero. La razón de esto es muy sen- 
cilla. El derecho que paga á las puertas del país 
una mercancía que entra del extranjero, es res- 
tituido por el consumidor, aunque resida en el 
último confín del territorio. Si á ia aduana de 
Buenos Aires, es decir á la aduana exterior, agre- 
ga cada provincia interior la suya, resultará re- 
petida catorce veces la misma contribución; y 
puede suceder que el consumidor que habita las 
provincias más internadas del país, pague seis y 
siete veces un derecho de aduana, por el mismo 
artículo que consuma. La existencia de una adua- 
na interior ó de provincia, es el síntoma de un 
desquicio administrativo completo y absoluto. Ha- 
ciendo de todo punto de vista imposible el comer- 
cio, anonada el agente más poderoso de pobla- 
ción, de cultura y de libertad para estos países: 
la aduana interior es una arma de atraso y de 
barbarie», (cap. IV, tomo I, p. 234 edición de 
1858. Besanzon). 

«Pero el gobierno local de Buenos Aires, ejer- 
ció hasta 1825 facultades nacionales, sin delega- 
ción alguna de parte de las otras provincias. 
Las ejerció pura y sencillamente con la con- 
ciencia de que le competían, cuando menos, en 
virtud de la situación anormal de entonces. Ese 
gobierno de provincia con atribuciones de nación^ 
fué imitado en su composición y facultades, por 
tedas las provincias argentinas, que, á su vez, ejer- 
cieron hasta 1853 los poderes que en todos los 
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sistemas corresponden al gobierno supremo ó na- 
cional)). (Examen crítico Ibidem p. 301). 

Es á este estado de cosas que se refería la Su- 
prema Corte, dando su verdadero valor en la in- 
terpretación al elemento histórico, al exponer, 
comentando este artículo • {Chiodi ü. Santa Fé, 
tom. 51 y p. 856 y The Colonial ^ fresh meat) 
tque para comprender el verdadero alcance del 
art. 10 es menester estudiar los propósitos que 
los constituyentes tuvieron en vista». 

El art. 10, según aquel definitivo comentario 
de la Corte, no tuvo más objeto que suprimir, des- 
pués de la aduana /)rom>icíaZ (que bien podría ser 
exterior) sobre cuya supresión había legislado ya 
el art 9*^, también la aduana interior^ que sin ese 
artículo la autoridad nacional investida con el 
exclusivo derecho de tener aduanas, por el art. 9^, 
y el 67 inc. 1^ habría podido indudablemente esta- 
blecer, pues, como lo recuerda Alberdi, constituían 
una maleza arraigada en las costumbres del país. 

De allí la cláusula: <<en el interior de la Repú- 
blica es libre de derechos la circulación de los 
efectos de producción 6 fabricación nacional». 

¿Pero cuál es esa circulación^ libertada de de- 
rechos? ¿Es acaso el mero tránsito? No— res- 
ponde la Suprema Corte, — porque sobre el simple 
tránsito legisla el art. 11 de la Constitución, el 
cual quedaría sin objeto, si el art. 10 ya hubiera 
establecido tal precepto; y tal forma de interpre- 
tación sería contraria á la regla según la cual 
cada palabra de la Constitución debe tener su 
fuerza y su signifitado propio y no juzgarse que 
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esjinútil ó superflúa. (Caso de la Colonial and 
South América etc.) 

¿Es la circulación económica, comprensiva de 
todos los actos de la producción, cambio y con- 
sumo de los artículos? No responde nuevamente 
la Suprema Corte, porque, si tal fuese, no habría 
momento en que mercadería ó producto alguno 
incorporado á la riqueza del país, fuese pasible 
del impuesto, y solo quedarían como materias im- 
ponibles el hombre y el inmueble: la capitación 
y la contribución territorial I 

¿Qué significa entonces la «libre circulación» del 
art. 10, que proteje por igual al producto nacio- 
nal y al que ha pagado su derecho en la aduana? 

Si no representa solo el libre tránsito, mien- 
tras joo^a el límite intórprovincial para ir á su 
destino (lo que constituye la verdadera interpre- 
tación del art. 11): ñi representa tampoco la libe- 
ración indefinida de todo impuesto por negociar, 
vender, consumir los productos etc. etc., solo pue- 
de representar, como efectivamente representa, el es- 
pacio de tiempo y las operaciones intermedias, entre 
el momento en que el artículo ha entrado al país, 
pero aun no se ha incorporado á la riqueza pro- 
pia, por un acto económico cualquiera, (caso.de 
los artículos importados); ó en que se ha des- 
prendido ya de su situación originaria, como parte 
de la riqueza de una provincia, para incorporarse 
á la de otra provincia ó nación extranjera, y aun 
no ha efectuado su nueva incorporación ó no ha 
salido del país (caso de los artículos de produc- 
ción nacional). 
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Antes y después de ese lapso de tiempo, en que 
se mantiene el artículo en movimiento sin incorpo- 
rarse á un núcleo de riqueza local, es susceptible del 
gravamen que establezcan las Jeyes locales. Es 
esto mismo lo que ha dicho la Corte en los dos 
casos referidos: «El art. 10 no ha tenido más pro- 
pósito que el de prohibir á la nación el estableci- 
miento de aduanas que no sean exteriores, y á 
las provincias, la creación de impuestos con mo- 
tivo de la extracción de efectos locales á otros 
puntos del territorio nacional, ó de importación 
de efectos procedentes de otras provincias ó te- 
rritorios — sin tomar en cuenta, añade— ¿05 im- 
puestos que graven la circulación dentro de cada 
provincia y d los valores que constituyen su riqueza 
pública. 

Y esta última teoría es de una inconmovible 
verdad: basta fijarse, en efecto, en que si la igual- 
dad para la liberación de derechos con que ha 
equiparado la Constitución á los artículos de 
producción ó fabricación nacional, con los impor- 
tados, fuese absoluta, resultaría que habiendo 
pagado los importados un derecho, y estando com- 
pletamente equiparados al artículo importado los 
de producción nacional, que no pagan ninguno, la 
Constitución habría establecido el más descarado 
proteccionismo y consagrado la más irritante des- 
igualdad, en pro de los artículos de producción 
nacional ; cuando es notorio que la Constitución 
ni es sistemática, ni ha dejado de establecer, en 
cuanta regla económica ha sentado, la igualdad, 
como base fundamental de su régimen. 
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Es que, como lo dice la Corte, esos artículos 
de producción ó fabricación nacional son los que 
estf\n destinados 6 ser gravados por las provincias, 
cuya riqueza forman. Y la Constitución ha sido 
en esto de una positiva sabiduría, porque de otra 
suerte habría destruido de un solo golpe el régi- 
men federal. Si lodo lo que producen las pro- 
vincias, si todo lo que fabrican, con solo ser 
materia de una extracción á otra provincia, ó al 
exterior, no pudiera ser gravado con motivo de los 
actos internos que ponen en la circulación econó- 
mica el efecto, en primer lugar todos los productos ó 
artefactos, con excepción de los indispensables 
para la vida local, tenderían á salir de la provincia 
para escapar al impuesto. En breve no quedarían co- 
mo materia imponible, como ya lo hizo notar el 
exacto concepto de la Corte, sino el hombre y la 
tierra: el hombre conspirando contra el impuesto, 
porque el impuesto sería necesaria y únicamente 
la capitación, es decir la más desigual, injusta 
6 impracticable de las maneras de imponer; la 
tierra, inculta y abandonada por falta de garan- 
tías al trabajo y á la propiedad, que un gobierno 
sin rentas no podría ofrecer. 

Y de una provincia pasaría el desquicio á la 
otra. Sin ir más allá de nuestro caso, Corrientes 
no podría gravar sus ganados, porque son extraí- 
dos para Entre Rios; Entre Rios no podría gra- 
var sus productos saladeriles, porque los ganados 
con que se produjeron eran introducidos de Co- 
rrientes, y los productos que se elaboraran eon 
esos ganados, estaban destinados á salir de su te- 
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rritorio. Y así Corrientes y Entre Rios no po- 
drían percibir un centavo de impuesto, por la 
riqueza y el trabajo propio, que deben amparar 
con sus autoridades públicas, cuidar con sus po- 
licías, reglamentar y definir con sus leyes y tri- 
bunales: todo lo cual importa ingentes gastos, de 
los que serían únicos beneficiarios los que en úl- 
timo término consumieran el artículo, fuera del 
país. 

¡No pues, no es, no puedeser jamás eso, lo que 
quiso ni lo que dijo la Constitución! 

Según ella, sabiamente interpretada por V. E. 
cada provincia puede gravar dentro de ella «todas 
las cosas que incorporadas á la propiedad común 
de sus habitantes forman parte de su riqueza ge- 
neral,» y «los impuestos que graven la circulación 
dentro de cada provincia, á los valores que cons- 
tituyen su riqueza pública» no están comprendidos 
en las limitaciones del art. 10. Y quedan, por 
tanto, amparados por la amplia extensión de los 
poderes no delegados á la nación. 

Y así, cuando D. Francisco Arias reclama de 
que á los cueros de los saladeros entrerrianos se 
les impone un derecho, con lo que se gravaba, 
según ól, la libre circulación, y la exportación á 
que estaban, destinados, la Corte desestima tales 
reclamos, y declara que ese es un impuesto inter- 
no, aun cuando grave artículos destinados á la 
exportación. (Caso H). Cuando D. Miguel Elor- 
ga reclama de una ley de Santa Fe, en la que se 
establece «que no se podrán ea^íraer animales /o^- 
ra de los departamentos de la provincia, sin sacar 



Digitized by 



Google 



- 136 - 

las guías correspondientes, sea para el comercio 
público ó para beneficiarlos; y que no es permi- 
tida la extracción fuera de la provincia de cueros 
y cerdas, sin el marchamo y guías correspon- 
dientes», la Corte, adoptando el dictamen de su 
Procurador General, declara que añada hay de 
aduanero en ese impuesto: nada que viole la Cons- 
titución nacional — y condena en las costas al re- 
curren te, (Caso J). Cuando O'connor, Suburu y 
Laurencena, reclaman de un gravamen sobre cada 
animal vacuno introducido á los saladeros y gra- 
serias de Entre Ríos, cuya procedencia sea direc- 
tamente de fuera de la prooincia, la Corte declara 
que ese impuesto no grava la importación, sino la 
elaboración en los saladeros; (caso N); y ahora, 
cuando Freitas y Giorgio reclaman de un impues- 
to á las compras de ganados que hicieron en 
Corrientes, porque compraban para llevar á Entre 
Rios^ tengo la absoluta seguridad de que V. E. 
ha de declarar conforme á la doctrina, conforme 
á su jurisprudencia, que ese impuesto ha grava- 
do un acto de comercio interno de la provincia, 
pues el hecho de que los ganados estuvieran desti- 
nados por sus nuevos adquirentes ó ser llevados 
fuera de ella, no puede constituirlo en derecho de 
exportación, según la famosa teoría de los sala- 
deristas, cuyo primer resultado sería crear á favor 
de ellos el privilegio de comprar libres de impues- 
tos, los ganados que los corren ti nos mismos no 
pueden comprar en tales condiciones, ni para sus 
negocios, ni para su mismo consumo local siquiera. 
Francamente, una libertad de circulación que tu- 
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viera por efecto crear semejante privilegio, se pare- 
cería mucho más á una iniquidad que á una 
libertad. 



XIV 

Las guías.— Lo que significan 

La libertad de circulación que garante la Cons- 
titución, es de la que han gozado los Sres. Freitas 
Y Giorgio, sin apercibirse, por lo visto. Han 
penetrado á la provincia de Corrientes como tro- 
peros, con sus caballos y arreos: ¿los molestó al- 
guien cobrándoles algún derecho por pasar las 
fronteras? Esa falta de toda formalidad, impuesto 
ó derecho, esa es la libertad de tránsito. 

Compraron haciendas con el ánimo de llevarlas 
ó no llevarlas á Entre Ríos, á la Banda Oriental, 
ó donde mejor les pareciera. ¿Se los gravó con 
algún derecho que no pagaban los habitantes de 
la provincia ó con algún impuesto distinto al que 
hubieran tenido que pagar si hubieran dejado los 
animales en la misma provincia? Pues eso es la 
libertad de comercio. Como los animales criados 
en la provincia, están gravados con un impuesto, 
como parte de su riqueza, impuesto que se cobra 
en el momento más propicio para el estanciero, 
cuando éste hace ventas— y solo por los animales 
que venda — naturalmente al pjar el precio, los 
señores Freitas y Giorgio descontaron de él lo 
correspondiente al impuesto que ellos tomaban el 
encargo de pagar por el estanciero. La venta 
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quedó concluida, y se pasaron los respectivos 
certifícados, con la enunciación de los animales 
vendidos. 

Todos estos actos seguían amparados por la 
más amplia libertad de comercio. 

Llegó el momento en que los señores Freitas 
y Giorgio quisieron llevarse los ganados, de que 
acababan de hacerse dueños, á Entre Ríos, ó á 
cualquier parte, dentro ó fuera de la provincia. 
Era propio que se fueran sin pagar el impuesto? 
Pero esa habría sido simplemente una defrau- 
dación, á la provincia que imponía el derecho á 
las ventas y al estanciero que había depositado 
en poder de ellos la parte del precio que le reba- 
jaron, para que hiciera ese pago. Entonces no 
pudieron hacer eso (que hoy quieren hacerlo por 
este pleito) porque la ley de impuestos correntina 
exigía que todo movimiento de tropas, se hicie- 
ra sacando guía, sin cuyo requisito debía ser 
embargada etc., etc. Al sacar guía de haciendas 
que no eran de su marca, tenían que presentar 
los certificados; y los certificados eran de ven tal 
La transacción gravada con el impuesto quedaba 
descubierta! 

No había más remedio, entonces, que ser leales, 
cumplir el encargo que habían tomado de pagar 
las guías, con el dinero que les habían dejado en 
su poder. Si alguna libertad les faltó en todo esto, 
fué la de no cumplir con sus obligaciones, que puede 
ser la libertad de uno, pero es la negación de las 
libertades de todos los demás. 

Por eso, la guía dice: «habiendo justificado la 
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legítima procedenciai), es decir, habiéndose mostra- 
do dueño, etc. 

Helos, pues, allí, á los señores Freitas y Giorgio 
dueños de las haciendas, en las mismas condicio- 
nes que cualquier otro estanciero correntino. Para 
llegar á esa situación han tenido que pagar dos 
cosas: el precio de la compra del ganado y el im- 
puesto con que está gravada esa operación, — como 
cualquier otro habitante de la provincia que quie- 
ra hacerse dueño legal de las haciendas de su ve 
ciño. Es de ese momento en adelante, cuando 
va á empezará regir para los señores Freitas y 
Giorgio la libertad de circulación constilucional, 
exactamente lo mismo que para cualquier estan- 
ciero correntino que quisiera . trasportar sus ga- 
nados. Lo que han pagado antes, no ha sido por 
transitar, sino por comprar: si hubieran sido due 
ños de los ganados, ciertnmente no los hubieran 
comprado, y como no hubiera habido compra no 
habría habido impuesto. Para juzgar de la li- 
bertad de circular lo suyo, no hay que juzgar por 
los requisitos necesarios para adquirir la propie- 
dad, sino por los requisitos exigidos cuando ya la 
propiedad está adquirida. 

Y bien, ¿qué gabela impuesto ó derecho se les 
ha cobrado por llevar sus ganados á Entre Ríos? 
Ninguno, pues; así como han justificado la adqui- 
sición de los ganados, la guía añade: «siga libre 
á su destino», que es el que quiere indicar quien 
la saca. 

Elsa es la circulación libre de derechos de los pro- 
ductos: esa exención de todo impuesto durante el 
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traslado y el tiempo en que esos productos salen 
de la masa de riqueza provincial en que estaban 
radicados, para ir á incorporarse á otro núcleo, y 
hasta tanto se incorporen: esa es la libre circula- 
ción del artículo 10 de la Constitución: esa es de 
la que han gozado, amplia é ilimitadamente los 
señores Freitas y Giorgio en sus giros. 

Si no la han reconocido, es porque la ambición 
del lucro suele querer convertir en libertad propia 
la ruina de los demás. 

Acaso podrían contestar que, aun si se excep- 
túa el impuesto á las ventas, han pagado el sello 
de la guía, además. De minimis non curant 
leges— dicen los americanos, transformando el 
adagio romano que excluía de las atenciones gra^ 
ves del proetor las cosas minúsculas. Pero me- 
nudencia ó nó, tampoco tienen el más remoto 
derecho para repetir ese pago los demandantes. 
((La guía, ha dicho la Corte, en el caso de Resoa- 
gli (G), es una medida de policía que puede gra- 
varse con un impuestQ para costear los gastos 
que ocasiona ala administración». 

Los demandantes, como troperos, han recibido 
los siguientes servicios de la provincia: se los ha 
documentado, previo recuento y verificación de 
marcas, de suerte á poder justificar brevemente, 
en cualquier parte, su derecho á arrear la hacien- 
da y su propiedad; se les ha abierto y mejorado 
los caminos; se les ha puesto un ejército de auto- 
ridades: jueces de paz, pedáneos, policías, etc., en 
todas las campañas, para que los ayudaran y am- 
parasen en las múltiples emergencias de una tro- 
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pa de ganado, tan expuesta á la dispersión— 6 
disparada — como la llaman los troperos, que tan 
frecuente es, y tantas veces habrá dado ocasión 
ó estos señores, para solicitar la ayuda, siempre 
gratuita, de las autoridades de campaña, que apar- 
te de su carácter de tales, para todos los efectos 
del caso, como hacerles dar rodeo en las estancias 
vecinas etc., etc.. suelefn ser los hombres más 
conocedores de los lugares. 

Y por estos, y otros muchos servicios de igual 
índole, se les ha cobrado, por cada tropa de 
2.500 animales, que representa un valor entre 
30.000 $ (si son de cría) y 75.000 $ (si son no- 
villos invernados) la suma dp siete pesos nacio- 
nales! Francamente: V. E. que es mucho más 
que el pretor antiguo, no puede distraer su aten- 
ción en estas menudencias I 



XV 

La facultad de reglar el comercio de la Nación 
y de las provincias 

En la confusa mezcla ó hacinamiento de teo- 
rías que ha hecho la demanda, se trata sucesi- 
vamente el caso propuesto, como de derecho á la 
exportación (segundo párrafo); como derecho al 
tránsito interprovincial (en la foja siguiente); como 
derecho por causa de extracción (al finalj. Sería 
difícil que fuera tantas cosas á la vez 1 Pero para 
ver si alguna acierta, han tirado con todas. No 
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es con este^ procedimiento de citar todas las cláu- 
sulas de la Constitución, que equivale, m \8 ó me- 
nos, ai de aquel abogado que citaba en pro de su 
opinión en un pleito todos los libros que contenía 
una biblioteca cerrada, con lo que se llega al es- 
clarecimiento de la verdad; sino con el análisis 
prolijo de la aplicabilidad de una cláusula con- 
creta — que siendo de la Constitución suele á ve- 
ces equivaler á un Código -al caso propuesto* 
Eso es lo que voy á tratar de hacer, reduciendo 
ese complejo de la demanda á la unidad genérica 
que lo comprende: la facultad de reglar el co- 
mercio en cuanto corresponde á la Nación y á 
las provincias. 

Doi así por descartado eso de que el caso pre- 
sente afecta el tránsito interprovincial. En el len- 
guaje constitucional, en efecto, eso significa «el 
paso por una provincia, con destino á otra» art. 11 
Const. «El no tiene más alcance que el de su- 
primir, á los efectos comerciales del tránsito, las 
fronteras y las jurisdicciones interprovinciales, 
convirtiendo á todo el país en una unidad terri- 
torial, sobre la cual pueden transitar libremente 
toda clase de artículos, sin poder ser gravados 
con impuesto alguno, al pasar por las diversas 
provincias que atraviesen hasta llegar á su des- 
tino». Caso Ghiodi v. Santa Fe, pág. 357, tomo 51. 
Si los demandantes hubiesen transportado hacien- 
das de Misiones á Entre Rios, y al pasar por 
Corrientes se les hubiera cobrado cualquier clase 
de derechos, como cobraba Entre Rios por las 
haciendas de Corrientes que pasaban para Santa 
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Fe — caso G., Felipe López, v. Entre Rios — hu- 
bieran tenido razón de argüir conno lo hacen. Pero 
en ei caso sub judies, hablar de derechos de trán- 
sito, es una verdadera i nn pertinencia. 

Paso pues á considerar cuanto se refiere á la 
facultad de reglar el comercio, que connprende 
todas esas facultades de crear derechos de expor- 
tación, de extracción y todas las demás denomi- 
naciones con que se quiere significar, en nuestro 
caso, obstáculos imaginarios al intercambio eco- 
nómico. 

Dos artículos de la Constitución definen lo re- 
lativo á la facultad de reglar el comercio: el 108 
que prohibe á las provincias, como poder expre 
sámente delegado á la Nación, «expedir leyes so- 
bre el comercio, ó navegación interior ó exterior», 
y el 67 inc. 12 que delega en el Congreso la fa- 
cultad de «reglar el comercio marítimo y terrestre 
con las naciones extranjeras y de las provincias 
entre sí». 

Delegado, pues, á la Nación el poder de reglar 
el comercio exterior é interprovincial, ¿á quién 
corresponde reglar el comercio interior de las 
provincias? Evidentemente á la entidad que se 
ha reservado todo el poder no delegado á la Na- 
ción: á las provincias mismas, dentro de los lí- 
mites de su respectiva jurisdicción. Asf lo ha 
declarado la Suprema Corte en el caso de The 
Colonial and South America, etc. «El comercio 
cuya reglamentación incumbe al Congreso, es el 
marítimo y terrestre con las naciones extranjeras 
y de las provincias entre sí (art. 67 inc. 12 Const), 



Digitized by 



Google 



— 144 — 

de que se, infiere que el comercio local, es del 
resorte de los poderes provinciales, y puede cons- 
tituir legítimamente una fuente de recursos para 
los gastos públicos, cualquiera que sea la forma 
que las provincias hayan adoptado discrecional- 
mente á tal fin, en uso conveniente 6 perjudicial 
de su soberanía». 

¿Cuál es, entre tanto, el límite que separa el 
comercio interno del interprovincial ó externo? 
Esta es una de las cuestiones' indubitablemente 
más arduas de esa nueva ciencia llamada derecho 
federaly y que desde un punto de vista restrin- 
gido y práctico se podría llamar simplemente de 
las inconstitucionalidades. Es imposible tocar esta 
materia sin recordar los casos americanos de Gib- 
bons o. Odgen en 1824; de Brown v. The State 
o/Marylanden 1827 y el de Woodruff'}^. Par ha m 
en 1868, que marcan toda una evolución de la 
doctrina y han llegado á ser conocidos hasta la 
vulgaridad y célebres hasta la consagración, so* 
bre todo los primeros, en que el Presidente de la 
Corte, Marshall, recogiendo la olvidada tradición 
del pretor romano, que hizo la ciencia con sus 
sentencias, echó los primeros fundamentos de la 
interpretación constitucional. 

¿Era constitucional el privilegio acordado á 
Fulton y Livingston, por el Estado de Nueva York, 
para navegar las aguas dentro de la jurisdicción 
de aquel Estado, con buques á vapor? Atacado 
el acto legislativo provincial, que acordó el privilegio, 
como contrario á la facultad de reglar el comercio, 
atribuida por la Constitución al Congreso, en los 
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ttifóitioB términos que la nuestra! aCóngress shall 
haúe power to regúlate commerce withforeign na- 
tionSy and among the seoeral States n, Marshall 
emitióla opinión de la Corte, según el uso americano. 
Estractaré lo más pertinente de su doctrina: «Co- 
mercio es no sólo el tráfico, el comprar y vender 
ó el intercambio de producto^: es algo más: es 
comunicación.» 

a ¿A qué comercio se extiende el poder constitu- 
cional atribuido al Congreso? Se ha admitido 
universal mente, creemos, que estas palabras com- 
prenden toda especie de intercambio comercial 
entre los Estados Unidos y las naciones extra- 
fías. Si este es e[ significado admitido de la pa- 
labra, cuando se aplica á la naciones extrangeras, 
debe tener el mismo significado en toda la cláusula 
constitucional (sentence). El asunto al cual el 
mismo poder está aplicado en seguida, es al co- 
mercio entre (among) los diferentes Estados. La 
palabra Mamong» significa nentremesclado coni>. 
Una cosa que está entre [among) otras, está en- 
tremezclada con ellas. El comercio entre los 
Estados, no puede pararse en los lindes extremos 
de cada Estado, si no que puede entraren su in- 
terior* 

«Con esto no se entiende decir que estas pala- 
bras comprendan aquel comercio que es comple- 
tamente interno^ que se produce entre hombre y 
hombre en un Estado, 6 entre diferentes partes 
de un Estado, y que no se extiende ó afecta á 
otro Estado. Tal poder sería inconveniente y es 
ciertamente innecesario. » 
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aToda enumeración presupone algo no enume- 
rado, y ese sigo, si nos ñjamos en el lenguaje, 
ó la materia (sabject) de la cláusula constiljucio* 
nal, debe ser exclusivamente el cpmercio inierno 
de un Estado. El genio y el carácter de todo 0I 
gobierno parece ser, que su acción esté destinada 
ó todo lo que concierne exteriormente [externcd 
concerns) de la Nación y á aquellas que le Qon^ 
ciernen internamente por afectar á los Estados 
ein su generalidad; pero no á aquellas que e^tán 
completamente dentro, de un Estado partfcular.fi 

El comercio completamente interno de un. Es* 
tado, debe ser considerado pues, según Marshall, 
como reservado al Estado mismo* 

El estatuto provincial dando un privilegio de 
navegación, fue declarado inconstitucional por 
cuanto la navegación que se había privilegiado 
afectaba al comercio general de los Estados Uni- 
dos, quedando sentadas las reglas fundamentales 
de interpretación en lo relativo al comercio m* 
terior y exterior ó interprovincial. 

Las teorías de este caso fueron ampliadas no- 
tablemente en el de Brown ü. State of Mary- 
landi 

El caso de Brown v. State of Maryland tuvo 
por origen una ley de la legislatura de Maryland 
que decía: a And be it enacted that all importeré 
af Joreign articles or commodities ^, by bale or 
package ^, and oíhers persons selling the same 
by whQlesalCj bale or package ^, shall before 
they are aathorized to sellj take out a licence for 
which they shall pay Jifty dfOllar8ii>. (Se sanciona 
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que todoe los importadores de artículos ó géneros 
& en fardos, paquetes &, y otras personas que 
vendan los mismos por mayor, fardos ó paque- 
tes, deben sacar un permiso por el cual pagarán 
50 dollars). 

Marshall emitió nuevamente la opinión de la Cor- 
te, en uno de sus más célebres fallos, examinando 
la cláusula de la Constitución americana que «pro- 
hibe á las provincias (estados) crear impuestos ó 
derechos sobre las importaciones ó exportaciones», 
Defíne el derecho de importación: un «impuesto 
creado sobre artículos llevados [brought) dentro 
de una comarca» y las importaciones^ como «las 
cosas importadas», según el diccionario y el uso; 
y de allí deduce que un impuesto á la importa- 
ción no es meramente un derecho al acto de la 
importación, sino un derecho á la cosa importada, 
y sienta como conclusión la regla que antes re- 
cordé, (Caso D), de que mientras no se haya in- 
corporado á la riqueza del Estado la cosa im- 
portada, no es susceptible de imposición por un 
Estado, porque tal gravamen recaería sobre la 
importación. 

cSe ha afirmado, continúa, que esta interpretación 
del poder de regular el comercio, — como se afir- 
mó al interpretar la prohibición para imponer 
derechos de importación — mermará el conocido 
poder de un Estado para imponer á sus propios 
ciudadanos y á su propiedad dentro de su terri- 
torio. Nosotros admitimos que este poder es sa- 
grado: pero no podemos admitir que pueda ser 
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usado para obstruir el libre curso de un poder 
dado al Congreso». 

Hasta aquf Marshall había partido de la base 
de una importación extranjera ; pero al fínal de 
este razonamiento dijo: (lo traduciré literalmente 
para garantir su exactitud) : « Puede ser propio 
añadir^ que nosotros suponemos que los princi- 
pios expuestos en este casóse aplican igualmente 
á las importaciones de un estado hermano». 

£1 estatuto de Maryland fué declarado incons- 
titucionaly por cuanto implicaba un impuesto pro« 
vincial á las importaciones. 

Esta regla^ dice Miller/ al fundar el fallo de la 
Corte Americana en Diciembre de 1868. en el caso 
Woodruff V Parharriy ha sido reconocida por 
cuarenta años como gobernando la acción de la 
Corte en la misma clase de casos: nosotros no 
nos proponemos ni contestar su autoridad, ni par* 
ttr de sus principios x>. 

El caso en que así se empezaba á sentar una 
nueva teoría, que suplantaría la de Marshall hasta 
nuestros días, era el siguiente: La ciudad de 
Mobile, Alábame, autorizó un impuesto munici- 
pal sobre ventas en remaíey venta de mercaderías, 
etc. Woodruff y otros rematadores recibieron, 
en el curso de sus negocios propios y como con- 
signatarios y agentes de otros, gran cantidad de 
mercaderías, productos de otros estados que Alá- 
bame, y vendieron los mismos en Mobile, á los 
compradores, en los fardos originales, no abier- 
tos. Se les cobró el impuesto— Woodruff protestó 
de inconstitucionalidad. El pleito se inició y fué 
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llevado hasta la Corte del Estado que falló en pro 
de la constitucionalidad del impuesto. Entonces 
se interpuso el recurso para ante la Corte Federal 
en que fundó Millerel voto de la Corte, que cam- 
bió radicalmente la jurisprudencia al respecto en 
los Estados Unidos. 

« Las palabras impuesto, importación y expor- 
tación — dijo Miller— son frecuentemente usadas en 
la Constitución. Ellas tienen necesarias correla- 
ciones; y cuando lleguemos á tener una idea clara, 
de lo que cada palabra significa en una conexión 
particular en que pueda ser encontrada, tenemos 
uno de los más satisfactorios textos de su defi- 
nición, para las otras partes del mismo instru- 
mento. 

«En el caso de Brown o. Maryland, la palabra 
importación, como usada en la cláusula que ahora 
consideramos, es definida, con la doble autori- 
dad del diccionario y el uso, como « artículos 
llevados dentro de la comarca » ; ó impuesto j un 
derecho, una gabela (a duty, a ctistom) 6 gra- 
vamen impuesto á los artículos llevados dentro 
de la comarca (hrought into the country). En 
nuestro lenguaje del día, nadie pensaría referirse 
con tales términos á otra cosa que á artículos 
traídos de una comarca extraña á los Estados 
Unidos; y en el tiempo en que el caso de Brown 
o. Maryland fué decidido, es razonable suponer 
que el uso era el mismo y que al definir las im- 
portaciones como artículos llevados dentro de una 
comarca (country) el Chef Justice usó la palabra 
country como sinónimo de Estados Unidos. 
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Pero la palabra es susceptible de ser aplicada á 
artículos introducidos de un &tado á otro, v de- 
bemos inquirir si así fué usada por los autores 
de la Constitución». 

Entra en seguida en el análisis literal de la Cons- 
titución Americana, cuya distribución y redacción 
es diferente, si bien el fondo es igual á la nues- 
tra, que es más clara al respecto, y llega á la 
conclusión de que las importaciones y exportacio- 
nes de un estado á otro, no entran en la cláusula 
(by tkis claasoj dice, y subraya la palabra) que 
prohibe á los Estados gravar los artículos im- 
portados ó exportados. 



í.a importancia verdaderamente trascendental 
de este caso, en el que se tomó en cuenta y se 
delimitó expresamente toda la jurisprudencia ame- 
ricana anterior, me ha de permitir extractar su 
discusión ante la Corte Americana, que no ha vuelto 
á apartarse de la doctrina sentada en él. El caso 
Woodraff c. Parham fué antecedido por el de 
Waring r>. the Mayor , al que sigue en la colec- 
ción Wallace — tomo 8 p. 110- -y que es necesario 
tener presente, para comprender cabalmente el de 
Woodruff y la interpretación definitiva de las 
teorías de Marshall. Ambos fueron originados 
por impuestos creados por la ciudad de Mobile — 
capital de Alabama— sobre mercaderías introduci- 
das del extranjero (caso de Waring), 6 de los 
estados hermanos (caso de Woodruff). 

Waring compraba en la bahía de Mobile carga- 
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mentos de sal, que aún estaban abordo de los 
buques venidos de Inglaterra, y los vendía en Mo- 
bile, en el acondicionamiento original. Hasta la 
descarga de la nnercadería el riesgo correspondía á 
los cargadores Los consignatarios, hacían el des- 
pachoen la aduana, presentándolas facturas y cono- 
cimientos, y oblando el importe de los derechos liqui- 
dados. En 1866 las autoridades de Mobile crearon 
un impuesto sobre todas las ventas. Waring recha- 
zó el pago por ser la sal uña importación del 
extranjero y haberse hecho las ventas en los far- 
dos originales, lo que mantenía al artículo toda- 
vía en calidad de importación y siendo por tanto 
inconstitucional todo impuesto, de un estado, sobre 
tal artículo. 

El Justice Glifford espresó la opinión de la Cor- 
te. «Las ventas hechas por el importador, dice, 
están exentas de los impuestos de los estados, 
porque el importador adquiere, por el pago de 
los derechos de aduana, un derecho para dispo- 
ner de las mercaderías, como para introducirlas 
dentro del territorio .. • Pero las ventas de mer- 
caderías en el caso presente fueron hechas por 
los cargadores ó consignatarios y Waring fué el 
comprador y no el primer oendedor de la mer- 
cadería importada, y es ley establecida en esta 
Corte que las m£rcaderüis en su acondiciona- 
miento originario y una vez vendidas por el impor- 
tador^ son imponibles como cualquier otra pro- 
piedad. 

«Los importadores vendiendo los artículos im-^ 
portados en ios paquetes originarios^ están res- 
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Pero la palabra es f ^Í«»t® ^^ "" 
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Qodruffy como antes lo 



ion de los abogados del demandan- 
aemandado, planteó el asunto en toda su 
extensión. Messrs Camhhell y Hamiltoriy abo- 
bados del demandante, sostienen hasta sus extre- 
mos la doctrina que limita el poder impositivo de 
las provincias. Se fundan en la célebre frase de 
Marshall de que lo dicho sobre las importaciones 
extranjeras, «lo supone aplicable á las importa- 
ciones de un estado hermano». «Se ha declarado, 
añaden, en el caso A /my o. Ca/e/brAiía, que aque- 
lla opinión constituye el criterio de la Corte. En 
ese caso California creó un impuesto de estampi- 
lla para los conocimientos (biU o f lading) de pía- 
ta ú oro, transportados de cualquier punto del 
estado, á cualquier lugar fuera de él. El patrón 
de un buque se rehuzó á pagar el impuesto sobre 
el conocimiento de una cantidad de oro que lle- 
vaba á bordo, de San Francisco para Nueva York. 
Lq Corte declaró que el impuesto era á la expor- 
tación y por tanto inconstitucional. La tr$ns«c- 
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«La autoridad delosuv 
land y ALmy v. California) . 

«El uno es el complemento del ot 
bren todo el campo de la i m portación 
tación en y de un estado. 

«Ellos establecen la regla de que cualqui 
sea la forma: licencia, estampilla ó cualqwiej 
otra denominación, por la cual un estado cree 
impuestos sobre el comercio que no sea com/)/e> 
tamente {wholly) interno, el atentado es ilegal 
y contra la teoría de la soberanía nacional y el 
control nacional, que están establecidos sobre to- 
do el campo de los negocios que se estiendan 
fuera de un estado [external to a State); y que 
esia regla se aplica ya sea que aquella parte dei 
negocio que se desarrolla fuera del estado que 
trata de imponer, esté relacionada [connected] con 
un estado hermano, ó sea interna de este, ó con- 
cierna puramente á negocios de una nación extra- 
ña. En cualesquiera de esos casos, no existe en 
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los estados poder para gravar ese comercio: co- 
rresponde únicamente al gobierno general, al cual 
exclusivamente está confiada la regulación de to- 
dos aquellos negocios que no son puramente in- 
ternos.» 

Como se ve esta teoría no puede ser más es- 
trema. 

Mr. Phillips abogado del demandado, dice en 
contra refutando las anteriores razonas con argu- 
awntos definitivos: «si las escepciones sostenidas 
por la demanda fueren aceptadas, los artículos 
manufacturados en un estado, se hallarían some- 
tidos al impuesto que ese estado estableciera; mien- 
tras que los artículos similares manufacturados 
en otro estado, estarían libres de impuesto. 

«La Constitución no puede ser interpretada de 
manera que presente tales resultados. Cuando 
declara que «los ciudadanos de cada estado tendrán 
el mismo título para todos los privilegios ó inmu- 
nidades que los ciudadanos de los demás estadosi»^ 
provee á la armonía asegurando la igualdad. 

((Mientras sea admitido que un estado no pue- 
de establecer un impuesto diferencial {discrimi' 
nating tax) con el propósito de favorecer sus 
manufacturas domésticas, será estraño, que su 
poder de imponer sea tan restringido, que solo 
le permita establecer una dcvsventaja {discrimina- 
tion) para sus propias manufacturas! 

((La prohibición de gravar las importaciones y 
exportaciones, se refiere exclusivarpente al comer- 
cio externo. Su objeto, como lo demuestran los 
debates, fué asegurar á aquellos estados que por 
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811 posición geográfica no podían impoftar por 
s¡ mismos, del ejercicio del poder de imponer de 
los estados cuyos puertos tendrían que versecom- 
pelidos á usar. Licence Cases Homard 5 p. 574^ 

El impuesto del presente caso no es un im- 
puesto á las importaciones en ningún sentido del 
término. Un impuesto sobre los procedimiento» 
de oen^a, es de la naturaleza de un impuesto á la 
renta {income}, ó 6 ocupaciones medidas por la 
renta; y que una porción de tal renta deba ser 
derivada de efectos importados, no puede hacer 
diferencia al juzgar de su validez. Licerme Ca- 
ses ^ 5 Howard p. 576 y 592>y. 

El juess Miller que espuso la opinión de la 
Corte, además del estudio exegético ó histórico de 
la Constitución, que antes he mencionado, dá las 
siguientes razones fundameiilalos, que fueron el 
motivo de ia sentencia que declaró válido y cons* 
titucional el impuesto cobrado al rematador Woo- 
druff, por la Municipalidad de Mobile. 

«Si examinamos, dice, por un momento los 
resultados de la doctrina opuesta [la que sostiene 
que está prohibido por la Constitución groi^ar las 
importaciones y exportaciones de un estado á otro) 
quedaremos bien satisfechos con la sabiduría de 
la Constitución interpretada de tal suerte [es decir 
en el sentido dé que al hablar de importaciones 
y exportaciones^ solo se ha referido al comercio 
exterior y no al interproovwial). El mercader de 
Chicago que compre sus efectos en Nueva York y 
venda al por mayor en los fardos originarios, 
puede tener sus millones girando por media 
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vida y librarse de todo impuesto provincial, de- 
partamental ó urbano: porque todo su haber está 
invertido en efectos que puede reclamar ser pro- 
tegidos como importaciones de Nueva York* Ni 
el estado, ni la ciudad^ que protejan su vida y su 
propiedad, pueden hacerlo contribuir con un dollar 
para sostener el gobierno, mejorar sus caminos ó 
educar sus hijos* El mercader eq una ciudad del 
estado de Massachussets que negocie sólo por 
mayor, si compra sus artículos en el estado de 
Nueva York, está exceptuado de impuesto. Sí su 
vecino compra en Boston, debe pagar todos los 
impuestos con que el estado de Massachessets 
grava con igual justicia la propiedad de todos 
sus ciudadanos» 

«Sstos casos son mencionados como ilustracio- 
nes. Pero es obvio que si los artículos llevados 
de un estado á otro estuvieran exceptuados de 
impuesto—aún dentro de las circunstancias limi- 
tadas fí jadas en el caso de Brown c. Marylandy 
— las más gruesas injusticias .prevalecerian; y la 
igualdad de las cargas públicas, en todas nuestras 
grandes ciudades, sería imposible. 

«Pero se dice, que como Corte estamos limita- 
dos por nuestras anteriores decisiones, á una doc- 
trina contraria, y se cita en apoyo de tal aserción 
los casos Almy o. State of California y Broum 
o. Maryland. 

Respecto al caso de California — que antes refe- 
rimos-— dice Miller: «Parece haber escapado á la 
atención de los abogados de ambas partes y del 
Chief justice de la Corte, que el caso era de oo- 
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mércio interprooinG¡aL Ninguna distinción de tal 
clase fué hecha por ios abogados, ni aludida por 
la Corte, exceptuada la mención incidental del 
término del viaje. 

«En el lenguaje de la Corte, citando el fallo 
Brown o. Marylandy como gobernando el caso, 
el estatuto de Maryland es descrito como un im- 
puesto d los artículos ó productos extranjeros. 
La única cuestión discutida por la Corte fué, si el 
conocimiento estaba tan íntimamente ligado con 
los artículos que en él se mencionaban, que un 
impuesto sobre él, fuera un impuesto sobre los 
artículos exportados. Es imposible examinar la 
opinión (de la Corte) sin apercibirse que la men* 
te del redactor estaba exclusivamente preocupada 
del comercio exterior: no hay razón alguna para 
suponer que la cuestión que discutimos ahora 
estuviera en su pensamiento* Y pensamos que 
es un sano principio, el no aceptar que una corte 
haya hecho predominar una proposición legal, que 
no estuvo en su mente cuando la decisión fué 
tomada. 

«El caso, sin embargo, fué bien decidido, consi- 
derando el impuesto. como una regulación del co* 
mercio, como ün impuesto sobre el transporte 
de efectos de un estado á otro, á travez de la 
mar, en conflicto con la libertad de tránsito de 
los efectos y personas de un estado A otro, lo que 
está dentro de la regla establecida en el caso Cran- 
dall o. Neoada, y con la autoridad del Congreso 
para reglar el comercio entre los estados. No lO 
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oonsideratnos por tanto, como opuesto 6 les vis^ 
tas que hemos enunciado en este caso. 

«El caso Browno. Maryland, como ya se dijo, 
tomó origen en un estatuto de aquel estado, gra- 
vando en forma diferencial (discrimination)^ á los 
importadores que vendieran por mayor artículos 
extranjeros: Marshall basó la invalidez del es- 
tatuto: I*'. En la cláusula constitucional que pro- 
hibe á los estados crear impuestos de importación 
y exportación; ^ en la que confiere a! congreso 
el poder de reglar el comercio con las naciones 
estraflas y de loe estados entre sí. 

«l.a observación casual hecha al concluirla o/>e- 
wón de la Corte, de que «suponían que los prin- 
cipios expuestos en este caso eran igualmente apli- 
cables á las importaciones de un estado hermano, 
puede ser recibida tan solo cómo una insinua- 
ción de lo que habrían de resolver si el caso vi- 
niera alguna vez ante ellos, porque en aquel mo- 
mento no era ese el caso que debían resolver)». 

4(Pero la opinión, en aquel caso, discute, como 
dijimos, en dos distintos capítulos, las dos cláu* 
sulas de la Constitución que se suponen violadas 
por el estatuto de Maryland, y la observación de 
que acabamos de hablar, sigue inmediatamente A 
la discusión de la 2* proposición, ó sea la aplica- 
bilidad de la cláusula sobre regulación del comer- 
cio, en aquel caso». 

((Si la Corte entonces, pensó decir que un im- 
puesto establecido sobre artículos de un estado 
hermano, que no estuviera establecido sobre los 
artículos de carácter similar producidos dentro 
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del estado^ estaría en conflicto con la cláusula de 
la Constitución que da al Congreso el derecho 
«de reglar el comercio entre los estddosn, tal 
como el impuesto sobre artículos extranjeros— 
que era el caso en cuestión —estaba en conflicto 
con la autoridad para reglar el comercio con las 
naciones eícífan eras^ nosotros concordamos con 
esa proposición». 

cíEstamos convencidos, de que la cuestión actual, 
como uña proposición distinta que debe ser deci- 
dida, viene ante la Corte por primera c>e-í?. 

«Pero se nos puede preguntar si no hay, límite 
al poder de los estados para gravar los produc- 
tos de un estado hermano, llevados dentro desús 
ff enteras? Y pueden ellos gravarlos de tal suer^ 
te, que los ahuyenten 6 impidan del todo su iu: 
troducción ó su tránsito por el territorio?» 

<cEt caso sub-judice es un simple impuesto á 
las ventas de mercaderías, que gravo por igual 
todas las ventas hechas en Mobile, sean hechas 
por un ciudadano de Alabama ó de otro estado, 
y sean los productos de ese estado ó de otro. No 
hay el propósito de perjudicar (discriminóte inju- 
riously) los productos de otros estados, ó los de- 
rechos de sus ciudadanos; y 9I caso no es, pop 
tc^Oto, una tentativa de encadenar el comercio entre 
Iqs estados ó de privar ó los ciudadanos de otros 
estados de cualquier privilegio ó inmunidad de que 
gocen los ciudadanos de Alabama. Pero una ley 
que produjera semejante efecto, sería, en nuestra 
opinión, una infracpión de las cláusulas relativas 
á tales asuntos de la Constitución, y, por tanto, 
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nula. Además de esas cláusulas, existe el poder 
del Congreso para reglar el comercio entre los es- 
tados; con solo ejercitarlo, puede impedir á los es- 
tados toda intervención opresiva en el libre cam- 
bio de productos^ entre ciudadanos de un estado y 
los de otro». 

En resumen, según este fallo, pues, los diferen^ 
tes casos americanos sólo significan: 

1^. —Que los estados no pueden gravar con im- 
puestos los artículos extranjeros recién importa- 
dos que conservan sus acondicionamientos origi- 
narios, y no han sido aún objeto de una venta. 
(Btown c. Maryland) 

2^. — Que si los artículos importados han sido 
ya objeto de una venta, pueden ser gravados por 
los estados, aún cuando conserven su condición 
originaria, {Waring r. the Mayor). En el caso 
Partear V The Commonwealth dijo también la 
Corte: merchandfse in original packageSy once 
sold by the importer is taxable as other proper- 
ty. Wallace 5 p. 470. 

3®. — Que cuando se habla de extracciones é 
introducciones entré un estado y otro, nosonapli* 
cables las regias constitucionales sobre importa- 
ción y exportación, pues esas reglas solo se re- 
fieren al comercio exterior. Rige, en primer lu- 
gar^ la cláusula que acuerda á los ciudadanos de 
un estado, iguales derechos en los demás esta- 
dos, á los que gozan sus respectivos ciudadanos: 
y en segundo lugar las provisiones que dicte el 
Congteso en ejercicio de la facultad conslitucio- 
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nal de reglar el cortlercio ¡rttérprovinciól. — Woo- 
draff o. Parham. 



Hagamos ahora, igual estudio en nuestra Consti- 
tución. Las únicas dos veces que la Constitución 
habla de importación y exportación, es en el in- 
ciso 1** del artículo 67, asociándola á la idea de 
aduanas exteriores, es decir, de importación y ex- 
portación exterior; y en el artículo 4°, en el que 
se hace expresa referencia al artículo 67 inciso 
primero. El uso y el diccionario concuardan igual- 
mente con tal significado Cuando la Constitución 
prohibe ó las provincias en el artículo 108 estable- 
cer aduanas provinciales, no es porque piense que 
puede haber importaciones y exportaciones inte- 
riores, pues las aduanas á que se refiere, no son 
las interiores, sino aduanas provinciales «¿cíenores 
con pretensiones de nacionales, como en realidad 
las habían tenido algunas provincias, por razones 
históricas y geográficas. 

Esa es la interpretación correcta, porqué de 
otra suerte quedaría sin sentido, como una repe- 
tición inútil, el artículo que ordena que en todo 
el territorio de la Nación no habrá má? aduanas 
que las Nacionales, (art. 9**) cuyo objeto era de- 
clarar imposibles en la Nación las aduanas in- 
ternas. 

El poder de establecer derechos de exportación 
ó importación, conferido exclusivamente al Con- 
greso por el inciso 1* del artículo 67, no es, pues,^ 
el que impide á las provincias gravar los artículos 
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extraídos ó introducidos en ellas, para otra, 6 de 
otra provincia, por la muy obvia razón de que el 
gravamen que impongan las provincias, en ese caso, 
no puede ser un derecho de exportación. ó de 
importación, pues estos, en el sentido constitucio- 
nal, solo se refieren á artículos llevados para el 
extranjero ó traídos de él. indudablemente las pro- 
vincias pueden establecer, inconstitucional mente, 
derechos de importación ó exportación, pero eso 
solo sucedería cuando crearan impuestos sobre 
el comercio exterior El comercio interprovincial 
no puede dar origen á tales denominaciones. 

La Suprema Corte Nacional ha emitido, indi- 
rectamente, esta misma opinión en el caso de 
Francisco Arias o. Entre-Ríos. «La circunstancia 
de que un impuesto grave artículos de producción 
del país ó nacionalizados, que puedan exportarse 
6 estar destinados á la exportación, no constituye 
el impuesto de exportación, que como se ha ex- 
puesto es el que se cobra á la salida de las 
mercaderías PABA EL EXTEñioi{y> . Debo hacer notar, 
sin embargo, que está muy lejos de ser uniforme 
esta terminología de la Suprema Corte, respecto 
á las introducciones y extracciones de artículos, 
de una provincia á otra, que, á menudo, son lla- 
madas exportaciones é importaciones. Paróceme 
demostrado, sin embargo, que esas relaciones de 
derecho no están regidas de ninguna manera por 
el artículo 67, inciso 1^, sino por las reglas ge- 
nerales de los artículos 9, 10 y 11 y por la cláu- 
sula 12 del artículo 67, como antes lo tengo ex- 
puesto. 
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XVI 
Extensión del a comercio interno» 



Cuál es, entretanto, la extensión de lo que 
constituye el comercio interno de un Estado? 
Desty, en su obra maestra sobre impuestos, hace 
la siguiente enumeración que resume íntegramen- 
te la Jurisprudencia Americana, en lo relativo 
al Comercio Interno— (The American Lato of 
Taxation by Robert Desty, tom. f, p. 248) 
Un estado puede regular su propio comercio in- 
terno, y puede regular las personas y cosas den- 
tro de su jurisdicción, no obstante que la regu- 
lación pueda tener su origen en el comercio. — 
Whelind Bridge case — Howard 18 p. 432. The 
MontellO' Wallace 11 p, 41 í y demás citados por 
Desty. 

La facultad de imponer todas las propiedades, 
negocioso personas, dentro de un estado, es un 
atributo esencial de la soberanía, y no es afec- 
tado por las provisiones de la Constitución fede- 
ral, no repugnantes á ella: la cual ni regula ni 
prohibe los impuestos de los estados —(RaUway 
compy ü, Penis^on 18 Wallace p 27 y los de- 
más enumerados por Desty, loe. citat.) 

Los estados tienen la facultad de imponer, no 
obstante la ley pueda tener alguna relación indi- 
recta con el comercio exterior. Por tanto un de- 
recho uniforme, impuesto por un estado sobre 
todas las cenias hechas en él, ya sean ventas 
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hechas por un residente ó nó residente, 6 sea el 
producto vendido del estado que dicte la ley ó 
nó, es válido — [Delaware Rail Road — 18 W^allace 
232 et ccetera. Desty loe. cit.) 

Pero cuando una ley hace distinciones contra 
(discriminates againsí) los productos de otros es- 
tados, es inconstitucional. Pero un impuesto 
establecido por un estado sobre negocios hechos 
dentro de sus límites, es válido. Gui v. Baltimo- 
re. Tomo 100 United States p. 434, et ccetera^ 
ibid. 

Es evidente que el impuesto á las ventas de sus 
ganados, de la provincia de Corrientes, es una ley 
que regla su comercio interno, pues se refiere á 
cosas que forman su riqueza propia, y á actos 
que se operan dentro de sus límites territoriales, 
bajo su exclusiva jurisdicción. El hecho de que los 
ganados sean comprados en Corrientes, para ser lle- 
vados á Entre Ríos ó cualquier otra parte no con- 
vierte el impuesto en un gravamen al comercio 
interprovincial, porque son perfectamente separa- 
bles, la adquisición mediante una transacción, cuyo 
único efecto es convertir en dueño al que no lo 
era, lo que es un acto absolutamente interno de 
la provincia, y la traslación de la propiedad, de 
provincia á provincia, que es un acto de comercio 
interprovincial, que está regido directamente por 
la libertad de circulación del art. 10. La Corte 
Americana ha dicho en el caso de Yeazie v. Moor, 
Howard tomos 14 y 15 p. 348 y 349, que «comer- 
cio exterior (ó interprovincial) debe significar co- 
mercio que en algún sentido esté relacionado /i^- 
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cesariamente con los demás países ó estados. No se 
puede concluir correctamente, que porque los pro- 
ductos domésticos de la agricultura, las manufac- 
turas ó las artes, puedan, en definitiva, llegar á 
ser objeto del comercio exterior (6 interprovin- 
cial) caigan dentro de las prescripciones que ri jen 
este comercio. Una pretensión tan lata, se exten- 
dería hasta controlar los actos del plantador, del 
ganadero, del manufacturero, del mecánico, etc., 
etc., porque no hay una sola de estas formas de 
actividad, cuyos productos no puedan llegar á ser 
objeto del comercio exterior». 

Más no obstante la plena facultad de las pro- 
vincias para reglar su comercio interno, existen 
las limitaciones derivadas según la jurisprudencia 
americana del art. 8** de nuestra Constitución, 
igual á otro de su modelo. «Los ciudadanos 
de cada provincia, gozan de todos los derechos y 
privilegios ó inmunidades inherentes al título 
de ciudadano en las demás.» De este principio 
es de donde se ha deducido, aun para el asunto 
del comercio interno, la regla de la igualdad, ó 
como dice la jurisprudencia y la doctrina ameri- 
cana, la invalidez de toda ley discriminating y 
es decir estableciendo distinciones desfavorables, 
á los efectos del comercio interior, entre las perso- 
nas y los productos propios de un estado y las per- 
sonas y productos propios de otro. (Cooley's 
Limitations p. 491 y 602,487). 

El impuesto que grava por igual al habitan- 
te de la provincia que lo establece, como al que 
no lo es; á la compra ó venta del artículo pro- 
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ducido en la provincia, conno á la del introducido de 
otra; ai artículo que queda en el estado, conno 
al que sale de él, reviste los caracteres de la 
igualdad en el connercio interno y es constitu- 
cional. «El designio y el objeto del poder con- 
cedido al congreso de reglar el comercio exterior 
ó interprovincial, fué establecer una perfecta igual- 
dad entre los diferentes estados en lo relativo á 
derechos comerciales, y prevenir las distinciones 
injustas y envidiosas que los celos 6 los intereses 
y la parcialidad locales, podían sentirse tentados 
á introducir y mantener. Veazie ü Moor, Howard 
loe. c¿ty> 

Esta teoría, sentada uniformemente por la Corte 
americana, me parece que es también la que me- 
jor esplica y la que verdaderamente ha sido apli- 
cada en la mayor parte de los fallos que he re- 
cordado de nuestra Corte. La piedra de toque 
para comprobar si un impuesto provincial, grava 
la circulación 6 la extracción, ó es meramente un 
impuesto interno de la provincia á su riqueza 
propia, es, en efecto, averiguar, si producido el 
acto solo en la provincia, 6 permaneciendo el pro- 
ducto dentro de los límites de la provincia, habría 
sido gravado en la misma forma que lo fué sa- 
liendo de ella. El objeto primordial de las limi- 
taciones que estudiamos, es en efecto, impedir 
que una provincia levante impuestos ó consiga 
ventajas á espensas de las otras. Si aquella 
igualdad existe, quiere decir que la ley no ha 
infringido el fin constitucional; y habiendo 
obrado dentro de su facultad ilimitada para impo- 
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ner su comercio interno, sus habitantes y los de 
otras provincias no pueden pretender que porque 
ellos extraigan sus productos fuera del territorio 
provincial, sean colocados en condiciones distintas 
y privilegiadas á los dennás habitantes de la pro- 
vincia, que no Iqs extraen. 

Y aquí debennos tratar por fin, para cerrar 
este estudio, el caso antes propuesto á saber: el 
propietario de ganados en Corrientes, que forme 
tropa para invernar fuera de la provincia con el 
fin confesado 6 probado de negociar esa tropa, puede 
ser gravado con el impuesto? La respuesta me 
parece indudablemente afirmativa, siempre que 
como en la ley de 1901 de Corrientes— única que 
trae esa prescripción, sean igualmente pasibles 
del impuesto, como he mostrado que lo son en 
aquella ley, el propietario que forme tropa para 
invernar dentro de la provincia y el que la forme 
para invernar fuera de ella. 

Lo gravado, en ese caso, no sería la extracción 
del ganado, sino el hecho de formar tropa para 
invernar, pues formar tropa para inoernar, es 
un acto que significa recoger los frutos del gana- 
do en condiciones de sufrir la última operación, 
el engorde, para la venta. Es, pues, un acto 
perfectamente imponible dentro de la provincia, 
cuyas facultades, en cuanto á las formas y ex- 
tensión del impuesto, V. E. ha declarado que no 
le compete jusgar {The Colonial etc , consideran- 
do 8"*); pero sobretodo, es un acto perfectamente 
distinto de la simple extracción, como lo prueba 
el hecho de que puede existir sin esa extracción. 
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Luego, tal impuesto, no es á la circulación y por 
tanto es constitucional. 

Admitir lo contrario, importaría establecer que 
el impuesto al que forme tropas para invernar 
dentro de la provincia, era una gabela que sólo 
debían pagar los habitantes que no fueran á in- 
vernarlos fuera de ella: sería, nó dar una libertad, 
sin) una prima á la extracción; y por ese orden 
estrictamente lógico de ideas, se llegaría, en el 
caso de dos provincias linderas, una con campos 
para criar, otra con campos para invernar — que 
68 exactamente el caso de Corrientes y Entre Ríos 
— á privar á la primera de todo impuesto sobre 
sus ganados, y á favorecer á la otra con todos 
ios impuestos sobre los productos elaborados de 
esos ganados, desde que está aceptado que estos 
últimos son susceptibles de impuestos. O'Connor 
ü. Entre Ríos. La regla de la igualdad de las 
provincias entre sí, que es la regla suprema de 
interpretación, así como es la piedra angular del 
edificio constitucional, habría sido de tal suerte, 
dos veces rota. 

He tocado este caso simplemente por comple- 
tar mi estudio, desde que me había propuesto 
examinar la cuestión teórica por completo. El 
caso sub-judice para nada se refiere á la cuestión 
que acabo de estudiar; los Sres. Freitas y Giorgio 
han comprado todos los ganados que han trasporta- 
do: es el caso típico de impuesto á las mentas ^ 
de todas las leyes correntinas. Es inútil que 
los demandantes hayan intentado complicarlo, 
quejándose, como doloridos, de que se ha gra- 
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vado « toda venta ó consumo de haciendas, en- 
tendiéndose por esta última palabra toda forma 
de utilización, aún cuando se saque Iq hacienda 
para invernar fuera de la provincia». Bastante 
mal han entendido los demandantes, como vé 
V. E., á aquella prescripción: «por todo aprovecha- 
miento de ganados, ya se trate de venta, bene- 
ficio para consumo, tropa para invernar fuera 
(ó dentro — art. S'^de la ley de 1901) déla f)rovin- 
cia, ú otra cualquiera forma de utilización con pro- 
pósito de lucran), del art. 1*" de la ley de 1901, 
No. pues, la ley no ha entendido, como dicen 
los demandantes, que el consumo fuera la extrac- 
ción; y sin volverá gastar teorías contra ese sis- 
tema de hacer una madeja con los hechos, las 
ideas, los papeles y las leyes, que han empleado 
los demandantes, nos limitaremos á preguntar- 
les. ¿Np les parece que las compras de ganados 
que hicieron, están regidas, aún dentro de la ley 
del 901, por esta modesta cláusula: a ya se trate 
da venta»? Si lo está; ¿para que hablar de otras 
Qosas? Si no lo está, ¿porqué no lo han demos- 
trado? 



XVII 

Excepciones legales 

¿procede la condlctio indebiti?— el art. 791 dei, 
Código Civil — La prescripción 

Abandonando el campo constitucional, debo 
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presentar, aún, varias excepciones de carácter me- 
ramente legal, que invalidarían ppr completo la 
demanda, aún en el caso, improbable, de que pu- 
dieran ser declaradas inconstitucionales las leyes 
de impuestos en cuestión. 

Cual sería la acción correspondiente al que ha 
pagado el impuesto creado por una ley inconsti- 
tucional, por error de derecho? Indiscutiblemen- 
te la repetición del pago de lo indebido — la con- 
dictio indehiti— como la llamaron los romanos; ins- 
titución de equidad, que en Roma no pertenecía 
á los jueces privados que dictaban las sentencias 
ordinarias, sino exclusivamente al pretor, es decir 
al magistrado investido de la suprema autoridad 
judicial. (Savigny. — Derecho romano actual t. 6 
p. 18. Edic. castellana). El mismo autor la de- 
fine: el "restablecimiento de un estado anterior de 
derecho, motivado por una oposición entre la 
equidad y el derecho riguroso. Por una feliz 
coincidencia ha sido el pretor también, es decir 
la entidad judicial que lo equivale en nuestro sis- 
tema judiciario, quien ha definido de una mane- 
ra acabada la improcedencia de la condictio iadebiti 
en un caso como el actual. Ese caso es el de 
Mendoza y hermano, antes citado, en que fué 
declarada inconstitucional la ley de impuestos. 

Respecto á la devolución de lo pagado en vir- 
tud de dicha ley, dijo la Corte: 

1^— Que aún cuando la casa de Domingo Men- 
doza y hermano, que ejercía el negocio de venta 
de frutos en San Luis, sea quien haya pagado 
los derechos sobre los productos exportados por 
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ella; sin embargo, snn los productores en realidad 
sobre Quiénes ha recaído el impuesto^ porque los 
compradores han debido deducir su valor del 
precio del producto^ disminuyéndolo proporcional- 
mente al derecho que tenían que satisfacer. Que 
así, la cantidad de dinero cuya restitución solicitan 
los demandantes, viene á ser la misma que se 
supone que ellos pagaron de meno'i al productor 
ó dueño primitivo de los frutos, presentándose, 
en consecuencia, esta reclamación ante la Corte, 
destituida de todas las consideraciones de equidad 
que pudieran recomendarla. 

2^. — Que se debe suponer que el producto de 
esas contribuciones ha sido invertido en los gas- 
tos del servicio público, y en las garantías de segu- 
ridad á favor de los bienes y de las personas 
establecidos en aquella provincia. 

3^: — Que desde la promulgación de la ley de 
impuestos de San Luis, los demandantes han pa- 
gado, sin protesta ni oposición alguna y los dere- 
chos de exportación que por ella se establecen, y 
recién dos años después, se presentó su agente 
resistiendo el pago, como contrario á la Consti- 
tución Nacional. Que en tal caso y cuando todos 
los habitantes de un país tienen la obligación na- 
tural de contribuir á los gastos de la administra- 
ción pública, y de dar al gobierno que les rige 
los medios de llenar su destino, no puede, según 
derecho, tener lugar la condictio indebiti, con- 
dictio sine causa. 

Esta sentencia, coincide, en la excepción que crea 
ó la condictio indebiti para el caso de no existir 
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protesta, ó sea de haberse hecho el pago vohinto- 
riamente, con toda la jurisprudencia de V. E. in- 
clusive la última sentencia de Noviembre ppdo — 
F. Alsina v. Buenos Aires— en la que declaró: que 
el inc- 5 del artículo 791 del Código Civil, que pro- 
hibe la repetición de lo pagado, «cuando se pague 
una deuda, cuyo pago no tuviese derecho el acree- 
dor á demandar en juicio» sería, en la más am- 
plía de las interpretaciones que se le pudiera dar. 
ainapiicable en un caso como el actual, en que el 
pago se ha exigido ^ov un poder público y se ha 
hecho incoluntariamente por el contribuyente, 
bajo reserva de reclamar ante quien corresponda, 
la devolución de lo pagadoy^. 

En nuestro caso coinciden todos los elementos 
para rechazar la repetición. No se ha protestado 
el pago, se ha pagado una deuda que si no fuera 
civil sería natural, como es la de costear los 
servicios públicos de que han gozado los deman- 
dantes: se ha pagado con el dinero de los estan- 
cieros de Corrientes y no con el de los reclaman- 
tes, que aún en el caso que les supusiéramos 
razón constitucional en su demanda, aparecerían 
repitiendo lo que indebidamente pagaron otros y 
no ellos. 



• Por último opongo, é la acción deducida, las dos 
prescripciones siguientes: La prescripción de un 
año, para la acción de inconstitucionalidad de las 
leyes de impuestos, excepción que resulta de la 
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naturaleza propia de la acción y de la calidad de 
esas leyes que son anuales, de suerte que durante 
el afío se percibe la renta y se la invierte en el 
servicio público á que está destinada. 

Como la inconstitucionalidad es un recurso para 
trabar la acción de las leyes vigentes y no para 
revivir^ á los efectos de matarlas de nuevo, las 
leyes abrogadas, entiendo que, á menos de mediar 
una protesta, que deje á salvo los derechos vul- 
nerados por la ley, la terujinación de la existen- 
cia de esta, extingue la acción de inconstitucio- 
nalidad, cuyo único objeto es privarla de eficacia. 
Con otra interpretación, que no fijara un límite 
de tiempo al ejercicio de esta acción, podríamos 
encontrarnos, cualquier día, con recursos de in- 
constitucionalidad contra las leyes de la confedera- 
ción ó de antes. 

Asi mismo opongo la prescripción del artículo 
4054 del Código Civil, que limita á dos años el" 
término para ejercer la acción de nulidad de los 
actos jurídicos por error 6 falsa causa, desde 
que el error ó la alsa causa fuese conocida. 



OONOLUSIÓN 



He terminado Exmo. Señor, este largo estudio, 
que no he podido hacer más breve, como habría 
sido mi deseo, por falta de tiempo, según la inci- 
siva frase del Dr. Rawson. Tengo la impresión 



Digitized by 



Google 
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doso, he defendido Id verdad constitucional, como 
corresponde é la representación que tengo de una 
provincia argentina, «con cuya voluntad y por 
ctrya elección», eonjuntamente con la de las demás 
hermanas federales, se formó el Congreso Gene- 
ral Constituyente para dictar esa Constitución, que 
está V, E. encargado de interpretar, como guar- 
dián y conservador del espíritu de los constitu- 
yentes- 

Me doy cuenta de toda la gravedad y los peli- 
gros que implican estas cuestiones, estos con- 
flictos jurídicos entre el interés privado aguzado 
por el lucro y el gobierno de una colectividad, 
más ocupado de los asuntos de interés general 
que de las celadas hábiles y la tenacidad astuta 
de los propósitos particulares: sé que en los Es- 
tados Unidos, con motivo de haber declarado la 
Corte en 1793, en el famoso caso de Chisholm v. 
The State of Georgia^ que un estado podía ser 
demandado por- un particular, y condenado, como 
lo fué el de Georgia, se produjo el conflicto más 
célebre que recuerde la historia externa de la 
jurisprudencia americana, llegándose hasta la en- 
mienda undécima de la Constitución, que ordena 
ano se interprete el poder judicial de los Estados 
unidos como extensivo á ningún pleito comenzado 
ó proseguido contra uno de los Estados, por 
ciudadanos de otro estado, ó por ciudadanos ó 
subditos de uii estado extranjero». A tal punto 
habían llegado los excesos del interés privado y 
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la impotencia de la legislación para detener sus 
avances contra los estados ! 

Creo empero »que la prescripción de esa en- 
mienda, es menos jurídica, aunque sí más fe- 
deral que la nuestra. Creo también que nuestro 
ideal debe ser conservar nuestra Constitución, 
sin exponerla á reformas, haciéndolas necesarias. 
Y al volver á meditar la interpretación que he 
recogido de la jurisprudencia de V. E., y mirar 
por el otro lado á la provincia que represento, — 
en la cual un gobierno elegido de rieras por el 
pueblo, haciendo honor á nuestro sistema federal 
administra bajo vidrios, con la economía del cen- 
tavo y la honradez de la aritmética, las módicas 
rentas que recaba de sus habitantes —amenazada 
de ruina por estas audacias despiadadas, hasta 
la ferocidad, del interés privado, me conforta la 
idea de que la verdad legal acompaña á estos in- 
tereses sagrados y no existe dentro de nuestras 
leyes la posibilidad de que pueda triunfar ante 
V. E. ningún propósito que importe restringir la 
esfera de acción de las provincias, porque V. E. 
ha interpretado ya repetidas veces y con sabidu 
ría esa Constitución, demostrando que dentro de 
ella no puede caber jamás el plan de destruirla, 
destruyendo á las provincias que la dictaron. 
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PETICIÓN 



Por tanto á V. E. pido: 

1*". — Que en oportunidad declare constituciona- 
les la ley^es de impuestos de la Provincia de Co- 
rrientes, en cuanto afectan al caso suhjudice 

2^ — Que condene especialmente en las costas 
al actor, pgr su temeridad y su plus petitio, 

3\ — Que dando por contestada la demanda y 
en vista de la naturaleza mixta de esta causa y 
del ofrecimiento de nuevos documentos para pro- 
bar los asertos del Dr. Bejarano, queme hace el 
señor gobernador de Corrientes por el telegrama 
de ayer que original acompaño, se sirva ordenar 
la recepción de esta causa á prueba. 

4*".— Que en oportunidad se ordene la remisión 
al fiscal respectivo, délos antecedentes que constan 
ya en autos y constituyen semiplena prueba del 
delito de falsedad, cometido por los demandantes, 
ai acompañar las pruebas de su demanda, á efec 
to de que deduzca la correspondiente acción pú- 
blica. 

Sírvase V. E. proceder en todo de confor- 
midad. Es justicia. —Eduardo Canevaro. 

Juan Balestra. 
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